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DIPUTADO QUE SOLICITA LICENCIA

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Escudo
Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.— Cámara de
Diputados.— LX Legislatura.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Comisión Permanente.— Presente.

Por este conducto, y con fundamento de lo dispuesto en el
artículo 62 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos y demás relativos del Reglamento para el
Gobierno Interior del honorable Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, me permito solicitar licencia
por tiempo indefinido para separarme de mi cargo como di-
putado federal a partir del 12 de enero del año en curso.

Lo hago de su conocimiento a efecto de que se realicen to-
dos los trámites conducentes.

Sin otro particular, aprovecho la ocasión para reiterarle las
seguridades de mi atenta y distinguida consideración.

México, DF, a 7 de enero de 2009.— Licenciado Carlos Chaurand Ar-
zate (rúbrica), diputado federal.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: De confor-
midad con lo que establece el artículo 78, fracción VIII, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se
pide a la Secretaría poner a discusión el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Está a
discusión el siguiente punto de acuerdo.

Único. Se concede licencia al diputado Carlos Chaurand
Arzate para separarse de sus funciones como diputado fe-
deral electo en la segunda circunscripción plurinominal a
partir del 12 de enero del presente año.

No habiendo quién haga uso de la palabra, en votación eco-
nómica se pregunta si se aprueba. Los legisladores que es-
tén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Los legislado-
res que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Mayoría por la afirmativa, presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do. Comuníquese a la Cámara de Diputados.

Yo aquí quiero que me permitan hacer una mención espe-
cial, porque conceder hoy licencia a un parlamentario que
ha marcado huella, tanto en el Senado de la República co-
mo en la Cámara de Diputados, como es nuestro compañe-
ro diputado Carlos Chaurand Arzate, es un reconocimiento
a esa vasta vida parlamentaria que ha llevado y las aporta-
ciones que le ha dado al Poder Legislativo mexicano.

Felicidades, enhorabuena y le deseamos el mayor de los
éxitos.

LEY DE COORDINACION FISCAL

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo.— Gobierno del Estado Libre y Soberano de Mo-
relos.

Secretarios de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputa-
dos del Congreso de la Unión.— Presentes.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 40, frac-
ción III, de la Constitución Política del Estado Libre y So-
berano de Morelos; y 71, fracción III, de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, me permito re-
mitirles en copia certificada el decreto número mil ciento
cuarenta y seis, expedido por este Congreso en sesión de la
misma fecha, por el cual se envía iniciativa de decreto que
reforma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal,
para los efectos legales a que haya lugar.

Reitero a ustedes la seguridad de mi atenta y distinguida
consideración.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Cuernavaca, Morelos, a 9 de diciembre de 2008.— Licenciado Julio
Ernesto Pérez Soria (rúbrica), secretario del Congreso.»
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«Escudo.— Gobierno del Estado Libre y Soberano de Mo-
relos.

Doctor Marco Antonio Adame Castillo, gobernador Cons-
titucional del Estado Libre y Soberano de Morelos.— Pre-
sente.

Con fundamento en lo dispuesto en los artículos 38 y 40,
fracción II, de la Constitución Política del Estado Libre y
Soberano de Morelos, y en cumplimiento de lo establecido
en la fracción XIII del artículo 94 de la Ley Orgánica para
el Congreso del estado, me permito remitir a usted el de-
creto número mil ciento cuarenta y seis, por el que se re-
forma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal, pa-
ra ser presentada ante el Congreso de la Unión, expedido
por este Congreso en sesión de la misma fecha para su apli-
cación en cumplimiento de lo dispuesto en la fracción
XVII del artículo 70 de la misma Constitución, en el Pe-
riódico Oficial Tierra y Libertad, órgano de difusión del
gobierno del estado.

Reitero a usted la seguridad de mi atenta y distinguida con-
sideración.

Atentamente.

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Cuernavaca, Morelos, a 9 de diciembre de 2008.— Licenciado Julio
Ernesto Pérez Soria (rúbrica), secretario del Congreso.»

«Escudo.— Gobierno del Estado Libre y Soberano de Mo-
relos.

La Quincuagésima Legislatura del Congreso del Estado
Libre y Soberano de Morelos, en ejercicio de las facultades
que le otorga el artículo 40, fracción II, de la Constitución
Política local, y

Considerando

I. Del proceso legislativo

a) En sesión celebrada el 3 de diciembre del presente
año, los diputados integrantes del Grupo Parlamentario
del Partido Acción Nacional presentaron al Pleno de es-
te Congreso la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal.

b) Con fecha 3 de diciembre de los corrientes, dicha ini-
ciativa fue turnada a las Comisiones Unidas de Puntos
Constitucionales y Legislación; de Hacienda, Presu-
puesto y Cuenta Pública; y de Seguridad Pública y Pro-
tección Civil. De esta forma, las comisiones menciona-
das se dieron a la tarea de revisión y estudio, con el fin
de dictaminar esta iniciativa de acuerdo con las faculta-
des que otorga la Ley Orgánica del Congreso.

c) En sesión de comisiones unidas, y con el quórum re-
glamentario, fue aprobado el presente dictamen para ser
sometido a consideración de este Congreso.

II. Materia del dictamen

Es materia de este dictamen la iniciativa presentada por los
diputados integrantes del Partido Acción Nacional. Preten-
de precisar que las aportaciones federales con cargo al Fon-
do de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Munici-
pios y Demarcaciones Territoriales se destinarán sólo a la
satisfacción de las necesidades directamente vinculadas a
la seguridad pública de sus habitantes.

Así, exponen los iniciadores:

Que el Ramo 33, “Aportaciones Federales para Entidades
Federativas y Municipios”, surge de la integración de pro-
gramas y recursos que antes se ejercían a través de los Ra-
mos 12, 25, 25 y 28, derivado de una serie de reformas y
acciones con el objetivo de descentralizar las responsabili-
dades y los recursos humanos y materiales.

Que en el programa económico enviado por el Ejecutivo
federal al Poder Legislativo en noviembre de 1997 para su
aprobación y entrada en vigor al año siguiente se planteó la
propuesta para la creación del Ramo 33, lo cual implicó re-
formar y adicionar un capítulo, el V, a la Ley de Coordina-
ción Fiscal, traduciéndose en la creación de la figura
“Aportaciones Federales para Entidades Federativas y Mu-
nicipios”, que fue incorporado por primera ocasión en el
Presupuesto de Egresos de la Federación para el Ejercicio
Fiscal de 1998.

Que la propuesta original presentada por el Ejecutivo fede-
ral para crear este ramo consideraba únicamente tres fon-
dos: el de educación básica, el de servicios de salud, y el de
infraestructura social municipal.

Que durante las deliberaciones en la comisión dictamina-
dora se amplió y enriqueció la propuesta original del Eje-



cutivo, modificándose la denominación del Fondo de
Aportaciones para la Infraestructura Social Municipal, a la
que se llamó “Fondo de Aportaciones para la Infraestructu-
ra Social”, al mismo tiempo que se le integraron dos fon-
dos: uno destinado a los municipios, denominado “Fondo
para la Infraestructura Social Estatal”. Asimismo, se pro-
puso ante el Pleno la creación de dos fondos adicionales,
destinados a la satisfacción, en general, de las necesidades
municipales y del Distrito Federal. Surgieron así los Fon-
dos de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Muni-
cipios y del Distrito Federal, y de Aportaciones Múltiples.
Además, al Fondo de Educación Básica se incorporaron
recursos y facultades con la finalidad de apoyar e impulsar
la educación normal en los estados de la federación, deno-
minándose “Fondos de Aportaciones para la Educación
Básica y Normal”.

Que con la creación del Ramo 33 se dotó a las entidades
federativas y a los municipios de mayor certeza jurídica y
certidumbre en la disponibilidad de recursos y más respon-
sabilidades sobre el uso y la vigilancia de éstos. Tales re-
cursos son transferencias etiquetadas que sólo pueden em-
plearse para los fines que la Ley de Coordinación Fiscal
señala.

Que hay por parte de los iniciadores el temor fundado de
que los recursos no son utilizados en el rubro para el cual
fueron creados o están destinados. Tal es el caso del Fondo
IV, perteneciente al Ramo 33, dado que en algunos muni-
cipios dicho recurso no se utiliza con los requerimientos
fundamentales para tal efecto, como la provisión presu-
puestaria en el ejercicio que se generaron, causa de pasi-
vos, autorizaciones previas, aplicación en inversión públi-
ca productiva, registro soportado o difusión de montos. Sin
embargo, el texto del artículo 37 de la Ley de Coordinación
Fiscal no es del todo claro en cuanto a la aplicación del re-
curso en comento; por tanto, es preponderante que se apli-
que únicamente al rubro de seguridad pública y no desviar
a ningún otro concepto, dadas las condiciones que actual-
mente acontecen de manera generalizada en el país en ma-
teria de seguridad.

III. Valoración

Los integrantes de las Comisiones Unidas de Puntos Cons-
titucionales y Legislación; de Hacienda, Presupuesto y
Cuenta Pública; y de Seguridad Pública y Protección Civil
estudiamos con cuidado la iniciativa presentada, y coinci-
dimos con los iniciadores en que es necesario dar mayor
certeza y certidumbre jurídica en el destino de los recursos

destinados a las entidades federativas y municipios en ma-
teria de seguridad pública, y dado que el artículo 37 de la
Ley de Coordinación Fiscal no es del todo claro en cuanto
a la aplicación de dicho recurso, consideramos procedente
aprobar la presente iniciativa a efecto de que sea presenta-
da al Congreso de la Unión y de que éste dictamine lo con-
ducente.

El Constituyente Permanente de la nación ha realizado con
el transcurso del tiempo variadas modificaciones, a la Car-
ta Magna y a diversos ordenamientos, con objeto de regu-
lar situaciones particularmente acontecidas y de acuerdo
con las condiciones sociales, políticas, jurídicas o econó-
micas, buscando en todo momento un orden justo, equili-
brado, que garantice la convivencia entre los mexicanos, y
su desarrollo económico, cultural y social.

La presente iniciativa pretende por ello perfeccionar una
ley a efecto de dar certeza, certidumbre y seguridad jurídi-
ca en que los recursos destinados se destinen exclusiva-
mente para los objetivos a que estén reservados, que en es-
te caso es la satisfacción de las necesidades directamente
vinculadas con la seguridad pública de sus habitantes.

Por lo expuesto, esta soberanía ha tenido a bien expedir el
siguiente

Decreto número mil ciento cuarenta y seis, que reforma
el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal para ser
presentada ante el Congreso de la Unión

Primero. La Quincuagésima Legislatura del Congreso del
estado, en ejercicio del derecho consagrado en el artículo
71, fracción III, constitucional, presenta a consideración
del honorable Congreso de la Unión iniciativa de decreto
que reforma el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fis-
cal.

Segundo. Para el efecto de la presentación de la iniciativa
correspondiente ante el Congreso de la Unión, se formula
la propuesta en los términos siguientes:

Iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma
el artículo 37 de la Ley de Coordinación Fiscal

Artículo Único. Se reforma el artículo 37 de la Ley de Co-
ordinación Fiscal, para quedar en los siguientes términos:

Artículo 37. Las aportaciones federales que, con cargo al
Fondo de Aportaciones para el Fortalecimiento de los Mu-
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nicipios y de las Demarcaciones Territoriales del Distrito
Federal, reciban los municipios a través de las entidades y
las demarcaciones territoriales por conducto del Distrito
Federal se destinarán exclusivamente a la satisfacción de
las necesidades directamente vinculadas a la seguridad
pública de sus habitantes. Respecto de las aportaciones
que reciban con cargo al fondo a que se refiere este artícu-
lo, los municipios y las demarcaciones territoriales del Dis-
trito Federal tendrán las mismas obligaciones a que se re-
fieren las fracciones I y III del artículo 33 de esta ley.

Transitorios

Artículo Primero. Aprobado que sea el presente decreto
que contiene la iniciativa correspondiente, túrnese al hono-
rable Congreso de la Unión, para los efectos establecidos
en el artículo 71, párrafo segundo, de la Constitución Polí-
tica de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo Segundo. Remítase a las legislaturas de los esta-
dos y a la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, soli-
citándoles su adhesión.

Artículo Tercero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Atentamente

Sufragio Efectivo. No Reelección.

Recinto legislativo, a nueve de diciembre de dos mil ocho.— La Mesa
Directiva del Congreso del Estado, diputados: Jaime Tovar Enríquez,
presidente; Jorge Toledo Bustamante, vicepresidente; Matías Quiroz
Medina, Claudia Iragorri Rivera, secretarios (rúbricas).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cá-
mara de Diputados.

LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES 
DE LOS SERVIDORES PUBLICOS

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— IV Legisla-
tura.

Diputado César Duarte Jáquez, Presidente de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión.— Presente.

Por este conducto y con fundamento en lo dispuesto por el
artículo 122, Base Primera, fracción V, inciso ñ) de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
artículo 42, fracción VIII del Estatuto de Gobierno del Dis-
trito Federal; artículo 10, fracción II y artículo 36, fraccio-
nes V y XVI de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal, me permito remitir a usted el
original de la iniciativa por la que se adiciona un segundo
párrafo a la fracción II del artículo 64 de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, para los
efectos constitucionales y legislativos conducentes.

Sin otro particular, reitero a usted mi consideración distin-
guida.

Atentamente

Recinto Legislativo, a 4 de diciembre de 2008.— Diputado Humberto
Morgan Colón (rúbrica), Presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Asamblea Legislativa del Distrito Federal.— IV Legislatu-
ra.

Los que suscribimos, diputados de la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal, IV Legislatura, en nuestro carácter
de integrantes de la Mesa Directiva de este órgano de go-
bierno local, con fundamento de lo dispuesto en los artícu-
los 122, Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso ñ), de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;
42, fracción VIII, del Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
deral; 10, fracción II, 31, 32 y 36, fracciones II, V, VI y XV,
de la Ley Orgánica de la Asamblea Legislativa del Distrito
Federal, nos permitimos someter a consideración de la Cá-
mara de Diputados del honorable Congreso de la Unión
iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la
Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos.

Considerandos

Primero. En los artículos 122, Apartado C, Base Primera,
fracción V, inciso ñ), de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos; 42, fracción VIII, del Estatuto de
Gobierno del Distrito Federal; 10, fracción II, 17, fracción
V, y 89, párrafos primero y segundo, de la Ley Orgánica; y
en los ordenamientos de la Asamblea Legislativa del Dis-



trito Federal se otorga a esta soberanía la facultad de pre-
sentar al honorable Congreso de la Unión iniciativas de re-
forma a leyes de aplicación local del Distrito Federal, en
los términos prescritos por la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y el Estatuto de Gobierno del
Distrito Federal. 

Ahora bien, de los textos legales invocados en el párrafo
precedente se desprende que las iniciativas que se pueden
presentar al honorable Congreso de la Unión se constriñen
a las materias relativas al Distrito Federal.

En ese tenor, se considera que la presente iniciativa sí ver-
sa sobre materias del Distrito Federal, considerando que la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos, en el artículo 3o., fracciones I Bis, IV y VI, se esta-
blece que ésta es aplicable por los tres órganos de gobier-
no locales del Distrito Federal, conforme a su
transcripción.

Artículo 3o. Las autoridades competentes para aplicar la
presente ley serán las siguientes:

I. Las Cámaras de Senadores y de Diputados del Con-
greso de la Unión;

I Bis. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal;

II. La Secretaría de Contraloría y Desarrollo Adminis-
trativo;

III. Las dependencias del Ejecutivo federal;

IV. El órgano ejecutivo local del Gobierno del Distrito
Federal;

V. Derogada.

VI. El Consejo de la Judicatura del Distrito Federal;

VII. El Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Adminis-
trativa;

VIII. Los Tribunales de Trabajo, en los términos de la
legislación respectiva; y

IX. Los demás órganos jurisdiccionales que determinen
las leyes.

Como consecuencia de lo anterior, se desprende que la
Asamblea Legislativa del Distrito Federal es competente
para presentar la iniciativa de reforma dirigida al Congreso
de la Unión para que, en ejercicio de sus atribuciones co-
mo órgano legislativo del Distrito Federal, adicione un se-
gundo párrafo a la fracción II del artículo 64 de la Ley Fe-
deral de Responsabilidades de los Servidores Públicos, a
efecto de armonizarla con las disposiciones que en materia
de pruebas prevé la ley que regula el uso de tecnología pa-
ra la seguridad pública del Distrito Federal.

Segundo. Las Comisiones Unidas de Seguridad Pública, y
de Ciencia y Tecnología están facultadas para realizar el
análisis y el dictamen de la iniciativa de reforma dirigida al
Congreso de la Unión para que, en ejercicio de sus atribu-
ciones como órgano legislativo del Distrito Federal, adi-
cione un segundo párrafo a la fracción II del artículo 64 de
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Pú-
blicos, a efecto de armonizarla con las disposiciones que en
materia de pruebas prevé la Ley que regula el Uso de Tec-
nología para la Seguridad Pública del Distrito Federal, de
conformidad de lo establecido en los artículos 59, 60, frac-
ción II, 61, 62, fracciones VIII y XXX, 63 y 64 de la Ley
Orgánica; 1, 28, 32, primer párrafo, y 33 del Reglamento
para el Gobierno Interior; 1, 4, 34, 50, 51, 52, 53, 54, 55,
56, 57, 58, 59, 60, 61, 62 y 63 del Reglamento Interior de
las Comisiones, todos ellos de la Asamblea Legislativa del
Distrito Federal.

Tercero. La iniciativa de reforma dirigida al Congreso de la
Unión para que, en ejercicio de sus atribuciones como órga-
no legislativo del Distrito Federal, adicione un segundo pá-
rrafo a la fracción II del artículo 64 de la Ley Federal de Res-
ponsabilidades de los Servidores Públicos, a efecto de
armonizarla con las disposiciones que en materia de pruebas
prevé la Ley que regula el Uso de Tecnología para la Segu-
ridad Pública del Distrito Federal, consiste en lo siguiente:

Artículo 64. ...

I. ...

II. ...

Cuando en el procedimiento administrativo disciplina-
rio instaurado en contra de servidores públicos de los
Poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial locales del
Distrito Federal obren pruebas obtenidas por la Secreta-
ría de Seguridad Pública del Distrito Federal, con equi-
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pos y sistemas tecnológicos, éstas se apreciarán y valo-
rarán en términos de la Ley que regula el Uso de Tec-
nología para la Seguridad Pública del Distrito Federal.

III. ...

IV. …

Ahora bien, este órgano legislativo local considera proce-
dente aprobar la iniciativa de reforma dirigida al Congreso
de la Unión conforme a lo siguiente:

III.1. En materia de competencia, cabe señalar que el
Congreso de la Unión y la Asamblea Legislativa com-
parten las funciones legislativas materia del Distrito Fe-
deral, a través de un régimen jurídico en el cual es fa-
cultad del primer órgano citado lo no reservado al
último, establecido en el artículo 122, Apartado A, frac-
ción I, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, que a la letra dice lo siguiente:

Artículo 122. Definida por el artículo 44 de este orde-
namiento, la naturaleza jurídica del Distrito Federal, su
gobierno está a cargo de los poderes federales y de los
órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial de carácter lo-
cal, en los términos de este artículo.

A. Corresponde al Congreso de la Unión

I. Legislar en lo relativo con el Distrito Federal, con ex-
cepción de las materias expresamente conferidas a la
Asamblea Legislativa.

De esa forma, del catálogo de atribuciones constitucio-
nales de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, no
se desprende competencia para legislar en materia de
responsabilidades de los servidores públicos del Distri-
to Federal. Sin embargo, como se razonó en el conside-
rando primero de la presente iniciativa, en el artículo
122, Apartado C, Base Primera, fracción V, inciso ñ), de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, se concede la facultad de presentar iniciativas de le-
yes o decretos en materias relativas al Distrito Federal
ante el Congreso de la Unión. Cabe referir que esa atri-
bución también se encuentra recogida en el artículo 42,
fracción VIII, del Estatuto de Gobierno del Distrito Fe-
deral.

De esa forma, resulta procedente que la iniciativa por
la cual se adiciona un segundo párrafo a la fracción II

de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servi-
dores Públicos sea sometida a consideración del Con-
greso de la Unión, pues es dicha soberanía la que tiene
la atribución de reformar la ley en cita conforme a los
lineamientos constitucionales analizados en el presen-
te punto.

III.2. Que el 27 de octubre de 2008 se publicó en la Ga-
ceta Oficial del Distrito Federal la Ley que regula el Uso
de Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Fe-
deral, que tiene los siguientes contenidos normativos
básicos:

• Armoniza los equipos y sistemas tecnológicos uti-
lizados por las instituciones de seguridad pública del
Distrito Federal, con la implementación del proyec-
to Plataforma México.

• Define conceptos que facilitan la comprensión, in-
terpretación y alcance de áreas de estadística y polí-
tica criminal de la Secretaría de Seguridad Pública y
de la Procuraduría General de Justicia del Distrito
Federal, en un esfuerzo por presentarlos con un len-
guaje sencillo, con el auxilio de técnicos especiali-
zados en tecnología de la información.

• Vincula a la población con tareas preventivas, con
el objetivo de formar una cultura de conocimiento y
preparación de hechos antisociales, y crea el registro
de equipos y sistemas tecnológicos, a cargo de la Se-
cretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal,
que posibilita un real control del uso de sistemas y
equipos.

• Se regulan los procesos de obtención, clasifica-
ción, análisis y custodia de la información, a través
de equipos o sistemas tecnológicos, por parte de la
Secretaría de Seguridad Pública del Distrito Federal,
permisionarios de servicios de seguridad privada y
particulares.

• A efecto de dar certeza a la información captada
con sistemas y equipos tecnológicos, se establece la
obligación de los servidores públicos que la obten-
gan, clasifiquen o analicen de atender la inviolabili-
dad e inalterabilidad de la información a través de un
documento denominado cadena de custodia.

• En congruencia con una política criminal integral
que abata la delincuencia por sus causas y factores



que la producen más que por sus efectos, la Ley que
Regula el Uso de Tecnología para la Seguridad Pú-
blica del Distrito Federal establece contenidos regu-
latorios para garantizar que las tareas que correspon-
den a los sectores de la sociedad sean debidamente
conducidos por la autoridades competentes; que la
formación de una cultura de prevención y autopro-
tección sea parte de la estrategia para incrementar la
percepción de seguridad; y que las herramientas tec-
nológicas sean aprovechadas cabalmente en un ejer-
cicio compartido de preparación entre gobernantes y
gobernados, para servir a la sociedad.

• La información obtenida con arreglo a esa ley ha-
rá prueba plena.

Así las cosas, el artículo 34 de la Ley que Regula el Uso de
Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal
establece que la información obtenida con arreglo a la mis-
ma hará prueba plena, salvo el caso en que, durante el
transcurso del procedimiento correspondiente, se acredite
que fue obtenida en contravención de alguna de sus dispo-
siciones, y señala que en todo caso el juzgador apreciará el
resultado de las pruebas de refutabilidad a que haya sido
sometida para determinar su alcance probatorio, conforme
a su transcripción:

“Artículo 34. La información obtenida con equipos y
sistemas tecnológicos a que hace referencia esta ley ha-
rá prueba plena, salvo el caso en que, durante el trans-
curso del procedimiento correspondiente, se acredite
que fue obtenida en contravención de alguna de las dis-
posiciones de la presente ley. En todo caso el juzgador
apreciará el resultado de las pruebas de refutabilidad a
que haya sido sometida para determinar su alcance pro-
batorio.

El valor de la prueba tendrá alcance pleno sólo en cuan-
to a los hechos y circunstancias objetivos que se des-
prendan de la probanza obtenida por la secretaría con el
uso de equipos o sistemas tecnológicos; para todas las
demás circunstancias, su alcance será indiciario.”

Ahora bien, el artículo 29 de la ley de referencia prevé que
la información obtenida con equipos o sistemas tecnológi-
cos en términos de la misma, constituye un medio de prue-
ba, entre otros, en los procedimientos administrativos se-
guidos en forma de juicio con los que tenga relación, como
se desprende de su transcripción:

“Artículo 29. La información obtenida con equipos o
sistemas tecnológicos obtenida en términos de esta ley
constituye un medio de prueba en los procedimientos
ministeriales y judiciales; de justicia para adolescentes;
y, administrativos, seguidos en forma de juicio, estable-
cidos en la normativa del Distrito Federal, con los que
tenga relación.”

De esa forma, es trascendente la iniciativa de reforma, di-
rigida al honorable Congreso de la Unión, que nos ocupa;
considerando que a través del procedimiento administrati-
vo disciplinario establecido en los artículos 64 y 65 de la
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públi-
cos se sancionan los servidores públicos del Distrito Fede-
ral que incurran en actos u omisiones que violenten las
obligaciones que les impone el artículo 47 de esa norma fe-
deral, además de que en muchas ocasiones el ejercicio de
esas funciones se realiza en la vía y espacios públicos, por
lo que su desempeño puede ser captado con equipos y sis-
temas tecnológicos; al tenor de lo cual, tomando en cuenta
la amplia cobertura de los sistemas y equipos tecnológicos
con que cuenta la Secretaría de Seguridad Pública del Dis-
trito Federal, se estará en posibilidad de realizar una mejor
y óptima aplicación de la ley que se propone reformar.

III.3. De un estudio exhaustivo a la iniciativa de reforma
dirigida al Congreso de la Unión para que, en ejercicio de
sus atribuciones como órgano legislativo del Distrito Fede-
ral, adicione un segundo párrafo a la fracción II del artículo
64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores
Públicos, a efecto de armonizarla con las disposiciones que
en materia de pruebas prevé la Ley que Regula el Uso de
Tecnología para la Seguridad Pública del Distrito Federal,
estas comisiones dictaminadoras concluyen que la misma
no invade la esfera federal, en virtud de que el artículo que
se propone adicionar sólo aplica a los servidores públicos
del Distrito Federal y no a los dependientes de alguno de
los poderes de la federación, conforme se dispuso en el ar-
tículo segundo transitorio del decreto de reformas publica-
das en el Diario Oficial de la Federación el 13 de marzo de
2002, que a la letra dice:

“Artículo segundo. Se derogan los Títulos Primero, por
lo que se refiere a la materia de responsabilidades ad-
ministrativas, Tercero y Cuarto de la Ley Federal de
Responsabilidades de los Servidores Públicos, única-
mente por lo que respecta al ámbito federal.

Las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades
de los Servidores Públicos seguirán aplicándose en dicha
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materia a los servidores públicos de los órganos Ejecutivo,
Legislativo y Judicial de carácter local del Distrito Fede-
ral.”

De esa forma, en la materia, la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos es
aplicable en la federación y la Ley Federal de Responsabi-
lidades de los Servidores Públicos regula el procedimiento
administrativo disciplinario contra las personas que des-
empeñan un empleo, cargo o comisión públicos en los ór-
ganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial locales del Distrito
Federal.

Como consecuencia de lo anterior, el artículo 64 de la Ley
Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos
que se propone al Congreso de la Unión adicionar en su
fracción II, no es aplicable a los trabajadores federales, por
lo que estas comisiones de análisis y estudio legislativo
concluyen que la propuesta que se hace no invade su esfe-
ra de competencia.

En mérito de lo expuesto y fundado la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal, IV Legislatura, acordó resolver y
se:

Resuelve

Único. La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, IV
Legislatura, aprueba la presentación de la iniciativa por la
que se adiciona un segundo párrafo a la fracción II del ar-
tículo 64 de la Ley Federal de Responsabilidades de los
Servidores Públicos, para quedar como sigue:

Artículo 64. …

I. ...

II. ...

Cuando en el procedimiento administrativo disciplina-
rio instaurado en contra de servidores públicos de los
órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial del Distrito
Federal, obren pruebas obtenidas por la Secretaría de
Seguridad Pública del Distrito Federal con equipos y
sistemas tecnológicos, las mismas se apreciarán y valo-
rarán en términos de la Ley que Regula el Uso de Tec-
nología para la Seguridad Pública del Distrito Federal.

III a IV. …”

Transitorios

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día si-
guiente al de su publicación en el Diario Oficial de la Fe-
deración.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones legales y ad-
ministrativas que se opongan a la presente reforma.

Recinto de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal, a 4 de di-
ciembre de 2008.— La mesa directiva, diputados: Humberto Morgan
Colón (rúbrica), presidente; Daniel Ordóñez Hernández (rúbrica), Car-
la Alejandra Sánchezarmas García, secretarios.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Comisión de la Función Pública de la Cámara de
Diputados.

ARTICULOS 26, 29, 73, 74 Y 76 
CONSTITUCIONALES - 

LEY REGLAMENTARIA DEL ARTICULO 28 BIS
CONSTITUCIONAL - 

LEY GENERAL DE PLANEACION - 
LEY ORGANICA DEL EJERCITO 

Y LA FUERZA AEREA MEXICANOS - 
LEY ORGANICA DE LA ARMADA DE MEXICO - 

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION 
PUBLICA FEDERAL - LEY ORGANICA DEL PODER

JUDICIAL DE LA FEDERACION - 
LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA

Y ACCESO A LA INFORMACION PUBLICA
GUBERNAMENTAL - LEY ORGANICA

DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
iniciativa con proyecto de decreto que reforma, adiciona y
deroga diversas disposiciones de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos; que expide la Ley Re-
glamentaria del artículo 28 Bis constitucional; reforma,
adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgáni-
ca del Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos, de la Ley Or-
gánica de la Armada de México, de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, de la Ley General de Pla-
neación, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Fede-
ración, de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la
Información Pública Gubernamental, y de la Ley Orgánica



del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
en nombre del diputado José Alfonso Suárez del Real y
Aguilera, del Grupo Parlamentario del PRD.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; expide la Ley Reglamentaria del Artículo 28
Bis Constitucional; y reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de las Leyes Orgánica del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos, Orgánica de la Armada de México, Or-
gánica de la Administración Pública Federal, General de
Planeación, Orgánica del Poder Judicial de la Federación,
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, y Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, suscrita por el diputado José
Alfonso Suárez del Real y Aguilera, del Grupo Parlamen-
tario del PRD

El suscrito, diputado federal a la LX Legislatura del Con-
greso de la Unión e integrante del Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en
los artículos 71, fracción II, 73, fracción XIV, 78, fracción
III, y 135 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos; 122, numeral 1, de la Ley Orgánica del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos; y 55,
fracción II, del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración del Congreso de la Unión iniciativa
con proyecto de decreto por el que se adicionan y reforman
los artículos 26, 29, 73, 74 y 76 de la Carta Magna; se crea
la Ley Reglamentaria del Artículo 28 Bis de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos; y se refor-
man, adicionan y derogan diversas disposiciones de los ar-
tículos 1o., 4o. y 5o. de la Ley General de Planeación, los
artículos 10, 11, 12, 14 y 16 de la Ley Orgánica del Ejérci-
to y la Fuerza Aérea Mexicanos, los artículos 2, fracciones
IV, V, VI y XV, 3, 5, 6, 7, 10, 15, 16, 63 y 70 de la Ley Or-
gánica de la Armada de México, y los artículos 6, 27, 29 y
30 de la Ley Orgánica de la Administración Pública Fede-
ral; se reforman los artículos 11 y 50 Bis de la Ley Orgáni-
ca del Poder Judicial de la Federación; se adiciona un artí-
culo 14 Bis y se reforma el artículo 15 de la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Guberna-
mental; y se adiciona un Título Sexto a la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, al te-
nor de la siguiente

Exposición de Motivos

Mucho se ha escrito sobre seguridad nacional, sin embar-
go, nuestro texto constitucional no contempla una defini-
ción del término. Lo hay de Seguridad Pública y éste, con-
tenido en el artículo 21 Constitucional, ha sido motivo de
varias reformas que tienden a perfeccionarlo y a fijar los lí-
mites que la propia sociedad está demandando. No obstan-
te, la propia Carta Magna proporciona claros parámetros
que nos sirven para establecer esta definición. Es nuestra
intención el establecimiento de un marco jurídico normati-
vo que cambie radicalmente el actual concepto de la Segu-
ridad Nacional, establezca nuevas relaciones entre los Po-
deres de la Unión en este ámbito, tales que contribuyan a
un verdadero equilibrio y se garantice, de esta manera, que
las decisiones que se tomen en torno a ella, lo serán en be-
neficio del país, de nuestras instituciones democráticas y
del estado de derecho. Como podemos observar en los si-
guientes artículos constitucionales, la Seguridad Nacional
tiene dos componentes: la seguridad interior y la seguridad
exterior de la nación.

Artículo 29. En los casos de invasión, perturbación
grave de la paz pública, o de cualquier otro que pon-
ga a la sociedad en grave peligro o conflicto, sola-
mente el Presidente de los Estados Unidos Mexicanos,
de acuerdo con los Titulares de las Secretarías de Esta-
do, los Departamentos Administrativos y la Procuradu-
ría General de la República y con aprobación del Con-
greso de la Unión, y, en los recesos de éste, de la
Comisión Permanente, podrá suspender en todo el país
o en lugar determinado las garantías que fuesen obstá-
culo para hacer frente, rápida y fácilmente a la situa-
ción; pero deberá hacerlo por un tiempo limitado, por
medio de prevenciones generales y sin que la suspen-
sión se contraiga a determinado individuo. Si la suspen-
sión tuviese lugar hallándose el Congreso reunido, éste
concederá las autorizaciones que estime necesarias para
que el Ejecutivo haga frente a la situación, pero si se ve-
rificase en tiempo de receso, se convocará sin demora al
Congreso para que las acuerde.

Artículo 31. Son obligaciones de los mexicanos:

…

II. Asistir en los días y horas designados por el Ayunta-
miento del lugar en que residan, para recibir instrucción
cívica y militar que los mantenga aptos en el ejercicio
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de los derechos de ciudadano, diestros en el manejo de
las armas, y conocedores de la disciplina militar;

III. Alistarse y servir en la Guardia Nacional, conforme
a la ley orgánica respectiva, para asegurar y defender
la independencia, el territorio, el honor, los derechos
e intereses de la Patria, así como la tranquilidad y el
orden interior; y

…

Artículo 35. Son prerrogativas del ciudadano:

…

IV. Tomar las armas en el Ejército o Guardia Nacional,
para la defensa de la República y de sus instituciones,
en los términos que prescriben las leyes; y

…

Artículo 36. Son obligaciones del ciudadano de la Re-
pública:

…

II. Alistarse en la Guardia Nacional;

…

Artículo 39. La soberanía nacional reside esencial y
originariamente en el pueblo. Todo poder público di-
mana del pueblo y se instituye para beneficio de és-
te. El pueblo tiene en todo tiempo el inalienable derecho
de alterar o modificar la forma de su gobierno.

Artículo 40. Es voluntad del pueblo mexicano consti-
tuirse en una República representativa, democrática,
federal, compuesta de Estados libres y soberanos en
todo lo concerniente a su régimen interior; pero uni-
dos en una federación establecida según los princi-
pios de esta ley fundamental.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

…

XII. Para declarar la guerra, en vista de los datos que le
presente el Ejecutivo.

…

XIV. Para levantar y sostener a las instituciones arma-
das de la Unión, a saber: Ejército, Marina de Guerra y
Fuerza Aérea Nacionales, y para reglamentar su organi-
zación y servicio.

XV. Para dar reglamentos con objeto de organizar, ar-
mar y disciplinar la Guardia Nacional, reservándose a
los ciudadanos que la forman, el nombramiento respec-
tivo de jefes y oficiales, y a los Estados la facultad de
instruirla conforme a la disciplina prescrita por dichos
reglamentos.

…

XXIX-M. Para expedir leyes en materia de seguri-
dad nacional, estableciendo los requisitos y límites a
las investigaciones correspondientes.

…

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presi-
dente, son las siguientes:

…

IV. Nombrar, con aprobación del Senado, los Coroneles
y demás oficiales superiores del Ejército, Armada y
Fuerza Aérea Nacionales, y los empleados superiores de
Hacienda.

V. Nombrar a los demás oficiales del Ejército, Armada
y Fuerza Aérea Nacionales, con arreglo a las leyes.

VI. Preservar la seguridad nacional, en los términos
de la ley respectiva, y disponer de la totalidad de la
Fuerza Armada permanente o sea del Ejército, de la
Armada y de la Fuerza Aérea para la seguridad in-
terior y defensa exterior de la Federación.

VII. Disponer de la Guardia Nacional para los mismos
objetos, en los términos que previene la fracción IV del
artículo 76.

VIII. Declarar la guerra en nombre de los Estados Uni-
dos Mexicanos, previa ley del Congreso de la Unión.

…



X. Dirigir la política exterior y celebrar tratados inter-
nacionales, así como terminar, denunciar, suspender,
modificar, enmendar, retirar reservas y formular decla-
raciones interpretativas sobre los mismos, sometiéndo-
los a la aprobación del Senado. En la conducción de tal
política, el titular del Poder Ejecutivo observará los si-
guientes principios normativos: la autodeterminación
de los pueblos; la no intervención; la solución pacífi-
ca de controversias; la proscripción de la amenaza o
el uso de la fuerza en las relaciones internacionales;
la igualdad jurídica de los Estados; la cooperación
internacional para el desarrollo; y la lucha por la paz
y la seguridad internacionales;

…

Artículo 119. Los Poderes de la Unión tienen el deber
de proteger a los Estados contra toda invasión o vio-
lencia exterior. En cada caso de sublevación o tras-
torno interior, les prestarán igual protección, siem-
pre que sean excitados por la Legislatura del Estado
o por su Ejecutivo, si aquélla no estuviere reunida.

…

La experiencia legislativa nos ha enseñado, no obstante
que el esquema de seguridad nacional que actualmente te-
nemos en México, resulta no sólo inoperante sino que se
constituye en sí mismo, como un grave riesgo para la se-
guridad nacional.

Preocupados por contribuir en el establecimiento de una
nueva relación entre los Poderes de la Unión, es que hemos
diseñado una nueva relación entre las instancias de seguri-
dad nacional, a partir no sólo de los principios fundamen-
tales consignados en el proyecto de nación elaborado por
nuestros Constituyentes sino en la observación de diversas
experiencias internacionales, que ha avivado en nuestro
ánimo el interés legítimo por gozar de la seguridad nacio-
nal no sólo como un derecho del ciudadano sino como una
obligación del Estado mexicano.

Por ello hemos dado forma a un nuevo artículo constitu-
cional, el 28 bis, en el cual se sistematizan los elementos
anteriores creando, al mismo tiempo, una nueva instancia
deliberativa, a nivel constitucional: el Consejo de Seguri-
dad Nacional, formado por representantes de los tres Pode-
res de la Unión, de manera equitativa y paritaria, cum-
pliendo con ello el mandato de los artículos 41 y 49 de
nuestra Carta Magna:

Artículo 41. El pueblo ejerce su soberanía por medio
de los Poderes de la Unión, en los casos de la compe-
tencia de éstos, y por los de los Estados, en lo que toca
a sus regímenes interiores, en los términos respectiva-
mente establecidos por la presente Constitución Federal
y las particulares de los Estados, las que en ningún caso
podrán contravenir las estipulaciones del Pacto Federal.

Artículo 49. El Supremo Poder de la Federación se
divide para su ejercicio en Legislativo, Ejecutivo y
Judicial.

No podrán reunirse dos o más de estos Poderes en una so-
la persona o corporación, ni depositarse el Legislativo en
un individuo, salvo en el caso de facultades extraordinarias
al Ejecutivo de la Unión, conforme a lo dispuesto en el ar-
tículo 29. En ningún otro caso, salvo lo dispuesto en el se-
gundo párrafo del artículo 131, se otorgarán facultades ex-
traordinarias para legislar.

Asimismo, en este nuevo artículo constitucional se estable-
ce que la evaluación de las políticas en materia de Seguri-
dad Nacional corresponde al Poder Legislativo, por lo cual
se introduce, al mismo tiempo, una fracción XIV-B al artí-
culo 73, facultando al Congreso para recibir los informes
que emita el Ejecutivo en uso de las facultades concedidas
por el artículo 89 fracción VI. Consecuentemente, las re-
formas que se plantean de los artículos 29 y 73, fracción
XIV, tienen el objeto fundamental de armonizar legislati-
vamente los principios antes planteados.

Específicamente, en el caso del artículo 29, nos atenemos
a lo establecido por Leandro Despouy, relator de la Orga-
nización de las Naciones Unidas, para determinar que “por
tratarse de un acto jurídico la declaración del Estado de Ex-
cepción debe ser motivada, es decir, debe contener, entre
otros elementos, una explicitación clara de los motivos por
los que se implanta… De esta suerte, en una situación de
paz y normalidad, el criterio que se impone es el goce de los
derechos humanos. Si, por el contrario, de lo que se trata es
de hacer frente a una situación de crisis… que sí constituye
un ‘peligro público’, que entrañe una amenaza grave para
el conjunto de la comunidad, entonces podrá declararse el
estado de excepción…”1

Por otro lado, partiendo de la naturaleza intrínseca del en-
rolamiento ciudadano en nuestras Fuerzas Armadas y del
tipo de encomiendas que se les atribuyen en el marco de un
Estado democrático, es que proponemos que sea la Cáma-
ra de Diputados la que ratifique los nombramientos presi-
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denciales de coroneles y demás jefes superiores del Ejérci-
to, Fuerza Aérea y Armada nacionales, a partir del princi-
pio de representación de la ciudadanía que ésta posee.

Por lo anterior proponemos la modificación del artículo 26
para establecer un efectivo mecanismo de participación ac-
tiva del Poder Legislativo en la planeación democrática y
que sea el Congreso de la Unión junto con el Poder Ejecu-
tivo quienes establezcan las bases de participación popular
en la elaboración del Plan Nacional de Desarrollo.

Adicionalmente, proponemos la creación de la Ley Regla-
mentaria del Artículo 28 Bis de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, que sustituiría la vigente
Ley de Seguridad Nacional, la cual se abrogaría. En este
texto legal se contempla la reglamentación de las atribu-
ciones que el artículo 28 bis otorga al nuevo Consejo de
Seguridad Nacional y se determina, según lo establecido
por la Organización de las Naciones Unidas en el Pacto In-
ternacional de los Derechos Civiles y Políticos que, en el
caso de la limitación de garantías individuales deben insti-
tuirse, a nivel nacional, reglas claras para su suspensión, en
casos de emergencia. Por ello definimos como amenaza
“todo acto o hecho que pueda representar un peligro para
la estabilidad y viabilidad del orden constitucional, las ins-
tituciones democráticas, la soberanía popular, la indepen-
dencia y el territorio nacionales” y, como peligro real e in-
minente para la Seguridad Nacional, la actualización de
estas amenazas.

En esta ley reglamentaria establecemos también que es fa-
cultad de la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional el
aprobar la Agenda Nacional de Riesgos, contando, para el
efecto, con la opinión del nuevo Consejo de Seguridad Na-
cional, conformado ahora como una instancia deliberativa
tripartita y paritaria, que tomará sus acuerdos por mayoría
simple de sus integrantes. Asimismo, se señala que el Con-
sejo de Seguridad Nacional contará con tres miembros del
Poder Ejecutivo, tres del Legislativo y tres del Judicial, en
el ánimo de hacer corresponsables a los tres Poderes de la
Unión en la toma de decisiones en una materia tan sensible
como lo es la de la seguridad nacional.

En este sentido, si bien el titular del Ejecutivo federal tiene
la facultad innegable de diseñar y aplicar las políticas en la
materia, éstas no podrán ser puestas en práctica sin la apro-
bación previa del Consejo de Seguridad Nacional, salvo en
casos de extrema urgencia, cuando podrá hacer frente a los
peligros reales e inminentes sin este requisito pero debien-
do informar a la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacio-

nal y al Congreso de la Unión de los motivos que genera-
ron estas acciones y sus resultados, ya que los principios fi-
losóficos en materia de equilibrio de poderes señalan que
es al Poder Legislativo, en el caso mexicano como repre-
sentantes de la ciudadanía y del Pacto Federal, al que co-
rresponde dar seguimiento de las políticas públicas imple-
mentadas para la defensa de la soberanía, el territorio, las
instituciones estatales y los derechos políticos y sociales de
la ciudadanía.

Señala Fortino Delgado:2

El equilibrio de poderes será, por tanto, un baluarte insus-
tituible de toda democracia, y exige también una intensa
interlocución con la sociedad, que deberá darse en la re-
presentatividad parlamentaria; los flujos de comunicación
deben ser directos y bastantes para hacerse oír en el Esta-
do…

Está ya reconocida la necesidad de la evaluación y control
legislativo de las políticas y acciones vinculadas con la Se-
guridad Nacional que emprenda el Poder Ejecutivo. Queda
así plasmado en la Ley de Seguridad Nacional sancionada
por el Congreso de la Unión y cumplimentada por el Eje-
cutivo, es así que la intención del legislador fue que este
Poder ejerciera facultades fiscalizadoras en la materia. Re-
sulta imprescindible, en el marco de la construcción de un
Estado social democrático y de Derecho, la implementa-
ción de políticas públicas que obliguen a la corresponsabi-
lidad, en materia de Seguridad Nacional, entre los Poderes
de la Unión, para lo cual, debe ser obligatorio para el Con-
sejo de Seguridad Nacional establecer una permanente co-
municación con el Congreso de la Unión, a través de la Co-
misión Bicamaral de Seguridad Nacional, para informar de
todas las acciones tomadas en respuesta a las amenazas
planteadas en la Agenda Nacional de Riesgos, así como la
realización de un informe final que comprenda desde el
momento de la detección de éstas, las acciones implemen-
tadas para contener las posibles situaciones de emergencia
y las políticas públicas que se proponen para evitar que és-
tas se presenten nuevamente.

Toda esta información debe ser evaluada por la propia Co-
misión de legisladores, quienes emitirán un juicio relativo
a la pertinencia de las medidas adoptadas. En este caso, no
podrían aducirse motivos de seguridad nacional para no ha-
cer del conocimiento de la Comisión toda esta información
ya que, los legisladores, la reciben como representantes de
la ciudadanía y garantes del pacto federal. Sin embargo, al
no existir en la Ley Orgánica del Congreso General de los



Estados Unidos Mexicanos disposición expresa respecto
de la Comisión a que nos referimos, es que, en la LX Le-
gislatura ha sido habilitada a partir de un Acuerdo tomado
en la Junta de Coordinación Política,3 el cual si bien no ca-
rece de legalidad, resta institucionalidad a sus trabajos.

Por lo anterior, resulta ineludible asumir la obligación que
nuestro marco legal nos impone e institucionalizar, en con-
secuencia, las acciones de la Comisión Bicamaral de Segu-
ridad Nacional, al tenor de lo que marca la ley reglamenta-
ria.

En el contexto de una fuerte polémica social y política ge-
nerada por la falta de institucionalidad e inefectividad del
Centro de Investigación y Seguridad Nacional, propone-
mos redireccionar el sentido de su existencia. Si bien coin-
cidimos en que el Estado Mexicano debe, ineludiblemente,
contar con órganos que efectúen labores de inteligencia,
consideramos también que éstas no pueden y no deben ser
conducidas por una entidad tan fuertemente cuestionada e
ilegítima. En este sentido, consideramos que las labores de
inteligencia desarrolladas por la Secretaría de la Defensa
Nacional, la Secretaría de Marina, la Secretaría de Seguri-
dad Pública, la Procuraduría General de la República y Pe-
tróleos Mexicanos así como las labores de diagnóstico y
prevención en materia de protección civil y de desastres
ambientales resulta suficiente con una deficiencia funda-
mental: no existe un órgano que reciba, analice e integre to-
da esta información.

Por ello, el ahora llamado “Centro de Investigación y Se-
guridad Nacional”, creado por la Ley de Seguridad Nacio-
nal, pasará a ser el Centro de Diagnóstico Integral de Se-
guridad Nacional, órgano desconcentrado de la Secretaría
de Gobernación, que funcionará como un área integradora
de la información generada por las instancias de seguridad
nacional y pública con facultades de investigación. Si bien
es cierto que las actividades del Centro cambian radical-
mente, también lo es que contará con facultades de inves-
tigación acotadas de mayor manera ya que, en los casos en
que se presenten peligros reales e inminentes para la segu-
ridad Nacional, el Centro podrá hacer uso de las facultades
de investigación que esta Ley le otorga. Asimismo, se esta-
blece la obligatoriedad para que, en el momento en que un
hecho concreto atente en contra de la Seguridad Nacional
y éste constituya presuntamente un delito, el Titular del
Ejecutivo, a través del funcionario que él designe, deberá
presentar la denuncia penal correspondiente, para que el
Ministerio Público tome las previsiones correspondientes.

Asimismo, en la iniciativa que proponemos se establece
que las instancias que pueden ser consideradas de seguri-
dad nacional son únicamente las que tienen la facultad le-
gal para desarrollar labores de inteligencia, disposición que
tiene por objeto determinar las características que deben
poseer estas instancias, debido a las importantes labores
que desenvuelven a favor de la preservación del Estado
mexicano.

Como un organismo encargado de coordinar las labores de
inteligencia, dentro del propio Consejo de Seguridad Na-
cional, se establece la creación del Comité Técnico Nacio-
nal de Inteligencia, conformado por aquellas instancias que
tienen facultades en esta materia, presidido por el Secreta-
rio de la Defensa Nacional agrupando al Secretario de Ma-
rina, al Secretario de Seguridad Pública, al Secretario de
Hacienda y Crédito Público, al Procurador General de la
República y al Director General del Centro de Diagnóstico
Integral de Seguridad Nacional. Este órgano del Consejo
de Seguridad Nacional será el encargado de constituir y di-
rigir una Red Nacional de Diagnóstico de Seguridad Na-
cional, que permitirá detectar y enfrentar cualquier riesgo a
lo largo del territorio nacional.

El Comité Técnico Nacional de Inteligencia tiene como ob-
jeto, el intercambio de la información generada a partir de
las labores de inteligencia que pudieran constituir una ame-
naza para la Seguridad Nacional. Esta información deberá
ser procesada por el propio Centro, encargado de elaborar
un diagnóstico preciso de la situación y de las mejores for-
mas de enfrentarlo para evitar que ésta pueda afectar la es-
tabilidad del Estado mexicano.

En cuanto hace a la Ley General de Planeación, se propo-
ne la modificación de los artículos 1o., 4o. y 5o., como ha
sido propuesto con anterioridad por nuestro Grupo Parla-
mentario, con el sentido de que el Congreso de la Unión
tenga un papel activo en la definición del Plan Nacional de
Desarrollo y, específicamente en la materia de Seguridad
Nacional, que la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacio-
nal apruebe la Agenda Nacional de Riesgos.

Respecto de las Leyes Orgánicas del Ejército y la Fuerza
Aérea Mexicanos y la de la Armada de México, considera-
mos que la definición del mando que ejerce el Presidente
de la República como “Mando Supremo” resulta del todo
anacrónica y sin fundamento en el marco de un efectivo
equilibrio de Poderes y la construcción de una democracia
eficaz, efectiva y operante. Por ello proponemos que se le
denomine como Mando Presidencial o Comandante Presi-
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dente. De la misma manera, se derogan las facultades atri-
buidas al Mando Presidencial, en ambos ordenamientos le-
gales, que entran en contradicción con las facultades otor-
gadas a la Cámara de Diputados y/o al Congreso de la
Unión por nuestra Constitución General ya desde los tex-
tos fundacionales del Estado Mexicano de 1824 y 1857.

En lo relativo y como parte de la armonización legislativa
correspondiente, se modifican los artículos 11 y 50 bis de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para
atribuir al Pleno de la Suprema Corte de Justicia la facul-
tad de designar a los dos ministros que formarán parte del
nuevo Consejo de Seguridad Nacional.

Por último, resulta indispensable señalar que, en el desen-
volvimiento de nuestras actividades legislativas, hemos si-
do testigos de cómo, partiendo de una falsa interpretación
de la Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental, las autoridades encargadas de
salvaguardar la información reservada sitúan en la misma
categoría a los legisladores que al público en general, sin
tomar en cuenta, el carácter sustantivo que les da su repre-
sentatividad. Esto sucede, de manera cotidiana, especial-
mente en las actividades que tienen que ver con la seguri-
dad nacional.

En este sentido, se nos ha impedido ejercer las facultades
que nuestro texto constitucional nos ha atribuido de mane-
ra expresa, para fiscalizar el gasto público en instancias co-
mo el Centro de Investigación y Seguridad Nacional, la Se-
cretaría de la Defensa Nacional, la Secretaría de Seguridad
Pública, sólo por poner algunos ejemplos.

Asimismo, ha sido imposible ejercer un efectivo control le-
gislativo, como la intención del legislador lo determinaba
en la formulación de la Ley de Seguridad Nacional, en es-
tas actividades, dado que las propias instancias invocan el
texto legal que hoy proponemos modificar, como un escu-
do infranqueable, imposible e intransitable.

Por ello, para reformar la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental, propone-
mos la introducción de un artículo 14 bis en el cual se esti-
pula, explícitamente, que la información reservada en la
materia debe ser entregada a los legisladores federales con
el fin último de desempeñar las atribuciones que constitu-
cionalmente les han sido encomendadas, como hemos for-
mulado en Iniciativas previamente presentadas ante esta
soberanía.

No obstante lo anterior, estamos convencidos que mucha
de esta información merece quedar resguardada del cono-
cimiento popular y mediático y que representaría un grave
riesgo para la Seguridad Nacional que fuera filtrada y uti-
lizada por agentes que pudieran lesionar la estabilidad del
Estado Mexicano. Es esta la razón de que, en ese mismo ar-
tículo, se establezca que los legisladores federales que ten-
gan acceso a esta información y que la hagan pública, se-
rán sujetos de responsabilidad y deberán ser sometidos a
procedimientos de desafuero, en términos de lo establecido
en el Título Cuarto de la Constitución Federal, y a que se
les finquen las responsabilidades administrativas, penales y
civiles que correspondan, según lo determinado en la le-
gislación aplicable en la materia.

Asimismo, es mi preocupación que, siendo el plazo máxi-
mo de reserva el de 12 años y el plazo de prescripción de
la promoción de causas de responsabilidad administrativa
para los servidores públicos en casos graves es de cinco
años, según lo establecido en la Ley Federal de Responsa-
bilidades Administrativas de los Servidores Públicos. Esto
quiere decir que, si dentro de la información reservada, de
manera indebida, se oculta información de la cual resultan
causas de responsabilidad entonces y debido a los plazos
antes mencionados, sería imposible fincarle responsabili-
dades al servidor público, generando un ámbito de impuni-
dad resguardado con el hálito de la seguridad nacional.

Por ello proponemos que el plazo de prescripción para las
causas de responsabilidad cuando la información haya sido
clasificada como reservada, sea contado a partir del mo-
mento en que ésta se haga pública.

Por todo lo anterior, congruente y comprometido en la
construcción de un estado social democrático de derecho,
someto a consideración del Congreso de la Unión la si-
guiente iniciativa con proyecto de

Decreto

Artículo Primero. Se reforman y adicionan los artículos
26, 29, 73, 74, 76 y 89 y se crea el artículo 28 bis de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

Artículo 26.

A. (…)



Los fines del proyecto nacional contenidos en esta Consti-
tución determinarán los objetivos de la planeación. La pla-
neación será democrática a través de una participación
activa del Congreso de la Unión. Mediante la participa-
ción de los diversos sectores sociales recogerá las aspira-
ciones y demandas de la sociedad para incorporarlas al
plan y los programas de desarrollo. Habrá un plan nacional
de desarrollo al que se sujetarán obligatoriamente los pro-
gramas de la Administración Pública Federal.

La ley facultará al Ejecutivo y al Congreso de la Unión
para que establezcan los procedimientos de participación y
consulta popular en el sistema nacional de planeación de-
mocrática, y los criterios para la formulación, instrumenta-
ción, control y evaluación del plan y los programas de des-
arrollo. Asimismo, determinarán los órganos responsables
del proceso de planeación y las bases para que el Ejecutivo
Federal y el Congreso de la Unión coordinen mediante
convenios con los gobiernos de las entidades federativas e
induzcan y concierten con los particulares las acciones a
realizar para su elaboración y ejecución.

En el sistema de planeación democrática, el Congreso de la
Unión tendrá la intervención que señale el artículo 73
constitucional y la ley.

B. (…)

Artículo 28 Bis. El Estado garantizará la seguridad na-
cional, entendida como:

1o. La Seguridad Exterior de la Nación, que es la de-
fensa de la independencia y el territorio nacionales,
y

2o. La Seguridad Interior de la Federación, que es la
preservación del orden constitucional, de las institu-
ciones democráticas y de la soberanía popular.

Se crea el Consejo de Seguridad Nacional, como una
instancia deliberativa, el cual aprobará las políticas del
Ejecutivo en la materia y que estará integrado de la si-
guiente manera:

1o. El titular del Ejecutivo Federal y dos secretarios
de Estado, en los siguientes términos:

a) Para la Seguridad Exterior de la Nación: el ti-
tular de la Secretaría de la Defensa Nacional y el
titular de la Secretaría de Marina.

b) Para la Seguridad Interior de la Federación: el
titular de la Secretaría de Gobernación y el titu-
lar de la Secretaría de Seguridad Pública.

2o. El Presidente y los dos secretarios de la Comisión
Bicamaral de Seguridad Nacional,

3o. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de
la Nación y dos ministros electos por el pleno para el
efecto.

La evaluación de las políticas en materia de seguridad
nacional corresponderá al Poder Legislativo, a través
de la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional, a la
que el Ejecutivo proporcionará toda la información que
requiera.

Artículo 29. En los casos de invasión o interrupción del
orden constitucional, solamente el Presidente de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, de acuerdo con el Consejo de Se-
guridad Nacional y con aprobación del Congreso de la
Unión, y, en los recesos de éste, de la Comisión Perma-
nente, podrá suspender en todo el país o en lugar determi-
nado las garantías que fuesen obstáculo para hacer frente
inmediatamente al hecho; pero deberá hacerlo por un
tiempo limitado, por medio de prevenciones generales y
sin que la suspensión se contraiga a determinado individuo.
Si la suspensión tuviese lugar hallándose el Congreso reu-
nido, éste concederá las autorizaciones que estime necesa-
rias para que el Ejecutivo haga frente al hecho, pero si se
verificase en tiempo de receso, se convocará sin demora al
Congreso para que las acuerde.

Artículo 73. El Congreso tiene facultad para

…

XIV. Para levantar y sostener a las instituciones armadas
de la Unión, a saber: Ejército, Armada y Fuerza Aérea
Nacionales, para reglamentar su organización y servicio.

XIV-B. Para recibir los informes sobre las acciones
que el Ejecutivo emprenda en uso de las facultades
concedidas por el artículo 89 fracción VI de esta
Constitución.

Artículo 74. Son facultades exclusivas de la Cámara de
Diputados:

(…)
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III. Proponer al Presidente de la República dos ter-
nas de ciudadanos mexicanos para designar a los Se-
cretarios de la Defensa Nacional y de Marina.

III-B. Ratificar los nombramientos presidenciales de
coroneles y demás jefes superiores del Ejército,
Fuerza Aérea y Armada Nacionales en los términos
que la ley disponga.

(…)

Artículo 76. Son facultades exclusivas del Senado:

(…)

II. Ratificar los nombramientos que el mismo funciona-
rio haga del Procurador General de la República, Minis-
tros, agentes diplomáticos, cónsules generales y emple-
ados superiores de Hacienda en los términos que la ley
disponga;

(…)

Artículo 89. Las facultades y obligaciones del Presidente,
son las siguientes:

(…)

IV. Nombrar, con aprobación del Senado, a los emplea-
dos superiores de Hacienda.

IV-B. Nombrar, con aprobación de la Cámara de Di-
putados, a los Coroneles y demás oficiales superiores
del Ejército, Armada y Fuerza Aérea Nacionales. Los
Secretarios de la Defensa Nacional y de Marina se-
rán nombrados por el Presidente de la República de
una terna propuesta por la Cámara de Diputados,
para cada uno de los casos.

(…)

VI. Diseñará y aplicará las políticas en materia de
Seguridad Nacional, previa aprobación del Consejo
de Seguridad Nacional.

Para preservar la Seguridad Nacional podrá dispo-
ner de la totalidad de la Fuerza Armada permanen-
te o sea del Ejército, de la Fuerza Aérea y de la Ar-
mada, en los términos de lo dispuesto en la ley
respectiva.

VI-B. Informar al Congreso de las acciones empren-
didas en uso de las facultades concedidas por el se-
gundo párrafo de la fracción anterior.

(…)

Artículo Segundo. Se crea la Ley Reglamentaria del Artí-
culo 28 Bis de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, para quedar en los siguientes términos:

Ley Reglamentaria del Artículo 28 Bis de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos

Artículo 1. Las disposiciones de la presente Ley son de or-
den público y de observancia general en todo el territorio
nacional.

La misma tiene por objeto establecer las bases de integra-
ción y acción coordinada de las instituciones y autoridades
encargadas de preservar la Seguridad Nacional, en sus res-
pectivos ámbitos de competencia; así como la forma y los
términos en que las autoridades de las entidades federativas
y los municipios colaborarán con la Federación en dicha ta-
rea y regular los instrumentos legítimos para fortalecer los
controles aplicables en la materia.

Artículo 2. Corresponde al Titular del Ejecutivo federal el
diseño y aplicación de las políticas en la materia, previa
aprobación del Consejo de Seguridad Nacional.

Artículo 3. Para efectos de esta Ley, por Seguridad Nacio-
nal se entiende:

1o. La Seguridad Exterior de la Nación, que es la de-
fensa de la independencia y el territorio nacionales, y

2o. La Seguridad Interior de la Federación, que es la
preservación del orden constitucional, de las institucio-
nes democráticas y de la soberanía popular.

Artículo 4. La Seguridad Nacional se rige por los princi-
pios de legalidad, responsabilidad, respeto a los derechos
humanos y garantías individuales y sociales, confidenciali-
dad, lealtad, transparencia, eficiencia, coordinación y coo-
peración.

Artículo 5. Para los efectos de la presente Ley, son ame-
nazas a la Seguridad Nacional todo acto o hecho que pue-
da representar un peligro para la estabilidad y viabilidad



del orden constitucional, las instituciones democráticas, la
soberanía popular, la independencia y el territorio naciona-
les.

Artículo 6. Para los efectos de la presente Ley, se entiende
por peligro real e inminente para la Seguridad Nacional, la
actualización de las amenazas a que se refiere el artículo
anterior y que constituyen una trasgresión del marco jurí-
dico nacional, concreta y presente, que pone en peligro a la
Seguridad Nacional y que requiere una respuesta inmedia-
ta por parte del Estado.

Artículo 7. Para los efectos de la presente Ley, se entiende
por:

I. Consejo: Consejo de Seguridad Nacional.

II. Instancias: Instituciones y autoridades que, en fun-
ción de sus atribuciones, participen directa o indirecta-
mente en la Seguridad Nacional.

III. Red: Red Nacional de Diagnóstico de Seguridad Na-
cional.

IV. Comité Técnico Nacional: al Comité Técnico Na-
cional de Investigación.

V. Centro: Centro de Diagnóstico Integral de Seguridad
Nacional, y

VI. Información reservada: la señalada en los artículos
13, 14 y 14 bis de la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental.

Artículo 8. En el Plan Nacional de Desarrollo y en el pro-
grama que de él derive, se definirán temas de Seguridad
Nacional.

La Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional aprobará la
Agenda Nacional de Riesgos contando con la opinión del
Consejo de Seguridad Nacional.

Artículo 9. A falta de previsión expresa en la presente Ley,
se estará a las siguientes reglas de supletoriedad:

I. Respecto del apoyo y coordinación entre instancias
federales, estatales, del Distrito Federal y municipales,
se estará a lo dispuesto en la Ley General del Sistema
Nacional de Seguridad Pública;

II. En lo relativo al régimen disciplinario de los servi-
dores públicos de las dependencias federales que parti-
cipen directa o indirectamente en la Seguridad Nacio-
nal, se aplicará la Ley Federal de Responsabilidades
Administrativas de los Servidores Públicos.

III. Con referencia al control judicial de la inteligencia
para la Seguridad Nacional, será aplicable en lo condu-
cente el Código Federal de Procedimientos Civiles y la
Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación;

IV. En materia de coadyuvancia y de intervención de co-
municaciones privadas, será aplicable el Código Federal
de Procedimientos Penales y la Ley Federal contra la
Delincuencia Organizada;

V. Por cuanto hace a la información reservada por moti-
vos de Seguridad Nacional, se estará a la Ley Federal de
Transparencia y Acceso a la Información Pública Gu-
bernamental, y

VI. Para el resto de los aspectos, se aplicarán los princi-
pios generales del derecho.

Título Segundo
De las Instancias Encargadas 

de la Seguridad Nacional

Capítulo I
Del Consejo de Seguridad Nacional

Artículo 10. Las instancias de Seguridad Nacional conta-
rán con la estructura, organización y recursos que determi-
nen las disposiciones que les den origen.

Las actividades propias de inteligencia para la Seguridad
Nacional cuyas características requieran de confidenciali-
dad y reserva para el éxito de las investigaciones serán nor-
madas presupuestalmente de manera específica por las de-
pendencias del Ejecutivo Federal que correspondan, de
acuerdo a su competencia.

En ningún caso y por ningún motivo, las dependencias, or-
ganismos y órganos desconcentrados de la Administración
Pública Federal que no desarrollen labores de inteligencia
podrán ser considerados como instancias de seguridad na-
cional.

Artículo 11. El personal de las instancias de Seguridad Na-
cional, acordará previamente a su ingreso con la institución
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contratante, la guarda de secreto y confidencialidad de la
información que conozcan en o con motivo de su función.

Artículo 12. Los titulares de las instituciones de Seguridad
Nacional, deben reunir los requisitos siguientes:

I. Ser mexicano por nacimiento;

II. Tener por lo menos 30 años cumplidos;

III. Acreditar la capacidad y experiencia para el desem-
peño de la función;

IV. No haber sido objeto de recomendaciones por parte
de los organismos públicos de Derechos Humanos.;

V. No estar procesado, ni haber sido condenado por de-
lito doloso.

Artículo 13. Para la coordinación de las acciones de las
instancias federales orientadas a preservar la Seguridad
Nacional, el Ejecutivo podrá determinar lo conducente.

Artículo 14. El Consejo de Seguridad Nacional es una ins-
tancia deliberativa, tripartita y paritaria, que estará integra-
do de la siguiente manera:

1o. El titular del Ejecutivo Federal y dos secretarios de
Estado, en los siguientes términos:

a) Para la Seguridad Exterior de la Nación: el titular
de la Secretaría de la Defensa Nacional y el titular de
la Secretaría de Marina.

b) Para la Seguridad Interior: el titular de la Secreta-
ría de Gobernación y el titular de la Secretaría de Se-
guridad Pública.

2o. El Presidente y los dos secretarios de la Comisión
Bicamaral de Seguridad Nacional,

3o. El Presidente de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación y dos ministros electos por el pleno para el
efecto.

Los integrantes del Consejo no podrán nombrar suplente y
la asistencia a sus reuniones es obligatoria para todos ellos.

El Consejo contará con un Secretario Técnico, que será
nombrado por el Consejo y dependerá directamente de él.

Contará con un presupuesto asignado en el Presupuesto de
Egresos de la Federación. Éste no será integrante del Con-
sejo.

Artículo 15. Son facultades y atribuciones del Consejo de
Seguridad Nacional, las siguientes:

I. Aprobar las políticas que diseñe el Titular del Ejecuti-
vo federal en materia de Seguridad Nacional;

II. Emitir opinión respecto de la Agenda Nacional de
Riesgos y el Programa de Seguridad Nacional;

III. Aprobar los programas de cooperación internaciona-
les en materia de Seguridad;

IV. Autorizar al Centro la consulta a expertos, instancias
académicas y de investigación;

V. Únicamente en los casos de invasión o interrupción del
orden constitucional acordar, junto con el Presidente de
los Estados Unidos Mexicanos, la solicitud al Congreso
de la Unión y, en los recesos de éste, a su Comisión Per-
manente, la suspensión de garantías constitucionales en
todo el país o en lugar determinado.

Todos los acuerdos que se tomen en el Consejo, lo serán
por mayoría simple de votos de sus integrantes.

Artículo 16. El Titular del Ejecutivo diseñará y aplicará las
políticas en materia de Seguridad Nacional, previa aproba-
ción del Consejo, para lo cual deberá:

I. Integrar y coordinar los esfuerzos orientados a preser-
var la Seguridad Nacional;

II. Proponer al Consejo, los lineamientos que permitan
el establecimiento de políticas generales para la Seguri-
dad Nacional;

III. Proponer al Consejo y a la Comisión Bicamaral de
Seguridad Nacional, el proyecto del Programa para la
Seguridad Nacional y la definición anual de la Agenda
Nacional de Riesgos;

IV. Evaluar periódicamente el Programa de Seguridad
Nacional y realizar el seguimiento de la Agenda Nacio-
nal de Riesgos;



V. Proponer al Consejo programas de cooperación inter-
nacional;

VI. Tomar las medidas necesarias para la Seguridad Na-
cional, dentro del marco de atribuciones previsto en la
presente Ley y en otros ordenamientos aplicables;

VII. Acordar, de acuerdo con la Comisión Bicamaral de
Seguridad Nacional, los procesos de clasificación y des-
clasificación de información en materia de Seguridad
Nacional, y

VIII. Los demás que establezcan las leyes.

Artículo 17. El Secretario Técnico del Consejo tendrá a su
cargo las siguientes funciones:

I. Elaborar y certificar los acuerdos que se tomen en el
Consejo, llevando su archivo y el de los instrumentos
jurídicos que se generen en el seno del mismo;

II. Realizar las acciones necesarias para la debida ejecu-
ción y seguimiento de los acuerdos del Consejo;

III. Elaborar los informes de actividades que ordene el
Consejo; y

IV. Solicitar la información necesaria a las dependencias
federales para la Seguridad Nacional que requiera ex-
plícitamente el Consejo.

Artículo 18. El Consejo se reunirá, al menos, una vez ca-
da dos meses, excepto cuando, al presentarse una situación
de emergencia, el Titular del Ejecutivo lo convoque, de
manera extraordinaria.

Artículo 19. Las reuniones del Consejo serán de carácter
reservado. Para un mejor conocimiento por parte de sus
miembros de los asuntos que se sometan a su competencia,
podrán asistir a ellas los funcionarios o servidores públicos
que determine el Consejo.

Las actas y documentos que se generen en las sesiones del
Consejo son reservados, y su divulgación se considerará
como causa de responsabilidad, conforme lo establezcan
las leyes.

Previa autorización del Consejo, también se podrán reali-
zar consultas a expertos, instituciones académicas y de in-

vestigación en las materias relacionadas con la Seguridad
Nacional.

Artículo 20. Para la coordinación de las labores de inves-
tigación, se crea el Comité Técnico Nacional de Investiga-
ción. Se integrará con

I. El Secretario de la Defensa Nacional, quien lo presi-
dirá;

II. El Secretario de Marina;

III. El Secretario de Seguridad Pública;

IV. El Secretario de Hacienda y Crédito Público;

V. El Procurador General de la República; y

VI. El Director General del Centro.

Las reuniones del Comité Técnico Nacional de Investiga-
ción serán bimensuales y tendrán por objeto el intercambio
de la información obtenida por las actividades de investi-
gación y que constituya una amenaza para la Seguridad
Nacional. Esta información deberá ser procesada por el
Centro, independientemente del seguimiento que de ésta,
haga cada una de las instancias.

Capítulo II
Del Centro de Diagnóstico 

Integral de Seguridad Nacional

Artículo 21. El Centro de Diagnóstico Integral de Seguri-
dad Nacional es un órgano administrativo desconcentrado
de la Secretaría de Gobernación, con autonomía técnica,
operativa y de gasto, adscrito directamente al Titular de di-
cha Secretaría.

Artículo 22. Son funciones del Centro:

I. Realizar un diagnóstico integral de los hechos que pu-
dieran constituir amenazas o peligros para la Seguridad
Nacional, para lo cual funcionará como integrador de la
información generada por todas las instancias de seguri-
dad nacional.

II. Procesar la información que generen sus investiga-
ciones, determinar su tendencia, valor, significado e in-
terpretación específica y formular las conclusiones que
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se deriven de las evaluaciones correspondientes, con el
propósito de presentarlos a las instancias encargadas de
salvaguardar la seguridad del país;

III. Preparar estudios de carácter político, económico y
social que sean necesarios para alertar sobre las amena-
zas y peligros a la Seguridad Nacional;

IV. Coadyuvar en la elaboración de los lineamientos ge-
nerales del plan estratégico y la Agenda Nacional de
Riesgos.

V. Proponer medidas de prevención, disuasión, conten-
ción y desactivación de amenazas y peligros que pre-
tendan vulnerar el territorio, la soberanía, las institucio-
nes nacionales o el Estado de Derecho;

VI. Establecer cooperación interinstitucional con las di-
versas dependencias de la Administración Pública Fede-
ral, autoridades federales, de las entidades federativas y
municipales o delegacionales, para la realización de los
diagnósticos correspondientes.

VII. Proponer al Titular del Ejecutivo, para su aproba-
ción por el Consejo, el establecimiento de sistemas de
cooperación internacional, con el objeto de identificar
posibles riesgos y amenazas a la soberanía y seguridad
nacionales;

VIII. Proponer al Consejo el contenido del Programa
para la Seguridad Nacional;

IX. Prestar auxilio técnico a cualquiera de las instancias
de gobierno conforme a los acuerdos que se adopten en
el Consejo; y

X. Las demás que le confiera la ley o le señale el Con-
sejo.

Capítulo III
Estatuto del Personal del Centro

Artículo 23. Los mecanismos y las reglas para la selec-
ción, ingreso, nombramiento, capacitación, promoción y
profesionalización del personal del Centro, se regirán por
el Estatuto Laboral que al efecto expida el Presidente de la
República. En éste se garantizarán los mecanismos de ca-
pacitación y promoción para la seguridad laboral, así como
los estímulos requeridos para un servicio confiable, profe-
sional y de calidad por parte del personal del Centro.

Artículo 24. Todas las funciones que desempeñen los ser-
vidores públicos del Centro, serán consideradas de con-
fianza y están obligados a mantener reserva de la informa-
ción y de los asuntos a los que tengan acceso, por la
naturaleza de sus funciones.

Artículo 25. Los servidores públicos del Centro estarán su-
jetos a los mecanismos de control de confiabilidad que de-
termine el Estatuto.

Capítulo IV
De la Coordinación para la 

Seguridad Nacional

Artículo 26. En la aplicación de la presente Ley y las me-
didas de coordinación que establece, se mantendrá el res-
peto a las atribuciones de las instancias que participen. El
Centro recibirá, analizará e integrará toda la información
que generen las instancias de seguridad nacional.

Artículo 27. Cuando un hecho concreto que atente en con-
tra de la Seguridad Nacional constituya a su vez presunta-
mente un delito, el Titular del Ejecutivo, a través del fun-
cionario que él designe, estará obligado a presentar la
denuncia correspondiente, sin perjuicio de seguir ejercien-
do las facultades que tengan en la esfera de su competen-
cia, para realizar los diagnósticos respectivos para prevenir
y evitar amenazas, con independencia de las que le corres-
pondan al Ministerio Público.

Artículo 28. En los términos y ámbitos de competencia
que para las instancias prevé el Título Sexto de la presente
Ley, el Titular del Ejecutivo Federal celebrará convenios
de colaboración generales y específicos para coordinar las
acciones en materia de Seguridad Nacional con autorida-
des estatales y municipales y otras entidades de la Admi-
nistración Pública Federal, de lo cual deberá informar a la
Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional.

En el mismo sentido y para establecer los términos y line-
amientos que orienten el ejercicio de las atribuciones que
le confiere la presente Ley, celebrará Bases de Colabora-
ción con las dependencias de la Administración Pública Fe-
deral que resulten competentes.

En materia de procuración de Justicia, el Centro será auxi-
liar del Ministerio Público de la Federación y prestará co-
operación, apoyo técnico y tecnológico, intercambio de in-
formación sobre delincuencia organizada y las demás
acciones legales que se acuerden en el Consejo, observan-



do en todo momento respeto a las formalidades legales, los
derechos humanos y las garantías individuales.

Artículo 29. Con independencia de los mecanismos de co-
ordinación que se establezcan, cuando se presenten peli-
gros reales e inminentes para la Seguridad Nacional las ins-
tancias, los organismos constitucionalmente autónomos y
las instituciones de seguridad de las entidades federativas,
proporcionarán de manera inmediata la cooperación e in-
formación que se les solicite, a fin de que el Titular del Eje-
cutivo federal pueda actuar según lo establecido en la frac-
ción VI del artículo 89 constitucional y lo dispuesto en esta
Ley.

Artículo 30. Las instancias establecerán una Red Nacional
de Diagnóstico de Seguridad Nacional, que sirva como ins-
trumento de apoyo en el proceso de toma de decisiones.

En la formación y operación de la Red, así como en la ins-
trumentación de las políticas, programas y acciones rela-
cionadas con la Seguridad Nacional, se integrará al esfuer-
zo de la Federación, el de las entidades federativas y los
municipios, a través del Titular del Ejecutivo Federal, me-
diante convenios de colaboración que se celebrarán con-
forme a lo establecido por el Título Sexto de la presente
Ley.

Artículo 31. Los integrantes del Consejo, podrán solicitar
a los distintos órganos de gobierno y a los organismos
constitucionalmente autónomos, la información necesaria
para el cumplimiento de las atribuciones que le otorga esta
ley.

Título Tercero
De la Inteligencia para la Seguridad Nacional

Capítulo I
De la Información y la Inteligencia

Artículo 32. Se entiende por inteligencia el conocimiento
obtenido a partir de la recolección y procesamiento de in-
formación, para la toma de decisiones en materia de Segu-
ridad Nacional. Estas acciones deberán ser realizadas úni-
camente por las instancias autorizadas y en ningún caso
deberán ser transferidas, encargadas, contratadas o subcon-
tratadas con empresas privadas o particulares.

Artículo 33. La información sólo podrá ser recabada, com-
pilada y procesada con fines de Seguridad Nacional por las
instancias autorizadas.

Artículo 34. Al ejercer atribuciones propias de la produc-
ción de inteligencia, las instancias gozarán de autonomía
técnica y podrán hacer uso de cualquier método de reco-
lección de información autorizado legalmente, sin afectar
en ningún caso las garantías individuales ni los derechos
humanos.

Artículo 35. Para los efectos de esta Ley se entiende por
contrainteligencia a las medidas de protección de las ins-
tancias en contra de actos lesivos e ilegales, así como a las
acciones orientadas a disuadir o contrarrestar su comisión.

Capítulo II
De las Intervenciones de Comunicaciones

Sección I
De la Solicitud

Artículo 36. En los casos de peligro real e inminente a los
que se refiere el artículo 6 de esta Ley, el Gobierno Mexi-
cano podrá hacer uso de los recursos que legalmente se en-
cuentren a su alcance, incluyendo la información anónima.

Artículo 37. De conformidad con lo dispuesto por el artí-
culo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el Centro deberá solicitar en los términos y su-
puestos previstos por el artículo 36 de la presente Ley, au-
torización judicial para efectuar intervenciones de comuni-
caciones privadas en materia de Seguridad Nacional. En
estos casos, el Centro deberá hacer del conocimiento del
Ministerio Público federal los hechos que constituyan un
delito, para que éste tome las previsiones correspondientes.

Se entiende por intervención de comunicaciones la toma,
escucha, monitoreo, grabación o registro, que hace una ins-
tancia autorizada, de comunicaciones privadas de cualquier
tipo y por cualquier medio, aparato o tecnología.

Artículo 38. La solicitud a que se refiere el artículo ante-
rior sólo procederá cuando se esté en uno de los supuestos
que se contemplan en el artículo 6 de la presente Ley. En
ningún otro caso podrá autorizarse al Centro la interven-
ción de comunicaciones privadas.

El Poder Judicial de la Federación, de acuerdo con su ley
orgánica, determinará los juzgados que deban conocer de
las solicitudes que en materia de Seguridad Nacional se
presenten para intervenir comunicaciones privadas.
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Artículo 39. Los procedimientos judiciales que se instau-
ren para autorizar las solicitudes de intervención en mate-
ria de Seguridad Nacional no tendrán naturaleza conten-
ciosa y sus constancias procesales carecerán de valor
probatorio en procedimientos judiciales o administrativos.

Cuando el Centro coopere en las actividades de procura-
ción de justicia, las intervenciones de comunicaciones pri-
vadas en las que se preste auxilio técnico tendrán naturale-
za distinta a las reguladas por este Capítulo y se ajustarán
a los requisitos y formalidades que establezca el Código
Federal de Procedimientos Penales y la Ley Federal contra
la Delincuencia Organizada.

Sección II
Del Procedimiento

Artículo 40. El procedimiento tiene carácter reservado,
por lo que las solicitudes se registrarán en un libro de go-
bierno especial que se manejará por el personal que para tal
efecto designe el juez. No se permitirá el acceso a los ex-
pedientes a persona alguna, salvo al secretario del juzgado
y a quien se autorice por escrito por parte del juez.

Artículo 41. La solicitud a que se refiere el artículo 37, de-
be contener:

I. Una descripción detallada de los hechos y situaciones
que representen algún peligro real e inminente para la
Seguridad Nacional en los términos del artículo 6 de es-
ta Ley. Deberá contener los datos de las personas que se
considere como probables responsables y estos datos
deberán ser puestos a disposición del Ministerio Públi-
co federal para que presente la denuncia penal corres-
pondiente.

Dicha descripción omitirá datos de identificación de perso-
nas, lugares o cosas cuya difusión indebida, ponga en ries-
go su seguridad o la investigación en curso.

No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, los datos
de identificación omitidos en la solicitud, serán presen-
tados en un sobre cerrado, relacionado con la solicitud
que acompaña, el cual será debidamente identificado y
señalado por el juez mediante acuerdo reservado que re-
caiga a la solicitud. El expediente que se forma con es-
te motivo, se manejará en sigilo y se guardará en el se-
creto del juzgado;

II. Las consideraciones que motivaran la solicitud, y

III. El lapso de vigencia de la autorización que se soli-
cita.

Artículo 42. Una vez presentada la solicitud, el juez debe
proporcionar acuse de recibo y emitir dentro de las veinti-
cuatro horas contadas a partir de la solicitud, una resolu-
ción fundada y motivada en la que puede otorgar o negar la
autorización solicitada.

En caso de negarla, el juez señalará los motivos de su ne-
gativa y los requisitos que deben cubrirse para la proce-
dencia de ésta.

La intervención puede aplicarse a comunicaciones y emi-
siones privadas, realizadas por cualquier medio de trans-
misión, conocido o por conocerse, o entre presentes, inclu-
yendo la grabación de imágenes privadas.

Artículo 43. El juez, al emitir la resolución que autorice la
medida solicitada, en todo caso deberá precisar:

I. Los datos de identificación del expediente en que se
actúa;

II. El tipo de actividad que autoriza;

III. El lapso durante el cual se autoriza la medida;

IV. En caso necesario, la autorización expresa para ins-
talar o remover cualquier instrumento o medio de inter-
vención, y

V. Cualquier apreciación que el juez considere necesa-
ria.

Artículo 44. La ejecución de las intervenciones en materia
de Seguridad Nacional, en términos de lo señalado en los
artículos 36 y 37 de esta Ley están a cargo del Centro. El
control lo deberá realizar el juez que autorizó la interven-
ción, pudiendo fincar responsabilidades penales en caso de
que los investigadores del Centro se excedan en el uso de
las facultades concedidas por vía judicial.

Artículo 45. Los datos que se obtengan de las actividades
autorizadas mediante resolución judicial será información
reservada que sólo podrá conocer el Director General del
Centro, el Titular del Ejecutivo federal, el Consejo de Se-
guridad Nacional, la Comisión Bicamaral de Seguridad
Nacional y los jueces federales competentes.



Sección III
De la Vigencia de la Autorización

Artículo 46. Las intervenciones se autorizarán por un lap-
so no mayor de noventa días naturales. Como casos de ex-
cepción debidamente justificados, el juez podrá autorizar
prórroga a dicho plazo; hasta por un periodo igual al de la
autorización original.

Artículo 47. La solicitud de prórroga se someterá al pro-
cedimiento a que se refiere la Sección II del presente Capí-
tulo, y en ella se deberán especificar las consideraciones
que justifiquen que la intervención continúa siendo necesa-
ria para investigar un peligro real e inminente a la Seguri-
dad Nacional. En la descripción de los hechos que motiven
la prórroga se aplicará lo dispuesto en la fracción I del ar-
tículo 41 de esta ley.

Sección IV
De las Obligaciones

Artículo 48. El personal del juzgado referido en el artícu-
lo 40 está obligado a mantener secreto del contenido de las
solicitudes y resoluciones de autorización, así como aque-
lla información generada por la aplicación de las mismas,
de la que llegaren a tener conocimiento.

Artículo 49. Las empresas concesionarias que provean o
presten servicios de comunicación de cualquier tipo, están
obligadas a conceder todas las facilidades y acatar las re-
soluciones por las que se autoricen las actividades en ma-
teria del presente título.

De la misma manera, en el caso de las instituciones fede-
rales, estatales, del Distrito Federal y municipales, estarán
obligadas a otorgar y facilitar el desarrollo de estas activi-
dades, previa autorización judicial.

Artículo 50. Toda información que se obtenga por medio
de las actividades materia del presente Capítulo es parte de
la información del Centro, por lo que su destino final será
determinado por el Consejo. Las personas que participen en
las diligencias de intervención de comunicaciones, excepto
el personal instruido para ello por el Director General del
Centro, se abstendrán de obtener o guardar original o copia
de la información obtenida a través de tales medidas.

Artículo 51. La información y los materiales de cualquier
especie que sean producto de una intervención de comuni-
caciones privadas autorizadas conforme a las disposiciones

de este Capítulo, tendrán invariablemente el carácter de re-
servados. Su difusión no autorizada implicará responsabi-
lidad en los términos de la presente Ley, sin perjuicio de lo
dispuesto en otros ordenamientos legales aplicables.

Sección V
De los Casos de Urgencia

Artículo 52. En casos de excepción, existan indicios de
que pueda consumarse un peligro real e inminente y el
cumplimiento del procedimiento establecido en la Sección
II del presente Capítulo ponga en riesgo la Seguridad Na-
cional, el juez, por la urgencia, podrá autorizar de inme-
diato la medida que se requiera, sin menoscabo de las res-
ponsabilidades civiles, administrativas o penales que
resulten de dicha autorización. La pertinencia de esta soli-
citud deberá ser evaluada, posteriormente, por la Comisión
Bicamaral de Seguridad Nacional.

Capítulo III
Del Acceso a la Información en materia 

de Seguridad Nacional

Artículo 53. Cada instancia es responsable de la adminis-
tración y protección de la información que genere o custo-
die, en los términos de la Ley Federal de Transparencia y
Acceso a la Información Pública Gubernamental y la pre-
sente Ley.

Artículo 54. Además de la información que satisfaga los
criterios establecidos en la legislación general aplicable, es
información reservada por motivos de Seguridad Nacional: 

I. Aquella cuya aplicación implique la revelación de
normas, procedimientos, métodos, fuentes, especifica-
ciones técnicas, tecnología o equipo útiles a la genera-
ción de inteligencia para la Seguridad Nacional, sin im-
portar la naturaleza o el origen de los documentos que la
consignen, o

II. Aquella cuya revelación pueda ser utilizada para ac-
tualizar o potenciar una amenaza.

El encargado de determinar si la información es reservada
por motivos de Seguridad Nacional será el Titular del Eje-
cutivo Federal, de acuerdo con la Comisión Bicamaral de
Seguridad Nacional.

Artículo 55. La publicación de información no reservada,
generada o custodiada por el Centro, se realizará invaria-
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blemente con apego al principio de la información guber-
namental.

Artículo 56. Los servidores públicos que laboren en las
instancias que integren el Consejo o en el Centro, así como
cualquier otro servidor público o cualquier persona que se
le conceda acceso a la información relacionada con la Se-
guridad Nacional, deberán otorgar por escrito un compro-
miso de confidencialidad que observarán en todo tiempo,
aún después de que hayan cesado en el cargo en razón del
cual se les otorgó el acceso, pudiendo ser objeto de res-
ponsabilidad administrativa, civil o penal, de acuerdo con
la legislación en la materia y lo establecido en la presente
ley.

Artículo 57. La persona que por algún motivo participe o
tenga conocimiento de productos, fuentes, métodos, medi-
das u operaciones de inteligencia, registros o información
derivados de las acciones previstas en la presente Ley, de-
be abstenerse de difundirlo por cualquier medio y adoptar
las medidas necesarias para evitar que lleguen a tener pu-
blicidad.

Artículo 58. Corresponde al Centro definir las medidas de
protección, destrucción, códigos de seguridad en las comu-
nicaciones y demás aspectos necesarios para el resguardo
de la información que se genere con motivo de sus investi-
gaciones en materia de seguridad nacional.

Título Cuarto
Del Control Legislativo

Capítulo Único

Artículo 59. Las políticas y acciones vinculadas con la Se-
guridad Nacional estarán sujetas a la evaluación del Poder
Legislativo Federal, por conducto exclusivo de la Comi-
sión Bicamaral de Seguridad Nacional, que se integrará por
tres senadores y tres diputados.

La presidencia de la Comisión será rotativa, anual y recae-
rá alternadamente en un senador y un diputado.

Artículo 60. La Comisión Bicamaral tendrá las siguientes
atribuciones:

I. Solicitar informes concretos al Centro, cuando se dis-
cuta una ley o se estudie un asunto concerniente a su ra-
mo o actividades;

II. Aprobar el proyecto anual de la Agenda Nacional de
Riesgos y el Programa de Seguridad Nacional;

III. Emitir opinión respecto al Proyecto de Presupuesto
de Egresos de la Federación en materia de Seguridad
Nacional;

IV. Conocer de los informes a que hace referencia el ar-
tículo 61 de esta Ley;

V. Conocer los reportes de actividades que le envíe el
Director General del Centro;

VI. Conocer los informes generales de cumplimiento de
las directrices que dé por escrito el Titular del Ejecutivo
Federal al Director General del Centro;

VII. Aprobar los Acuerdos de Cooperación internacio-
nales que establezca el Centro y las acciones que se re-
alicen en cumplimiento de esos acuerdos;

VIII. Conocer de los acuerdos de colaboración que se
establezcan entre los poderes y los órganos de gobierno
de las entidades federativas y municipales, así como
aquellos celebrados entre las diferentes instancias admi-
nistrativas del gobierno federal;

IX. Requerir al Centro y a las instancias correspondien-
tes los resultados de las revisiones, auditorías y procedi-
mientos que se practiquen a dicha institución;

X. Enviar al Consejo cualquier recomendación que con-
sidere apropiada,

XI. Evaluar la pertinencia de los procedimientos ex-
traordinarios ejecutados en uso de las facultades conce-
didas por el artículo 52 de esta Ley;

XII. De acuerdo con el Titular del Ejecutivo Federal, de-
terminar la reserva de información por motivos de se-
guridad nacional, y

XIII. Las demás que le otorguen otras disposiciones le-
gales.

Artículo 61. Los informes y documentos que se entregue
deberán contener toda la información necesaria para que
los legisladores puedan realizar su función evaluatoria.



El titular del Ejecutivo federal debe entregar a esta Comi-
sión Bicamaral la información reservada así como la infor-
mación reservada por razones de seguridad nacional, con
toda prontitud y oportunidad.

Artículo 62. Los legisladores integrantes de la Comisión
Bicamaral deberán resguardar y proteger la información y
documentación que se les proporcione, evitando su uso in-
debido, sin que pueda ser difundida o referida. En caso
contrario, serán causa de responsabilidad en términos de la
legislación en la materia.

Título Quinto
De la Protección de los Derechos de las Personas

Capítulo Único

Artículo 63. Los servidores públicos cuyas áreas estén re-
lacionadas con la Seguridad Nacional, orientarán, con base
en los principios previstos en el artículo 4o., el desempeño
de sus funciones, preservando los de legalidad, responsabi-
lidad, respeto a los derechos humanos y garantías indivi-
duales y sociales que deben cumplir en términos de las dis-
posiciones legales que regulan al servicio público.

Artículo 64. Fuera de los casos y condiciones previstos por
esta ley, ninguna persona estará obligada a proporcionar in-
formación a los servidores públicos adscritos al Centro.

Artículo 65. Los datos personales de los sujetos que pro-
porcionen información, serán confidenciales.

Artículo 66. En ningún caso se divulgará información re-
servada que, a pesar de no tener vinculación con amenazas
a la Seguridad Nacional o con acciones o procedimientos
preventivos de las mismas, lesiones la privacidad, la digni-
dad de las personas o revelen datos personales.

Título Sexto
De la Cooperación de las Instancias Estatales, 

del Distrito Federal y Municipales

Capítulo Único

Artículo 67. La cooperación de los poderes y órganos de
gobierno de las entidades federativas en la función de ga-
rantizar la Seguridad Nacional se establecerá para:

I. Aportar cualquier información del orden estatal, del
Distrito Federal y municipal a la Red;

II. Colaborar con las autoridades federales previstas en
esta Ley, a fin de lograr una coordinación efectiva y
oportuna de políticas, acciones y programas;

III. Celebrar convenios de colaboración generales y es-
pecíficos que deriven de la presente ley, y

IV. Promover la participación de los municipios en las
políticas, acciones y programas.

Artículo 68. Los gobiernos de las entidades federativas, en
el ejercicio de las atribuciones que les correspondan por
virtud de lo previsto en el presente Título, en ningún caso
estarán facultados para causar actos de molestia o de cual-
quier naturaleza que afecten la esfera jurídica de los parti-
culares.

Artículo 69. En la regulación y el ejercicio de las atribu-
ciones que conforme al presente Título les correspondan a
las entidades federativas, se observará puntualmente lo
previsto por los artículos 117, 118 y 119 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Artículo 70. El resguardo, protección y vigilancia de las
instalaciones estratégicas del país corresponde a la Federa-
ción, que se coordinará con las instituciones de los estados,
del Distrito Federal y los municipios para garantizar la se-
guridad perimetral y el apoyo operativo, en caso necesario,
de acuerdo con lo establecido en la Ley General del Siste-
ma Nacional de Seguridad Pública.

El Ejecutivo federal constituirá un Grupo Interinstitucional
para las Instalaciones Estratégicas, encargado de coordinar
las acciones en la materia.

Artículo Tercero. Se reforman los artículos 1o., 4o. y 5o.
de la Ley General de Planeación, para quedar como sigue:

Artículo 1o. …

I. a III. …

IV. Las bases para promover y garantizar la participa-
ción democrática del Congreso de la Unión en la ela-
boración del plan y los programas a que se refiere esta
ley. Para ello, consultará a los diversos grupos sociales
así como de los pueblos y comunidades indígenas, a tra-
vés de sus representantes y autoridades, y
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Artículo 4o. Es responsabilidad del Ejecutivo federal con-
ducir la planeación nacional del desarrollo con la partici-
pación democrática del Congreso de la Unión, de confor-
midad con lo dispuesto en la presente ley.

Artículo 5o. El Ejecutivo federal, al tomar posesión co-
mo Presidente de la República, remitirá el proyecto del
plan al Congreso de la Unión dentro de los primeros
nueve meses de su administración, para su examen, mo-
dificación y aprobación. En el ejercicio de sus atribu-
ciones constitucionales y legales, el Congreso de la
Unión después de recibir el plan deberá aprobar éste
antes del 15 de diciembre del mismo año en que lo reci-
bió.

El Congreso de la Unión, previo a la aprobación o mo-
dificación, según sea el caso, del proyecto de plan, me-
diante convocatorias consultará a los grupos sociales a
que se refiere el artículo 20 de la presente ley, quienes
participarán en la planeación democrática. El resultado
de la consulta será referencia obligada para la revisión
y en su caso, aprobación o modificación del plan.

Asimismo, el Congreso de la Unión formulará las ob-
servaciones que estime pertinentes durante la ejecución
del propio plan.

En materia de Seguridad Nacional, la Comisión Bica-
maral de Seguridad Nacional aprobará la Agenda Na-
cional de Riesgos contando con la opinión del Consejo
de Seguridad Nacional.

Artículo Cuarto. Se reforman los artículos 10, 11, 12, 14
y 16 de la Ley Orgánica del Ejército y la Fuerza Aérea Me-
xicanos, para quedar como sigue:

Artículo 10. El Ejército y Fuerza Aérea Mexicanos con-
forman una organización que realiza sus operaciones me-
diante una estructura jerárquica que comprende los si-
guientes niveles de mando:

I. Mando Presidencial;

II. …

Artículo 11. El mando presidencial del Ejército y Fuerza
Aérea Mexicanos, corresponde al presidente de la Repúbli-
ca, quien lo ejercerá por sí o a través del Secretario de la
Defensa Nacional; para el efecto, durante su mandato se le

denominará Comandante Presidente de las Fuerzas Ar-
madas.

Artículo 12. Cuando se trate de operaciones militares en
las que participen elementos de más de una Fuerza Arma-
da o de la salida de tropas fuera del Territorio Nacional, el
Presidente de la República ejercerá su Mando (…) por con-
ducto de la autoridad militar que juzgue pertinente.

Artículo 14. Son facultades del Mando Presidencial:

…

VIII. Se deroga.

IX. Se deroga.

Artículo 16. El Alto Mando del Ejército y Fuerza Aérea lo
ejercerá el Secretario de la Defensa Nacional, el cual será
un ciudadano o ciudadana mexicano, hijo de padres me-
xicanos, designado por el Presidente de la República, de
una terna propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo Quinto. Se reforman los artículos 2, fracciones
IV, V, VI y XV, 3, 5, 6, 7, 10, 15, 16, 63 y 70 de la Ley Or-
gánica de la Armada de México.

Artículo 2. Son atribuciones de la Armada de México, las
siguientes:

…

IV. Proteger el tráfico marítimo, fluvial y lacustre, en el
área de jurisdicción federal y donde el Mando Presi-
dencial lo ordene y, en coordinación con otras autorida-
des competentes mediante convenios, establecer por
instrucción del Mando Presidencial las áreas de control
al mismo, incluidos los respectivos espacios aéreos;

V. Salvaguardar la vida humana en la mar y en las aguas
interiores, mediante operaciones de búsqueda, rescate y
salvamento en las aguas marinas nacionales e interna-
cionales y en todas aquellas en las que el Mando Presi-
dencial lo ordene;

VI. Proteger instalaciones estratégicas del país en su área
de jurisdicción y donde el Mando Presidencial lo ordene;

…



XV. Las demás que le señalen las disposiciones aplica-
bles y le encomiende el Mando Presidencial.

Artículo 3. La Armada de México ejecutará sus atribucio-
nes por sí o conjuntamente con el Ejército y Fuerza Aérea
o en coadyuvancia con las dependencias del Ejecutivo Fe-
deral, cuando lo ordene el Mando Presidencial o cuando
las circunstancias así lo requieran.

Artículo 5. La Armada de México, para el cumplimiento
de su misión, ejercicio de sus atribuciones y desarrollo de
sus operaciones navales, comprende los siguientes niveles
de Mando:

I. Mando Presidencial;

II. Alto Mando;

III. Mandos Superiores en Jefe;

IV. Mandos Superiores; y

V. Mandos Subordinados.

El Presidente de la República es el Comandante Presi-
dente de las Fuerzas Armadas. Para efectos de esta Ley se
le reconocerá como Mando Presidencial de la Armada de
México.

Artículo 6. Son atribuciones y obligaciones del Mando
Presidencial las siguientes:

…

V. Se deroga.

…

Artículo 7. El Alto Mando lo ejercerá el Secretario de Ma-
rina y será responsable ante el Mando Presidencial del
desempeño de las atribuciones siguientes:

…

VI. Proponer al Mando Presidencial la designación de
los mandos superiores en Jefe y designar al Jefe del Es-
tado Mayor General de la Armada, así como a los man-
dos superiores y mandos subordinados;

VIII. Las demás que establecen las leyes, reglamentos,
así como las que le encomiende el Mando Presidencial.

El Alto Mando de la Armada de México lo ejercerá
el Secretario de Marina, el cual será un ciudadano o
ciudadana mexicano, hijo de padres mexicanos, de-
signado por el Presidente de la República, de una
terna propuesta por la Cámara de Diputados.

Artículo 10. Los mandos pueden ser

I. Titulares, los designados con este carácter por el Man-
do Presidencial o Alto Mando y quienes lo ejerzan se-
rán de la milicia permanente;

…

Artículo 15. Las regiones navales son áreas geoestratégi-
cas que agrupan a zonas, sectores, subsectores y apostade-
ros navales. Serán determinadas por el Congreso, de con-
formidad con el artículo 73 fracción XIV de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

…

Artículo 16. Las zonas navales son las áreas geográfico-
marítimas determinadas por el Mando Presidencial, que
agrupan a sectores, subsectores y apostaderos navales,
fuerzas adscritas, incorporadas y destacadas, así como uni-
dades y establecimientos que se encuentran dentro de su ju-
risdicción.

…

Artículo 63. Los ascensos de Capitán de Navío hasta Al-
mirante serán conferidos de acuerdo a lo establecido en la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y
en la Ley de Ascensos de la Armada.

Para tal efecto, el Alto Mando propondrá al Mando Presi-
dencial el personal que reúna los requisitos para ascender,
y le informará de las vacantes que existan para cada jerar-
quía para que éste proceda conforme a lo establecido en
la fracción III-B del artículo 74 constitucional.

Artículo 70. Para los efectos de ratificación de los nom-
bramientos de Capitán de Navío hasta Almirante, a que se
refiere la Constitución Política de los Estados Unidos Me-
xicanos, el Alto Mando remitirá la documentación corres-
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pondiente a la Cámara de Diputados o a la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión, por conducto de la Se-
cretaría de Gobernación.

Artículo Sexto. Se deroga el artículo 6o. y se reforman los
artículos 27, 29 y 30 de la Ley Orgánica de la Administra-
ción Pública Federal, para quedar como sigue:

Artículo 6o. Se deroga.

Artículo 27. A la Secretaría de Gobernación corresponde
el despacho de los siguientes asuntos:

(…)

XXXIX. Coordinar la Red Nacional de Diagnóstico
de Seguridad Nacional, a través del Centro de Diag-
nóstico Integral de Seguridad Nacional.

(…)

Artículo 29. A la Secretaría de la Defensa Nacional co-
rresponde el despacho de los siguientes asuntos:

I. Ejecutar las disposiciones legales en materia de or-
ganización y administración que las autoridades
competentes determinen, y preparar al Ejército y la
Fuerza Aérea.

II. Ejecutar las disposiciones legales en materia de
organización que las autoridades competentes deter-
minen y preparar el servicio militar nacional.

III. Ejecutar las disposiciones legales en materia de
organización que las autoridades competentes deter-
minen para las reservas del Ejército y de la Fuerza Aé-
rea, e impartirles la instrucción técnica militar corres-
pondiente.

…

Artículo 30. A la Secretaría de Marina corresponde el des-
pacho de los siguientes asuntos:

I. Ejecutar las disposiciones legales en materia de or-
ganización y administración que las autoridades
competentes determinen, y preparar la Armada.

(…)

Artículo Séptimo. Se reforman los artículos 11 y 50 Bis de
la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, para
quedar como sigue:

Artículo 11. El Pleno de la Suprema Corte de Justicia ve-
lará en todo momento por la autonomía de los órganos del
Poder Judicial de la Federación y por la independencia de
sus miembros, y tendrá las siguientes atribuciones:

(…)

XXII. Designar a los dos ministros que formarán
parte, junto con el Presidente, de la Comisión Bica-
maral de Seguridad Nacional, en términos de lo pre-
visto en el artículo 28 Bis de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos;

XXIII. Las demás que determinen las leyes.

Artículo 50 Bis. En materia federal, la autorización para
intervenir de comunicaciones privadas, será otorgada de
conformidad con la Ley Federal en materia de Delincuen-
cia Organizada y con la Ley Reglamentaria del artículo
28 bis constitucional respectivamente.

Artículo Octavo. Se adiciona un artículo 14 bis y se refor-
ma el artículo 15 de la Ley Federal de Transparencia y Ac-
ceso a la Información Pública Gubernamental, para quedar
como sigue:

Artículo 14 Bis. Las disposiciones contenidas en los ar-
tículos 13 y 14 de esta Ley, relativas al carácter reser-
vado de la información no serán aplicables a los legisla-
dores federales, en el desempeño de sus atribuciones
constitucionales y legales. Su difusión al público será
causa de responsabilidad en términos de lo establecido
en el Título Cuarto constitucional así como de la legis-
lación aplicable en la materia.

Artículo 15. La información clasificada como reservada
según los artículos 13 y 14, podrá permanecer con tal ca-
rácter hasta por un periodo de doce años. Esta información
podrá ser desclasificada cuando se extingan las causas que
dieron origen a su clasificación o cuando haya transcurrido
el periodo de reserva. La disponibilidad de esa información
será sin perjuicio de lo que, al respecto, establezcan otras
leyes. Para efecto de establecer causas de responsabili-
dad de los funcionarios públicos en términos de la le-
gislación aplicable en la materia, el término de pres-



cripción comenzará a correr a partir del momento en
que la información sea desclasificada o haya transcu-
rrido el período de reserva.

(…)

Artículo Noveno. Se adiciona un Título Sexto a la Ley Or-
gánica del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, para quedar como sigue:

Título Sexto
De la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional

Capítulo Único

Artículo 136.

1. Para el control y evaluación de las políticas y accio-
nes vinculadas con la Seguridad Nacional, se constituye
la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional. En el
ámbito legislativo, esta Comisión tiene el carácter de
ordinaria, por lo cual quedan a su cargo las tareas de
dictamen legislativo, de información y de control eva-
luatorio conforme a lo dispuesto por el artículo 93 cons-
titucional.

2. La Comisión estará integrada por tres senadores y
tres diputados. La Presidencia de la Comisión será ro-
tativa anual y recaerá alternadamente en un senador y
en un diputado.

3. Los miembros de esta Comisión serán electos por el
pleno de cada Cámara a propuesta de las respectivas
juntas de Coordinación Política.

Artículo 137.

La Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional tendrá,
además, las atribuciones que le otorga la Ley Regla-
mentaria del Artículo 28 Bis de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos y las demás que le
otorgue otras disposiciones legales.

Artículo 138.

La Comisión Bicamaral deberá resguardar y proteger
la información y documentación que se le proporcione,
evitando su uso indebido, sin que pueda ser difundida o
referida. En caso contrario, será causa de responsabili-

dad administrativa, civil o penal, de conformidad con la
legislación en la materia.

Transitorios

Artículo Primero. El presente decreto entrará en vigor el
día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la
Federación.

Artículo Segundo. Se abroga la Ley de Seguridad Nacio-
nal, publicada el 31 de enero de 2005 en el Diario Oficial
de la Federación.

Artículo Tercero. El Consejo de Seguridad Nacional de-
berá quedar instalado y celebrar su primera reunión duran-
te los treinta días naturales siguientes al inicio de la vigen-
cia de la Ley Reglamentaria del Artículo 28 Bis de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
Asimismo, el Comité Técnico Nacional de Investigación
contará con un plazo no mayor a los cuarenta y cinco días
naturales para su instalación.

Artículo Cuarto. El Ejecutivo Federal expedirá y publica-
rá el Reglamento de la Ley Reglamentaria del Artículo 28
Bis de la Constitución Política, dentro de los siguientes se-
senta días naturales a la entrada en vigor de la presente, por
lo cual se deroga el Reglamento de la Ley de Seguridad
Nacional y el Reglamento para la Coordinación de Accio-
nes Ejecutivas en materia de Seguridad Nacional, vigentes.

Artículo Quinto. El Titular del Ejecutivo Federal expedi-
rá el Estatuto Laboral del Centro, dentro de los siguientes
noventa días naturales a la entrada en vigor de la Ley Re-
glamentaria del Artículo 28 Bis de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos, el cual deberá ser publi-
cado en el Diario Oficial de la Federación, para surtir ple-
nos efectos.

Artículo Sexto. El Ejecutivo Federal dispondrá las medi-
das presupuestarias necesarias para el cumplimiento de la
Ley Reglamentaria del Artículo 28 Bis de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, en el ejercicio
presupuestal vigente, medidas que deberán ser incluidas en
el Proyecto de Presupuesto de Egresos de la Federación del
siguiente ejercicio fiscal, para su aprobación por la Cáma-
ra de Diputados.

Artículo Séptimo. La autonomía de gasto que el artículo
21 que la Ley Reglamentaria del Artículo 28 Bis de la
Constitución Política establece para el Centro de Diagnós-

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009129



Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados130

tico Integral de Seguridad Nacional en el ejercicio de su
presupuesto, se definirá en el reglamento de esta Ley, en
los términos de las disposiciones presupuestarias aplica-
bles.

Artículo Octavo. El Poder Judicial de la Federación deter-
minará los juzgados a que se refiere el segundo párrafo del
artículo 37, dentro de los cuarenta y cinco días naturales si-
guientes a la entrada en vigor de la Ley Reglamentaria del
Artículo 28 Bis de la Constitución Política.

Artículo Noveno. Respecto de la información clasificada
como reservada con anterioridad a la entrada en vigor de
este decreto, los legisladores federales podrán solicitarla a
las instancias responsables de su salvaguarda, de manera
expresa, por escrito y bajo los términos y condiciones que
se establecen en este decreto.

Notas:

1 Despouy, Leandro. Derechos humanos y estados de excepción.

2 Delgado Carrillo, Fortino, “El equilibrio de poderes”, en Valadés,
Diego; y Gutiérrez Rivas, Rodrigo (coordinadores), Democracia y go-
bernabilidad, memoria del cuarto Congreso nacional de derecho cons-
titucional, www.bibliojuridica.org.

3 Acuerdo de la Junta de Coordinación Política por el que se designan
los diputados que representarán la LX Legislatura en la Comisión Bi-
camaral de Seguridad Nacional, dado en el Palacio Legislativo el 23 de
octubre de 2006; y acuerdo por el que se designan los senadores que
integrarán la Comisión Bicamaral de Seguridad Nacional, jueves 9 de
noviembre de 2006, publicado en la Gaceta Parlamentaria número 16,
primer año de ejercicio, primer periodo ordinario.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión, a 7 de enero de 2009.— Diputado José Al-
fonso Suárez del Real y Aguilera (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a las Comisiones Unidas de Puntos Constitucionales, y
de Gobernación, de la Cámara de Diputados.

LEY GENERAL DE SALUD

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra la diputada Lariza Montiel Luis, en nombre del di-

putado Ector Jaime Ramírez Barba, del Grupo Parlamenta-
rio de Acción Nacional, para presentar iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma, adiciona y deroga diversas
disposiciones de la Ley General de Salud, en materia de
trasplantes y donación de órganos.

La diputada Lariza Montiel Luis: Gracias.

Honorable asamblea, es un hecho que el avance de la cien-
cia nos abruma con su velocidad. Recientemente se ha
anunciado el primer trasplante de cara. Lo que hasta hace
pocos años podría considerarse como producto de la cien-
cia ficción, hoy es una realidad.

Lamentablemente la ley no avanza a tal velocidad y en oca-
siones, incluso, se convierte en una limitante para aprove-
char los enormes progresos que la ciencia tiene que ofrecer,
tal es el caso del ordenamiento que rige a nuestro país en
materia de salud, que en diversas ocasiones se ha modifi-
cado, intentando mejorar la regulación sobre trasplantes y
donación de órganos y tejidos.

Lamentablemente muchas de esas reformas en lugar de co-
adyuvar han obstaculizado las acciones correspondientes
para su autorización y realización, de modo que nuestra ta-
rea es perfeccionar el marco jurídico con el fin de fortale-
cer la cultura de la donación y facilitar los procedimientos
de los trasplantes.

Para Acción Nacional este tema es de principal importan-
cia; forma parte de la plataforma política legislativa que
hemos registrado en su momento, y es la razón por la cual
se ha impulsado desde esta bancada su estudio y promo-
ción.

La mayoría de los legisladores que signan la presente ini-
ciativa han promovido a su vez esfuerzos particulares, pe-
ro se han sumado en esta propuesta a partir de una multi-
plicidad de razones. Entre las principales encontramos la
urgencia de que nuestro país encuentre un reflejo real entre
la gente que está a favor de la donación, que supera 70 por
ciento de la población y las personas que de ello se benefi-
ciarían.

Un trasplante de órganos exitoso procura bienestar físico a
las personas, les permite ejercer sus capacidades de mane-
ra cercana a lo normal y en ocasiones, plenamente. Esto les
permite, además, reincorporarse a la vida social, laboral y
productiva.



Por otro lado, la protección y el acrecentamiento de los va-
lores que coadyuven a la conservación y disfrute de condi-
ciones de salud son también finalidades del derecho a la
protección de la salud en los términos que ha promulgado
la Organización Mundial, y que se encuentran previstos en
nuestra Constitución.

En el fenómeno del trasplante, esta finalidad se refiere al
altruismo y solidaridad de aquellos que voluntaria, respon-
sable y explícitamente deciden donar alguno de sus órga-
nos para restaurar otra vida.

En México, a pesar de la sistematización existente median-
te el Centro Nacional de Trasplantes y el Registro Nacional
de Trasplantes, existe una larga lista de espera y un notorio
subregistro de las necesidades. Puntos esenciales en los
que debemos trabajar como país.

Por obviedad de tiempo y debido a lo extenso, complejo y
técnico del tema, no abundaré en mayores especificacio-
nes. Sin embargo, creo importante mencionar que este es-
fuerzo conjunto busca, por un lado, fomentar y facilitar los
procedimientos de la donación y el trasplante de órganos,
sin que por ello se pretenda descuidar la voluntad del do-
nador o su familia, y mucho menos la seguridad con que se
deben llevar a cabo estas intervenciones.

Es importante señalar particularmente el trabajo de los di-
putados Octavio Vargas Landeros y Victorio Rubén Mon-
talvo Rojas; de las diputadas Lorena Martínez Rodríguez y
Mayra Gisela Peñuelas Acuña; del senador Guillermo
Tamborrel Suárez; del presidente de la Comisión de Salud
en el senado, Ernesto Saro Boardman; y por supuesto del
diputado presidente de la Comisión de Salud de la Cámara
de Diputados, Ector Jaime Ramírez Barba, quien tuvo la per-
cepción correcta al buscar conjuntar los esfuerzos desde to-
dos los puntos de vista para crear una reforma viable y que
sobre todo sea de ayuda para la salud de los mexicanos.

Compañeros legisladores, éstas son las razones por las que
se promueve la iniciativa con proyecto de decreto que re-
forma, adiciona y deroga diversas disposiciones de la Ley
General de Salud, en materia de trasplantes y donación de
órganos, que hoy presento en nombre de diversos diputa-
dos y senadores de los grupos parlamentarios que forman
este Congreso.

Solicito atentamente a la Presidencia que se considere co-
mo Cámara de origen a la de Diputados, e igualmente que
el presente documento, así como la exposición de motivos

de la iniciativa, sean publicados en el Diario de los Deba-
tes. Es cuanto.

«Iniciativa que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud, en materia de tras-
plantes y donación de órganos, a cargo de la diputada La-
riza Montiel Luis, en nombre del diputado Ector Jaime
Ramírez Barba, del Grupo Parlamentario del PAN

Los suscritos, Lariza Montiel Luis, en nombre de Ector
Jaime Ramírez Barba, Guillermo Enrique Marcos Tambo-
rrel Suárez, Juan Abad de Jesús, Ernesto Saro Boardman,
Lorena Martínez Rodríguez, Fernando Enrique Mayans
Canabal, Francisco Javier Calzada Vázquez, Victorio Mon-
talvo Rojas, Gerardo Octavio Vargas Landeros, Mayra Gi-
sela Peñuelas Acuña, Adriana Rebeca Vieyra Olivares, Da-
niel Dehesa Mora, Margarita Arenas Guzmán, María
Mercedes Corral Aguilar, Ángel Humberto García Reyes,
Beatriz Eugenia García Reyes, Yolanda Mercedes Gar-
mendia Hernández, Jorge Quintero Bello, José Ignacio Al-
berto Rubio Chávez, María Gloria Guadalupe Valenzuela
García, legisladores en la LX Legislatura del Congreso de
la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos
71, fracción II, y 72 de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, y demás relati-
vos y aplicables del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a consideración de esta honorable asamblea la
presente iniciativa con proyecto de decreto que reforma di-
versas disposiciones de la Ley General de Salud en mate-
ria de trasplantes y donación de órganos al tenor de la si-
guiente

Exposición de Motivos

La iniciativa que sometemos a su consideración es el re-
sultado del trabajo conjunto de legisladores de diversos
grupos parlamentarios que coincidimos en nuestra preocu-
pación por fomentar una cultura de la donación de órganos
en nuestro país ya que este tipo de procedimientos signifi-
ca la única esperanza para una mejor calidad de vida de mi-
les de mexicanos, derivado de dicha inquietud, algunos de
los legisladores que hemos suscrito la presente han presen-
tado iniciativas que vale la pena mencionar como antece-
dente directo de la que hoy se presenta.

Antecedentes

En febrero de 2007, el diputado Gerardo Octavio Vargas
Landeros, del Grupo Parlamentario del PRI, presentó una
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iniciativa que proponía, entre otras cosas, que el Centro
Nacional de Transplantes otorgara permisos provisionales,
por única vez, para actos de disposición de órganos, tejidos
y células a establecimientos de salud.

También el diputado Victorio Rubén Montalvo Rojas, del
Grupo Parlamentario del PRD, presentó en marzo de 2007
una iniciativa en la que propone que en caso de donación
de órganos y tejidos o ambos, no se requerirá el consenti-
miento del o la cónyuge, el concubinario, la concubina, los
descendientes, los ascendientes, los hermanos, el adoptado
o el adoptante, cuando el donante hubiere fallecido a con-
secuencia del enfrentamiento con elementos policiales o al
intentar evadirse de manera violenta de su captura por la
comisión de un delito grave. En el caso de los cadáveres
que se desconozca su identidad serán considerados como
donadores de órganos y tejidos. En ambos casos deberán
intervenir las autoridades sanitarias y las ordenadas por las
judiciales o por el Ministerio Público para su extracción.

El 2 de octubre de 2007, el senador Guillermo Enrique
Marcos Tamborrel Suárez presentó una iniciativa que bus-
caba facilitar los procedimientos y mecanismos para la do-
nación y el trasplante así como brindar seguridad a los do-
nantes y sus familias sobre el destino correcto de la
donación.

Asimismo, la diputada Lorena Martínez Rodríguez, tam-
bién del Grupo Parlamentario del PRI presentó en abril de
2008 dos iniciativas. Una en la que proponía el consenti-
miento tácito del donante cuando no haya manifestado su
negativa a que su cuerpo o componentes sean utilizados pa-
ra trasplantes, siempre y cuando no se obtenga la negativa
expresa del cónyuge, pareja permanente, concubino, as-
cendiente o descendiente consanguíneo en línea directa,
adoptante o adoptado, y que en ausencia de estas personas,
se solicite autorización para practicar la extracción al juez
de lo civil con competencia territorial en el lugar de la ex-
tracción, quien deberá expedirla dentro de las 6 horas de
producido el deceso. Esta iniciativa fue turnada a la Comi-
sión de Salud y está pendiente de resolución.

La otra iniciativa de la diputada Lorena Martínez Rodrí-
guez propone crear el Instituto Nacional de Transplantes en
sustitución del actual Centro Nacional de Transplantes con
el objetivo hacer frente a la actual transición epidemiológi-
ca y, en particular, al déficit de transplantes. Esta iniciativa
fue turnada a la Comisión de Salud con opinión de la Co-
misión de Presupuesto y Cuenta Pública, y también se en-
cuentra pendiente de dictamen.

Con el mismo espíritu de la iniciativa del diputado Montal-
vo Rojas, el diputado Calzada Vázquez del PRD, buscaba en
su iniciativa que las personas que fallezcan como resultado
de su participación en actividades de la delincuencia organi-
zada serán sujetos de donación de órganos y tejidos.

Resulta pues evidente que el tema de mejorar y facilitar la
donación de órganos y tejidos para trasplantes es una ma-
teria susceptible de mejoras, por lo que todos los promo-
ventes citados, así como otros preocupados por promover
una cultura de la donación en el país, hemos coincidido en
un trabajo carente de sesgos partidistas que pretende refor-
mar diversas disposiciones de la Ley General de Salud en
materia de donación y trasplante de órganos.

Consideraciones

El articulo 73 en su fracción XVI faculta al Congreso de la
Unión para dictar leyes en materia de salubridad general, lo
que aunado al derecho de la protección a la salud que se es-
tablece en el artículo cuarto párrafo tercero de nuestra Car-
ta Magna, otorga un fundamento constitucional a la pre-
sente iniciativa.

El derecho a la protección de la salud fue reconocido en
1983 por el artículo 4o. constitucional al ser adicionado es-
te párrafo con motivo de su tercera reforma. Posteriormen-
te, la Ley General de Salud, de 1984, desarrolló las finali-
dades de este derecho fundamental, que se encuentran
estrechamente asociadas al fenómeno del transplante de ór-
ganos, dado que, como lo señala la Constitución de la Or-
ganización Mundial de la Salud, se entiende por salud a un
estado de completo bienestar físico, mental y social y no
sólo la ausencia de enfermedad, dando así una visión inte-
gral del concepto.

De este modo el transplante exitoso de un órgano procura
bienestar físico al hombre y le permite ejercer sus capaci-
dades de manera cercana a lo normal y en ocasiones plena-
mente a tal grado que le permite reinsertarse a la vida so-
cial, laboral y productiva.

El trasplante de un órgano permite alargar la vida de los pa-
cientes con insuficiencia orgánica terminal y en ocasiones
restaurar todo o parte de la calidad de vida relacionada a la
salud.

Existe la percepción generalizada de que los trasplantes au-
mentan la calidad de vida y reinserción laboral de todos los
pacientes. Como toda generalización esta no es siempre vá-



lida ni mucho menos verdadera. En materia de salud y
transplantes es preciso definir el concepto de calidad de vi-
da y acotarlo al de calidad de vida relacionado con la sa-
lud, de este modo se evita el error de sobre valorar los be-
neficios de esta intervención y minimizar sus riesgos y
costos. Numerosos estudios apoyan la mejoría de la calidad
de vida relacionada a la enfermedad en el paciente pos-
transplantado, principalmente en los aspectos físicos en el
caso del transplante hepático. Sin embargo, al observar la
evolución de pacientes postransplantados de pulmón, la ca-
lidad de vida puede incluso declinar. En otros casos como
el trasplante de córnea y de riñón los beneficios son más
claros.

En el caso del transplante renal, aunque generalmente se
acepta que la CVRS mejora en el postransplantado, existen
dudas de cual es el tratamiento inmunosupresor que con-
fiere mayor nivel de calidad de vida.

Las anteriores consideraciones sobre la calidad de vida del
paciente postransplantado son útiles para valorar los resul-
tados de estas intervenciones sanitarias, fijar prioridades de
asignación de recursos y sobre todo identificar grupos de
pacientes con mayor probabilidad de obtener resultados fa-
vorables de un trasplante. Es por esto que las consecuen-
cias de un transplante son muy variables, ya que puede
fluctuar del éxito a la ocurrencia de complicaciones como
el rechazo al órgano transplantado, infecciones y otro tipo
de complicaciones y estados psicológicos que definitiva-
mente deterioran la calidad de vida.

La protección y el acrecentamiento de los valores que co-
adyuven a la creación, conservación y disfrute de condi-
ciones de salud que contribuyan al desarrollo social y la ex-
tensión de actitudes solidarias y responsables de la
población en la preservación, conservación, mejoramiento
y restauración de la salud; son también finalidades del de-
recho a la protección de la salud introduciendo un aspecto
axiológico, es decir, se otorga reconocimiento a aquellos
valores que deben ser protegidos y acrecentados, pues re-
sultan en mejores condiciones de salud y desarrollo social.
En el fenómeno del transplante, esta finalidad se refiere ob-
viamente al altruismo y solidaridad de aquellos que volun-
taria, responsable y explícitamente 1 deciden donar alguno
de sus órganos en vida para restaurar otra, así como al va-
lor de aquellos disponentes, que en vida deciden trascen-
der a través de la disposición de sus órganos para donación
después de su muerte.

La eficacia y oportunidad de los servicios de salud son as-
pectos fundamentales de la calidad en la prestación del ser-
vicio de salud de la población. Si se toma en cuenta que en
el Presupuesto de 2008, el gasto programado para vacunar a
todos los mexicanos, es equivalente al relativo a 258 trans-
plantes renales, las necesidades de trasplantes en nuestro pa-
ís, plantean un dilema ético y presupuestal que debe ser es-
tudiado desde etapas más tempranas del problema, aquellas
en las que es posible prevenir, como es el caso de la diabe-
tes mellitus, que tras una evolución desfavorable evolucio-
na a insuficiencia renal crónica y surge la necesidad de un
transplante renal. Aunque es imprescindible implantar el
abordaje preventivo, una vez establecida la condición que
requiere un órgano o tejido para mantener la vida o la fun-
ción es preciso contar con mecanismos ágiles que satisfa-
gan eficaz y oportunamente la demanda de órganos.

El transplante desde la visión humana y científica

El trasplante de órganos es uno de los logros más encum-
brados del desarrollo científico pues permite prolongar la
vida de aquellas personas afectas de enfermedades que han
causado un daño irreparable en alguno (s) de sus órgano
(s). La donación de órganos, desde el punto de vista moral,
es un acto de suma filantropía; desde la visión científica re-
sulta milagrosa y desde la tanatológica resulta paradójica,
pues la muerte de un hombre es capaz de otorgar vida y ca-
lidad de vida a muchos, toda vez que el altruismo del dis-
ponente en vida ofrece órganos que otras personas necesi-
tan (dos córneas, corazón, pulmones, riñones, hueso, entre
otros).

Los trasplantes en México

Según sitio electrónico del Centro Nacional de Transplan-
tes (Cenatra), el Sistema Nacional de Trasplantes (SNT) es
la coordinación de esfuerzos encaminada a obtener órganos
y tejidos para trasplante regida bajo los principios de gra-
tuidad, altruismo, solidaridad, confidencialidad e informa-
ción.

En el SNT participan todas las instituciones del Sistema
Nacional de Salud (SNS); las instancias procuradoras de
justicia federal y estatales; organismos no gubernamentales
(ONG), fundaciones y empresas dedicadas a la prestación
del servicio público de transporte aéreo y terrestre de pasa-
jeros, coordinadas por el Centro Nacional de Trasplantes.
El objetivo del SNT consiste en promover la donación de
órganos y tejidos, facilitar su obtención, procuración y la
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sistematización del proceso para una mejor distribución de
ellos.

El Sistema Nacional de Trasplantes, afirma el texto en su
página web, aún sigue en proceso de integración y conso-
lidación. Cabe mencionar que el 19 de enero de 1999 se pu-
blica en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo por el
que se crea el Consejo Nacional de Trasplantes como una
comisión intersecretarial de la administración pública fe-
deral, cuyo objeto es la promoción, apoyo y coordinación
de acciones en materia de transplantes que realizan las ins-
tituciones del sistema nacional de salud.

En México, no obstante la sistematización orgánica y fun-
cional a través de un centro nacional de trasplantes (Cena-
tra), un Registro Nacional de Trasplantes (Renatra), de le-
gislación y regulación sanitaria en la materia y de
profesionales calificados tanto para en el diseño, ejecución
y operación del programa, existe en la actualidad una larga
lista de espera, sin mencionar un notorio sub registro.

Con relación al sub registro de la lista de espera, la aseve-
ración anterior se basa en lo siguiente:

Necesidad de riñones

La lista de espera nacional reporta al 13 de Agosto de 2007
4366 personas activas que necesitan un riñón, equivalentes
al 43 por ciento del total de órganos registrados en la lista.
La Sociedad Latinoamericana de Nefrología, Hipertensión
Arterial, Diálisis y el Comité de Registro de Transplantes,
sito en Buenos Aires Argentina (Cusamano, 2006), es una
asociación que recolecta información sobre la insuficiencia
renal crónica en 20 países del continente.

Dicha sociedad afirma que la prevalencia de pacientes en
terapia renal sustitutiva aumentó de 129 personas por mi-
llón (0.000129) en 1992 a 447 personas por millón en
2004. En el mismo año, 56 por ciento estaban en hemodiá-
lisis, 23 por ciento en diálisis peritoneal y 21 por ciento te-
nían un transplante renal. Con las anteriores cifras en men-
te, si existen 353 PMP con IRC en terapia renal sustitutiva
o hemodiálisis (se resta el 23 por ciento que ya tiene trans-
plante renal), la cifra de personas candidatas a transplante
renal sería de 36 mil 372 en un país como México con 103
millones de habitantes, es decir existen 32 mil 6 personas
(8.3 veces más de lo reportado) que necesitan un trans-
plante renal. Lo anterior sirva como estimación de la nece-
sidad real de órganos, en particular de riñones.

Necesidad de córneas

El transplante de cornea es la más atigua y frecuente forma
de transplante de tejido sólido en seres humanos (Chong,
2007). El Sistema Nacional de Información en Salud (Si-
nais) reporta 495 mil 240 defunciones en el año 2005, esta
mortalidad ofrece 200 veces la cantidad de córneas regis-
tradas en la lista. Obviamente que a estas 990 mil 480 cór-
neas es preciso restar aquellas que no reúnen las caracte-
rísticas para ser transplantadas.

Factores que hacen al programa de transplante corneal sus-
ceptible de obtener mayores beneficios (tasa bruta de mor-
talidad).

Las muertes citadas ocurren en toda la extensión geográfi-
ca del país (suficientes para cubrir las necesidades regiona-
les).

Las córneas pueden ser conservadas durante semanas o
meses en bancos (Buscar Eye Bank Denmark).

Dado que el transplante corneal es un procedimiento elec-
tivo, es decir, es posibe decidirse anticipadamente a las cir-
cunstancias de tiempo, lugar y modo de realización la asig-
nación de córneas puede realizarse programadamente.

Por las anteriores razones, la necesidad nacional y regional
de córneas y transplantes debería quedar satisfecha y con
esto la mitad de los órganos de la lista nacional ya que las
córneas representan el 52 por ciento del total por lo que las
córneas deberían esperar a los pacientes y no los pacientes
a las córneas como en el sistema danés (Ehlers, 2002).



En México no existe una proyección de la necesidad de
trasplantes, sin embargo, es posible afirmar que incremen-
tará gradualmente debido a los siguientes factores:

• El cambio en el perfil demográfico.

• Los avances en cuidados intensivos que permiten la
prolongación y mantenimiento de la vida.

• La alta prevalencia de enfermedades como la diabetes
causantes de daño orgánico a los órganos que mayor de-
manda actual tienen y susceptibles de ser tratados con
trasplantes.

• El progreso de la medicina de transplantes.

Por estos motivos la necesidad de órganos se incrementa al
igual que la lista de espera de los mismos ya que existe
muy poca disponibilidad y acceso a ellos. Creemos que hay
maneras de aumentar el éxito de los trasplantes en México
entre las que encontramos los siguientes:

• Apuntalar la investigación sobre las causas de resis-
tencia a la donación y el reforzamiento de los programas
de promoción de la cultura de la donación y;

• El fomento de la procuración de órganos;

• La creación de bancos de órganos, tejidos, componen-
tes y células;

• Adecuar las disposiciones relativas al diagnóstico de
muerte cerebral a los lineamientos de la Organización
Mundial de la Salud a fin de confirmar únicamente los
casos dudosos, como lo reportan la literatura científica
y neurológica. Como complemento de lo anterior, intro-
ducir a la Ley General de Salud, otras pruebas di agnós-
ticas válidas para realizar el diagnóstico en los casos en
los que las actuales contenidas en el artículo 344 no es-
tán indicadas.

• Ordenar los órganos involucrados en el proceso de
trasplantes para diferenciar entre órganos de consulta y
ejecutivos u operativos;

• Hacer más accesible la extracción de aquellos órganos,
tejidos, células o componentes, cuyo ejemplo típico son
las córneas, cuya complejidad técnica de extracción es
menor con estándares aceptables de riesgo sanitario;

• Propiciar la colaboración y coordinación interinstitu-
cional de los organismos involucrados desde la extrac-
ción, hasta el seguimiento del paciente postrasplantado.

• Mejorar la selección del receptor;

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009135



Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados136

• Buscar alternativas que aumenten el costo efectividad
del programa.

Los legisladores que signamos la presente iniciativa hemos
manifestado nuestra preocupación respecto a este tema en
el transcurso de la presente legislatura, presentando esfuer-
zos individuales con el único fin de fomentar la cultura de
la donación de órganos y facilitar el proceso para realizar
trasplantes, sin embargo queremos que todos esfuerzos
fructifiquen en una legislación más eficaz por lo cual he-
mos llegado a un consenso respecto al tema y ponemos a
consideración de esta honorable asamblea la presente ini-
ciativa con proyecto de

Decreto que reforma, adiciona y deroga diversas dispo-
siciones de la Ley General de Salud

Artículo Único. Se reforman los artículos 17 Bis fracción
VIII; 313; 314 fracción VI; 316; 329; 336; 338 fracciones
IV y V; 339; 343; 344; 345; se adicionan las fracciones XV,
XVI y XVII al artículo 314; un tercer y quinto párrafo al
artículo 322; un último párrafo al artículo 337; un artículo
341 Bis, y se deroga la fracción VII del artículo 314 de la
Ley de General de Salud, para quedar como sigue:

Artículo 17 Bis. ...

I. a VII. …

VIII. Ejercer el control y la vigilancia sanitarios de la
disposición y trasplantes de órganos y tejidos y células
de seres humanos, salvo lo dispuesto por los artículos
329, 332, 338 y 339 de esta ley;

IX. a XIII.

Artículo 313. …

I. El control sanitario de la disposición y trasplantes de
órganos, tejidos y células de seres humanos, por con-
ducto del órgano desconcentrado denominado Comisión
Federal para la Protección contra Riesgos Sanitarios;

II. La regulación sobre cadáveres, en los términos de
esta ley; y

III. Establecer y dirigir las políticas en salud en ma-
teria de donación y trasplantes de órganos, tejidos y
células, para lo cual se apoyará en el Centro Nacio-
nal de Trasplantes, y en el Centro Nacional de la

Transfusión Sanguínea.

Artículo 314. …

I. a V. …

VI. Donador o disponente, al que tácita o expresa-
mente consiente la disposición en vida o para des-
pués de su muerte, de su cuerpo, o de sus órganos, te-
jidos y células, conforme a lo dispuesto por esta ley y
demás disposiciones jurídicas aplicables;

VII. Derogado.

VIII. a XIV. …

XV. Banco de tejidos con fines de trasplante, estable-
cimiento autorizado que tenga como finalidad pri-
mordial mantener el depósito temporal de tejidos
para su preservación y suministro terapéutico;

XVI. Disponente secundario, alguna de las siguientes
personas; el o la cónyuge, el concubinario o la con-
cubina, los descendientes, los ascendientes, los her-
manos, el adoptado o el adoptante; conforme a la
prelación señalada;

XVII. Disposición, el conjunto de actividades relati-
vas a la obtención, recolección, análisis, conserva-
ción, preparación, suministro, utilización y destino
final de órganos, tejidos, componentes de tejidos, cé-
lulas, productos y cadáveres de seres humanos, con
fines terapéuticos, de docencia o investigación.

Artículo 316. Los establecimientos a que se refiere el artí-
culo anterior contarán con un responsable sanitario, de
quien deberán dar aviso ante la Secretaría de Salud.

Los establecimientos en los que se extraigan órganos,
tejidos y células, deberán de contar con un Comité In-
terno de Coordinación para la donación de órganos y
tejidos, que será presidido por el Director General o su
inmediato inferior que cuente con un alto nivel de co-
nocimientos médicos académicos y profesionales. Este
comité será responsable de hacer la selección del esta-
blecimiento de salud que cuente con un programa de
trasplante autorizado, al que enviará los órganos, teji-
dos o células, de conformidad con lo que establece la
presente ley y demás disposiciones jurídicas aplicables.



Lo dispuesto en el párrafo anterior no es aplicable pa-
ra los establecimientos que realicen actos de disposición
de sangre, componentes sanguíneos y células progenito-
ras hematopoyéticas, las que deberán contar con un
Comité de Medicina Transfusional, el cual se sujetará a
las disposiciones que para tal efecto emita la Secretaría
de Salud.

A su vez, los establecimientos que realicen actos de tras-
plantes, deberán contar con un comité interno de tras-
plantes que será presidido por el director general o su
inmediato inferior que cuente con un alto nivel de co-
nocimientos médicos académicos y profesionales, y será
responsable de hacer la selección de disponentes y re-
ceptores para trasplante. De conformidad con lo que es-
tablece la presente ley y demás disposiciones jurídicas
aplicables. Los establecimientos en los que se extraigan
órganos y tejidos y se realicen trasplantes, únicamente
deberán contar con un Comité Interno de Trasplantes.

El Comité Interno de Trasplantes deberá coordinarse
con el comité hospitalario de bioética a que se refiere el
artículo 41 Bis de esta Ley en los asuntos de su compe-
tencia.

Artículo 322. ...

Los disponentes secundarios, podrán otorgar el consen-
timiento a que se refiere el párrafo anterior.

En todos los casos se deberá cuidar que la donación se
rija por los principios de altruismo, ausencia de ánimo
de lucro y factibilidad, condiciones que se deberán ma-
nifestar en el acta elaborada para tales efectos por el
comité interno respectivo. En el caso de sangre, compo-
nentes sanguíneos y células progenitoras hematopoyéti-
cas se estará a lo dispuesto en las disposiciones jurídi-
cas que al efecto emita la Secretaría de Salud.

Artículo 329. El Centro Nacional de Trasplantes hará
constar el mérito y altruismo del donador y de su fami-
lia.

Artículo 336. Para la asignación de órganos y tejidos de
donador no vivo, se tomará en cuenta la gravedad del re-
ceptor, la oportunidad del trasplante, los beneficios espera-
dos, la compatibilidad con el receptor y los demás criterios
médicos aceptados, así como la ubicación hospitalaria e
institucional del donador.

Cuando no exista urgencia o razón médica para asignar
preferentemente un órgano o tejido, ésta se sujetará estric-
tamente a las bases de datos hospitalarias, instituciona-
les, estatales y nacional que se integrarán con los datos de
los pacientes registrados en el Centro Nacional de Tras-
plantes.

Artículo 337. ...

…

El traslado de órganos, tejidos y células adecuadamen-
te etiquetados e identificados, podrá realizarse en cual-
quier medio de transporte por personal debidamente
acreditado bajo la responsabilidad del establecimiento
autorizado para realizar trasplantes o para la disposi-
ción de órganos, tejidos y células.

Artículo 338. ...

I. a III. ...

IV. Los pacientes en espera de algún órgano o tejido, in-
tegrados en bases de datos hospitalarias, instituciona-
les, estatales y nacional, y

V. Los casos de muerte encefálica.

…

Artículo 339. La distribución y asignación de órganos,
tejidos y células en el país, de donador con pérdida de
la vida para trasplante, deberá sujetarse a los criterios
y procedimientos emitidos por el Centro Nacional de
Trasplantes.

Asimismo, el Centro Nacional de Trasplantes supervi-
sará y dará seguimiento dentro del ámbito de su com-
petencia a los procedimientos señalados en el párrafo
anterior, mismos que deberán ser atendidos por los
Centros Estatales de Trasplantes que establezcan los
gobiernos de las entidades federativas y por los Comi-
tés Internos correspondientes en cada establecimiento
de salud.

El Centro Nacional de Trasplantes dará aviso a la Co-
misión Federal para la Protección contra Riesgos Sani-
tarios, en caso de detectar irregularidades en el des-
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arrollo de las atribuciones en el ámbito de su compe-
tencia.

Artículo 341 Bis. La Secretaría de Salud y los gobiernos
de las entidades federativas, en sus respectivos ámbitos
de competencia, deberán impulsar la donación de célu-
las progenitoras hematopoyéticas, para coadyuvar en el
tratamiento o curación de los pacientes que las requie-
ran, asimismo, la Secretaría de Salud fijará las bases y
modalidades a las que se sujetará el Sistema Nacional
de Salud al respecto.

La Secretaría de Salud, emitirá las disposiciones que re-
gulen tanto la infraestructura con que deberán contar
los bancos de sangre que lleven a cabo actos de disposi-
ción y distribución de células progenitoras hematopo-
yéticas, como la obtención, procesamiento y distribu-
ción de dichas células.

Artículo 343. La pérdida de la vida ocurre cuando se
presentan la muerte encefálica o el paro cardíaco irre-
versible.

La muerte encefálica se determina cuando se verifican
los siguientes signos:

I) Ausencia completa y permanente de conciencia;

II) Ausencia permanente de respiración espontánea, y

III) Ausencia de los reflejos del tallo cerebral, mani-
festado por arreflexia pupilar, ausencia de movi-
mientos oculares en pruebas vestibulares y ausencia
de respuesta a estímulos nocioceptivos.

Se deberá descartar que dichos signos sean producto de
intoxicación aguda por narcóticos, sedantes, barbitúri-
cos o sustancias neurotrópicas.

Artículo 344. Los signos clínicos de la muerte encefáli-
ca deberán corroborarse por cualquiera de las siguien-
tes pruebas:

I) Electroencefalograma que demuestre ausencia to-
tal de actividad eléctrica, corroborado por un médi-
co especialista;

II) Cualquier otro estudio de gabinete que demuestre
en forma documental la ausencia permanente de flu-
jo encefálico arteria.

Artículo 345. No existirá impedimento alguno para que a
solicitud y con la autorización de las siguientes personas:
el o la cónyuge, el concubinario o la concubina, los des-
cendientes, los ascendientes, los hermanos, el adoptado o
el adoptante; conforme al orden expresado, se prescinda de
los medios artificiales cuando se presente la muerte en-
cefálica comprobada y se manifiesten los demás signos de
muerte a que se refiere el artículo 343.

Transitorio

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero
de 2009.— Legisladores: Ector Jaime Ramírez Barba, Yolanda Merce-
des Garmendia Hernández, Jorge Quintero Bello, María Mercedes Co-
rral Aguilar, Gerardo Octavio Vargas Landeros, Oralia Vega Ortiz, Jo-
sé Antonio Muñoz Serrano, Mayra Gisela Peñuelas Acuña, Lariza
Montiel Luis, José Ignacio Alberto Rubio Chávez, Adriana Rebeca
Vieyra Olivares, Margarita Arenas Guzmán, Lorena Martínez Rodrí-
guez, Beatriz Eugenia García Reyes, Daniel Dehesa Mora, María Glo-
ria Guadalupe Valenzuela García, Fernando Enrique Mayans Canabal
(rúbricas).»

Presidencia del senador
Luis Alberto Villarreal García

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Así se hará, diputada. Túrnese a la Comisión de Salud de
la Cámara de Diputados.

ARTICULO 72 CONSTITUCIONAL

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Tiene la palabra el diputado Octavio Martínez Vargas, del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, para presentar iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona los incisos b), c) y j) del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

El diputado Octavio Martínez Vargas: Con su venia,
compañero presidente.

Esta iniciativa lo que busca, compañeras legisladoras y
compañeros legisladores, es empoderar al Poder Legislativo.



Encontramos que en estas dos fracciones de nuestra Carta
Magna vienen temas que quizá han sido en otro momento,
en otra administración, juicios de controversias constitu-
cionales, y lo que hoy hemos visto en el mundo, en las re-
públicas, es que el Poder Legislativo ha adquirido una ma-
yor fortaleza frente al Poder Ejecutivo.

De tal suerte que la modificación a la fracción b) del artí-
culo 72 de nuestra Carta Magna plantea que no diga “diez
días útiles”, cuando se refiere a que el Ejecutivo, una vez
que conoce de los dictámenes, una vez que conoce de las
aprobaciones por el Poder Legislativo y pasa al Ejecutivo,
diga “siete días naturales”.

¿Qué quiere decir esto? Encontramos que hay ambigüedad
sobre qué es un día útil. Encontramos que se refiere exclu-
sivamente a los periodos ordinarios. Cuando hay un perio-
do de receso —que por cierto tenemos un periodo largo de
cuatro meses— no son considerados días útiles, mucho
menos días naturales para efectos de esta fracción y de es-
te artículo.

Y eso es importante que lo retomemos. Hay iniciativas que
se aprueban en la Cámara de Senadores, en la Cámara de
Diputados y que pasan al Poder Ejecutivo para sus efectos
constitucionales, pero que simplemente no se observan o
no se promulgan, y lo que se plantea es que diga “siete días
naturales”.

Sabemos que el Ejecutivo tiene un pool de asesores jurídi-
cos que muy bien les puede permitir observar todo lo que
aquí se resuelve.

La fracción c) se refiere, cuando en la misma hipótesis el
Ejecutivo regresa al Poder Legislativo alguna iniciativa ob-
servada y plantea en el texto original que se requieren dos
terceras partes para su aprobación, y no diría “dos terceras
partes” sino que fuese confirmado por “la mayoría del nú-
mero total de votos”.

Y la fracción j), compañeras y compañeros, no menos im-
portante, tiene que ver con la facultad exclusiva que tiene
la Cámara de Diputados para discutir y aprobar el Presu-
puesto.

Ésta no es casual que se encuentre plasmada en nuestra
Constitución, en el artículo 74, fracción IV, sino que habría
que incorporarla particularmente a la redacción del artícu-
lo 72, que a la letra diría: “El titular del Poder Ejecutivo no

puede hacer observaciones a las resoluciones del Congreso
o a alguna de las Cámaras. También cuando ejerzan facul-
tades de cuerpo electoral o de jurado. Lo mismo cuando la
Cámara de Diputados apruebe el decreto de Presupuesto de
Egresos de la Federación y declare que debe acusarse a uno
de los altos funcionarios de la federación por delitos ofi-
ciales”.

Vimos y seguimos puntualmente aquella controversia en
2005, en donde el Ejecutivo se inconformó con lo que esta
soberanía había resuelto en términos del Presupuesto, y ha-
bía dado pie para efectos de generar una controversia anti-
constitucional, y así fue declarada porque no había claridad
en la Constitución.

Esto lo que busca es que haya certidumbre, que haya clari-
dad puntual en la redacción de nuestra Carta Magna, que se
empodere al Poder Legislativo y que el Ejecutivo ejerza
sus funciones, pero que también a la Cámara de Diputados
se le permita puntualmente generar el proceso que desarro-
lla mediante las comisiones ordinarias, las comisiones dic-
taminadoras, e incluso mediante los datos que giramos y
derivamos a todas las comisiones dictaminadoras, del tema
del Presupuesto.

Hoy día vemos a gobernadores, a presidentes municipales,
incluso a secretarios de Estado venir a este poder, a esta so-
beranía a plantear su presupuesto, de tal suerte que lo que
motivó al legislador a incluir la exclusividad ha sido un po-
co sesgado.

Hoy planteamos esta iniciativa, el Grupo Parlamentario del
Partido de la Revolución Democrática, que busca única y
exclusivamente fortalecer y empoderar al Poder Legislati-
vo. Por su atención, muchísimas gracias.

«Iniciativa que reforma y adiciona los incisos b), c) y j) del
artículo 72 de la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo del diputado Octavio Martínez
Vargas, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado federal Octavio Martínez Vargas, in-
tegrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática, con fundamento en lo dispuesto en el ar-
tículo 71, fracción II, de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, y 55, fracción II, del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, suscribe la presente inicia-
tiva y somete a la consideración de esta soberanía el pro-
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yecto de decreto que reforma y adiciona los incisos b), c) y
j) del artículo 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, en atención a la siguiente:

Exposición de Motivos

La presente iniciativa tiene como propósito fundamental,
acabar con falsas interpretaciones jurídicas  respecto a la
cuestionada capacidad del Ejecutivo federal de poder hacer
observaciones al Presupuesto de Egresos de la Federación,
cuando es una facultad exclusiva de la Cámara de Diputa-
dos aprobarlo, como lo dispone la fracción IV del artículo
74 constitucional, y el inciso J) del artículo 72 de nuestra
carta magna donde se prohíbe que la intromisión del Eje-
cutivo “no puede hacer tales observaciones a las resolucio-
nes de alguna de las Cámaras”, por ende el Presupuesto de
Egresos es una facultad exclusiva de esta soberanía; esta-
mos refiriéndonos a una norma general, que no puede ser
susceptible del efecto suspensivo, porque su impacto es
económico y constitucionalmente no se puede aplicar el
presupuesto del año anterior para todo el universo del gas-
to público, (excepto previsiones salariales) incluso muchos
abogados constitucionalistas así lo manifestaron en su mo-
mento; pero existió una diferencia de opiniones y la pre-
sión que ejerció el ex titular del Ejecutivo federal en el se-
xenio anterior con la Suprema Corte de Justicia de la
Nación, tuvo que resolver de una manera diferente. 

Para explicarme mejor, tal parece que todo aquello que no
se menciona en el inciso j) es susceptible de ser vetado. Sin
embargo, no es así; porque la regla sobre qué puede vetar
el presidente de la República se refiere únicamente a la ma-
teria del propio artículo 72; las leyes o decretos cuya reso-
lución no sea exclusiva de alguna de las cámaras; reitero,
cualquier otro acto del Congreso no es susceptible de ser
vetado. Así, especificando, el presidente no tiene facultad
de veto respecto a:

a) Las facultades exclusivas de cada una de las cámaras.
El Presupuesto de Egresos (fracción IV, artículo 74
constitucional).

b) Las facultades de la Comisión Permanente.

c) Las facultades del Congreso o de alguna de las cáma-
ras actuando como cuerpo electoral, de jurado o ejerci-
tando acusación.

d) Las facultades del Congreso reunido en asamblea
única.

e) Y conforme con la reforma de 1977, en el artículo 70
se señala que tampoco tiene la facultad de veto respec-
to a la ley que regulará la estructura y funcionamiento
internos del Congreso.1

Hay que precisar que el presidente no posee la facultad de
veto respecto de las reformas constitucionales porque:

a) El artículo 72 de la Constitución se refiere únicamen-
te a las leyes o decretos de carácter federal, es decir,
aquellas en que interviene el Congreso de la Unión.

b) Las reformas constitucionales son obra del poder re-
visor de la Constitución, órgano de jerarquía superior al
Congreso, ya que se encuentra ubicado entre el Poder
Constituyente y los poderes constituidos -Legislativo,
Ejecutivo y Judicial-, y no puede el presidente vetar la
resolución de un órgano superior.

Es necesario precisar que esta soberanía no aceptó las ob-
servaciones que hizo el Ejecutivo federal al Presupuesto de
Egresos de la Federación del Ejercicio Fiscal 2005, y más
adelante se precisa.

La intensión de crear la figura jurídica de “observaciones”
o en otros países se entiende como veto presidencial, es
que el presidente puede hacer observaciones a proyectos de
ley que le envíe el Congreso, dentro de diez días hábiles
posteriores a aquel en que los recibió. Las finalidades del
veto son:

a) Evitar la precipitación en el proceso legislativo, tra-
tándose de impedir la aprobación de leyes inconvenien-
tes o que tengan vicios constitucionales.

b) Capacitar al Ejecutivo para que se defienda ‘contra la
invasión y la imposición del Legislativo’.

c) Aprovechar la experiencia y la responsabilidad del
Poder Ejecutivo en el procedimiento legislativo.

Pero el hacer observaciones al Presupuesto de Egresos in-
vade la esfera jurídica de la Cámara de Diputados, es ex-
cederse en su poder.

El veto u observaciones es una institución conocida del de-
recho constitucional mexicano, pues estuvo reglamentado
en la Constitución de Cádiz (artículos 144-150); en la de
Apatzingán (artículos 128 y 129); en la Constitución de
l824 (artículos 55 y 56), en la de 1836 (artículos 35, 36 y



37 de la ley tercera), y en la Constitución Liberal de 1857
(artículo 71).

El artículo 55 de la Constitución Federal de 1824, ordenó
que los proyectos de ley pasarán al presidente quien tenía
diez días para hacerles observaciones. Si el presidente de-
volvía el proyecto dentro de esos diez días, este se discutía
de nuevo en las dos cámaras, y para devolvérselo al presi-
dente, antes debía ser aprobado por las dos terceras partes
de los legisladores presentes, Si no se lograba esa votación,
no se podía volver a proponer el proyecto sino hasta el año
siguiente.

En la Constitución de 1857, dentro del procedimiento para
la formación de la ley el artículo 70 indicaba que una vez
que se hubiera discutido el dictamen de la comisión res-
pectiva, se enviaría al presidente una copia del expediente
para que, en el término de siete días, manifestara su opi-
nión o expresara que no iba a hacer uno de esta facultad. Si
la opinión del Ejecutivo era de conformidad, se pasaba a
votación de ley, pero si su opinión discrepaba en todo o en
parte, se turnaba el expediente a la comisión respectiva y
sobre el nuevo dictamen se realizaba otra discusión, con-
cluida ésta se procedía a votar. El artículo 71 señalaba que
en caso de urgencia notoria, calificada por el voto de dos
tercios de los diputados presentes, el Congreso podía estre-
char o dispensar los trámites establecidos en el artículo 70.
En esta forma el presidente no contaba en 1857 con la fa-
cultad de veto, sino sólo de opinión dentro del procedimien-
to legislativo; incluso esta opinión podía ser omitida en los
términos del citado artículo 71. Por medio de las reformas
del 13 de noviembre de 1874, se concedió el veto al presi-
dente; pero el veto podía ser superado por la mayoría de los
votos de los legisladores presentes.

Emilio Rabasa, entre las críticas que realizó a la Constitu-
ción de 1857, se refirió a la simple mayoría para superar el
veto, ya que era partidario de que el veto sólo se pudiera
superar por los dos tercios de votos. Rabasa, afirmó que:
‘’La diferencia entre la simple mayoría y dos tercios de vo-
tos es considerable y hacia decir en aquella época que ser-
virla para despojar al congreso de la facultad legislativa. El
privilegio del veto no tiene tal poder, porque es simple-
mente negativo: es la facultad de impedir, no de legislar; y
como una ley nueva trae la modificación de lo existente, la
acción del veto al impedirla, no hace sino mantener algo
que ya está en la vida de la sociedad. El valor de los dos
tercios de votos no puede calcularse simplemente por la
aritmética como ha hecho observar un escritor, porque es
preciso agregar a los números la influencia moral del pre-

sidente en el ánimo de cada una de las cámaras, que tienen,
hasta en los malos tiempos, una minoría de hombres sen-
satos, capaces de sobreponer a los sentimientos comunes el
juicio superior del bien público’’.

Con la iniciativa que hoy se presenta, se busca que en la
Constitución, nuestra ley suprema, se especifique que el
Presupuesto de Egresos de la Federación no puede ser sus-
ceptible de observación alguna por el Ejecutivo federal;
basta recordar que el 8 de septiembre de 2004, el Ejecuti-
vo federal hizo llegar a esta Cámara de Diputados el pro-
yecto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2005.

En sesión del 15 de noviembre de 2004, la Cámara de Di-
putados aprobó el Decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2005. 

El 22 de noviembre de 2004 se envió el citado decreto al
presidente de la República para los efectos constitucionales
correspondientes.

El 30 de noviembre de 2004, mediante oficio número
SEL/300/4599/04, el subsecretario de Gobernación envió a
la Cámara de Diputados las observaciones del presidente
de la República al decreto de Presupuesto de Egresos de la
Federación para el Ejercicio Fiscal 2005, así como el ori-
ginal del decreto de referencia.

El 14 de diciembre de 2004 la Cámara de Diputados acor-
dó no admitir con el carácter de observaciones para trámi-
te en la Cámara de Diputados, el documento enviado por el
presidente de la República mediante el oficio mencionado
en el párrafo anterior, y por tanto, la devolución al Ejecuti-
vo federal de dicho documento, así como del original del
decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para el
Ejercicio Fiscal 2005, para su publicación.

El 20 de diciembre de 2004 se publicó en el Diario Oficial
de la Federación el decreto de Presupuesto de Egresos de
la Federación para el Ejercicio Fiscal (PEF) 2005.

El titular del Ejecutivo, en el sexenio anterior, presentó una
controversia constitucional el 21 de diciembre de 2004. El
consejero jurídico del Ejecutivo federal, en representación
del titular del Poder Ejecutivo federal, interpuso ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación una demanda de con-
troversia constitucional contra la Cámara de Diputados.
Los actos cuya invalidez se demandó fueron:
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“1. El acuerdo de la Mesa Directiva de la Cámara de Di-
putados, del 14 de diciembre de 2004, aprobado por el
Pleno de la Cámara de Diputados en sesión de la misma
fecha y notificado al Ejecutivo federal mediante oficio
número DGPL 59-II-0-1276.

2. El decreto de Presupuesto de Egresos de la Federa-
ción para el Ejercicio Fiscal 2005, publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 20 de diciembre del 2004,
únicamente en cuanto a las disposiciones, renglones,
anexos o artículos que se detallan en:

a) El apartado B del primer concepto de invalidez de
la Sección segunda del Capítulo VIII de la demanda;

b) El Apartado D del segundo concepto de invalidez
de la Sección segunda del Capítulo VIII de la de-
manda;

c) Los numerales 1 a 5 del Apartado C del tercer
concepto de invalidez de la Sección segunda del Ca-
pítulo VIII de la demanda;

3. Las órdenes derivadas de los artículos transitorios y
anexos del decreto de Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración 2005 impugnado, por medio de los cuales se
pretende obligar al Ejecutivo federal, así como a sus de-
pendencias y entidades para ejecutar actos concretos y
administrativos contrarios a la Constitución federal que
se precisan a lo largo de esta demanda. ”

Uno de los argumentos centrales de la controversia consti-
tucional que interpuso el Ejecutivo fue que el Presupuesto
de Egresos, no se apegó al Planade (Plan Nacional de Des-
arrollo) dicho plan era un acto unilateral del propio Ejecu-
tivo federal, que no contemplaba las principales necesida-
des de la sociedad y no participaba en lo absoluto la
Cámara de Diputados. Su principal reclamo fue porque los
legisladores de la LIX Legislatura negaron otorgar finan-
ciamiento a un capricho de la esposa del Ejecutivo que fue
la biblioteca José Vasconcelos y el programa Enciclopedia;
sabían los legisladores que el programa tenía inconsisten-
cias y era prioritario crear más escuelas en zonas rurales, el
referido programa Enciclomedia fue un fracaso educativo
y tecnológico, no se encontraron diferencias significativas
en las habilidades de conocimiento, aplicación y evalua-
ción de los contenidos entre los niños que utilizaron Enci-
clomedia y los que contaron con ese equipo, e incluso ni-
ños de sexto de primaria que no utilizaron esa tecnología

tuvieron un mejor conocimiento al lograr 1.48 puntos sobre
1.2 de quienes sí tuvieron esa herramienta. Y los de quinto
año sin Enciclomedia fueron mejor evaluados con 2 puntos
sobre 1.7 de sus compañeros que si contaron con ese equi-
po. 

El equipo Enciclomedia es carísimo para el erario público,
cada aula cuesta 50 mil pesos e incluso hubo equipos ex-
traviados. 

El contenido didáctico e informativo que se les ofreció a
los estudiantes, contenía fechas erróneas en historia, y la
primera versión del libro electrónico matemáticas no fue
actualizada. 

Ahora bien, en cuanto a la biblioteca José Vasconcelos,
basta recordar la clausura de ésta, con la irresponsabilidad
de servidores públicos al prestar su servicio el 1 de junio
del 2006, cuando la obra no estaba concluida.

Sin embargo, el 22 de diciembre de 2004, la Comisión de
Receso de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, me-
diante oficios 5750 y 5051, admitió la demanda de contro-
versia constitucional y ese mismo día se notificó a la Cá-
mara de Diputados. Se habilitaron del 22 de diciembre al 2
de enero de 2005 como días hábiles para que la Cámara de
Diputados manifestara lo que a su derecho considerara per-
tinente.

Ese mismo día, 22 de diciembre de 2004, la Suprema Cor-
te de Justicia de la Nación acordó conceder la suspensión
de la aplicación del gasto público en algunos rubros del
Decreto de Presupuesto de Egresos de la Federación para
el Ejercicio Fiscal 2005, por un monto de 4 mil 195 millo-
nes de pesos, solicitada por el Ejecutivo federal.

El 26 de diciembre de 2004, la Cámara de Diputados pre-
sentó recurso de reclamación en contra de la admisión de
la demanda; asimismo, interpuso dos incidentes de nulidad
de actuaciones respecto de los acuerdos dictados por la
Comisión de Receso el 22 de diciembre de 2004 que co-
rresponden tanto al expediente principal como al incidente
de suspensión en la controversia constitucional 109/2004.
El 28 de enero de 2005 la Cámara de Diputados dio con-
testación a la demanda de controversia constitucional
109/2004. El 10 y 15 de febrero de 2005 la Suprema Corte
de Justicia de la Nación declaró infundados los recursos de
reclamación e incidentes de nulidad, respectivamente, pre-
sentados por la Cámara de Diputados.



El 30 de marzo de 2005, las partes en la controversia de
que se trata presentaron alegatos, y el procurador general
de la república, su opinión al respecto. 

El 9 de mayo de 2005, Vicente Fox, titilar del Ejecutivo en
el anterior sexenio, se entrevistó con el entonces ministro
Mariano Azuela Huitron, presidente de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación,2 buscado presionar e incidir para
que el fallo resultara a su favor, viciando el procedimiento
y el buen juicio de los ministros.

El 16 de mayo del año 2005, los ministros de la Suprema
Corte estaba divididos en sus decisiones, en determinar si
procedía o no las observaciones del Ejecutivo al Presu-
puesto de Egresos; el problema radicaba en definir la natu-
raleza jurídica del presupuesto; es decir, si se trata de un
acto administrativo o una norma general.3

El 17 de mayo de 2005 la Suprema Corte de Justicia de la
Nación resolvió la controversia constitucional 109/2004 en
los siguientes términos:

“Primero. Es procedente y fundada la presente contro-
versia constitucional.

Segundo. Se declara la invalidez del acuerdo de 14 de
diciembre de 20040 reclamado, así como la nulidad par-
cial del Presupuesto de Egresos de la Federación para el
año de 2005, para los efectos que se precisan en el pe-
núltimo considerando de esta resolución.

Tercero. Han quedado sin materia las objeciones de
fondo hechas valer en contra del indicado presupuesto”.

El segundo resolutivo remite a los términos del séptimo
considerando, en el cual se expresa:

“séptimo. En virtud de las conclusiones obtenidas en el
considerando que antecede, se concluye que el acuerdo
del Pleno de la Cámara de Diputados, de la LIX Legis-
latura, aprobado en sesión del 14 de diciembre de 2004,
por el que se desecha, sin discusión, el escrito de obser-
vaciones formuladas por el presidente de la República,
a las modificaciones realizadas por la Cámara de Dipu-
tados al proyecto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal de 2004, constituye una
violación a las formalidades esenciales del procedi-
miento legislativo, en términos de lo establecido en los
artículos 72 y 74, fracción IV, constitucionales, vicio

que trasciende al decreto emitido por dicho órgano le-
gislativo, afectándolo de nulidad parcial.

En consecuencia, procede declarar la invalidez del
acuerdo del Pleno de la Cámara de Diputados, de la LIX
Legislatura, aprobado en sesión del 14 de diciembre de
2004, por ser violatorio de los artículos 72 y 74, fracción
IV, de la Constitución federal; motivo por el cual se de-
clara también la nulidad de dicho presupuesto única-
mente en la parte que fue objeto de observaciones, para
el efecto de que, la Cámara de Diputados demandada, en
ejercicio de sus facultades exclusivas, se haga cargo de
las indicadas observaciones, como en derecho corres-
ponda, a la mayor brevedad posible”.

Declarando la Suprema Corte de Justicia de la Nación in-
valido el acuerdo descrito en el párrafo anterior, acuerdo
que esta soberanía emitió, vulnerando la división de pode-
res, por ello, compañeros  legisladores, propongo otorgar a
esta soberanía, la Cámara de Diputados, el equilibrio y ar-
monía jurídica que se merece, reformando el inciso J) del
artículo 72 constitucional, donde se prohíbe al titular del
Ejecutivo federal hacer observaciones al Presupuesto de
Egresos de la Federación; asimismo, se busca agilizar una
de las labores del Ejecutivo que es promulgar la leyes que
emite el Congreso de la Unión, y que ésta no exceda de sie-
te días naturales, contados en periodo ordinario y en rece-
so, no importa en qué periodo se encuentre el Poder Legis-
lativo, esto no debe ser un obstáculo para que el Ejecutivo
federal realice su trabajo, debe actualizarse la legislación,
en virtud de que existen leyes que se aprueban el último día
del periodo ordinario y su curso no puede seguir su cauce
en virtud de que se presenta un receso.

También se propone que proyecto de ley o decreto des-
echado en todo o en parte por el Ejecutivo, será devuelto,
con sus observaciones, a la Cámara de su origen. Deberá
ser discutido de nuevo por ésta, y si fuese confirmado por
la mayoría del número total de votos, no por las dos terce-
ras partes del número total de los votos como está actual-
mente, así pasará otra vez a la Cámara revisora. 

Por las razones anteriormente expuestas, someto a su con-
sideración el siguiente proyecto de 

Decreto 

Artículo 72.

A. …
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B. Se reputará aprobado por el Poder Ejecutivo, todo pro-
yecto no devuelto con observaciones a la Cámara de su ori-
gen, dentro de siete días naturales; en su caso la devolución
deberá hacerse el primer día útil en que el Congreso esté
reunido.

C. El proyecto de ley o decreto desechado en todo o en par-
te por el Ejecutivo será devuelto, con sus observaciones, a
la Cámara de su origen. Deberá ser discutido de nuevo por
ésta, y si fuese confirmado por la mayoría del número total
de votos, pasará otra vez a la Cámara revisora. Si por ésta
fuese sancionado por la misma mayoría, el proyecto será
ley o decreto y volverá al Ejecutivo para su promulgación.

…

D. al I.

J. El titular del Poder Ejecutivo no puede hacer observa-
ciones a las resoluciones del Congreso o de alguna de las
Cámaras, cuando ejerzan funciones de cuerpo electoral o
de jurado, lo mismo que cuando la Cámara de Diputados
apruebe el decreto de Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración y declare que debe acusarse a uno de los altos fun-
cionarios de la federación por delitos oficiales.

…

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguien-
te al de su publicación en el Diario Oficial de la Federa-
ción. 

Notas:

1. Diccionario Jurídico, desarrollo jurídico. Copyright 2000.

2. El Universal, 9 de mayo de 2005.

3. Noticiario 11 Noticias, Canal 11. Conducción Adriana Pérez, 16 de
mayo del 2005, a las 21:35 horas.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero
de 2009.— Diputado Octavio Martínez Vargas (rúbrica).»

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Gracias a usted, diputado. Se turna a la Comisión de Pun-
tos Constitucionales de la Cámara de Diputados.

La Mesa Directiva de la Comisión Permanente, en la se-
sión de hoy acordó, por unanimidad, presentar un punto de
acuerdo respecto a los lamentables acontecimientos suce-
didos ayer en Televisa Monterrey, para lo cual solicito a la
Secretaría que lea el punto de acuerdo.

ESTADO DE NUEVO LEON

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.—Comisión Permanente.

Acuerdo de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, por el que expresa su más enérgica condena por el
ataque de que fue víctima Televisa Monterrey

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión expresa su más enérgica condena por el ataque del
que fue víctima Televisa Monterrey ayer por la noche, y de
todo medio de comunicación, periodista, reportero o con-
ductor que ha sufrido cualquier atentado, pues pone en
riesgo la libertad de expresión.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión expresa su absoluto rechazo a todo acto de violencia
o terrorismo en contra de cualquier ciudadano.

Tercero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exige a las autoridades correspondientes esclarecer
todos los sucesos que han tenido lugar en contra de medios
de comunicación y de periodistas, y el deslinde de las res-
ponsabilidades a que haya lugar.

Diputado César Duarte Jáquez (rúbrica), Presidente; Senador Luis Al-
berto Villarreal García (rúbrica), Vicepresidente; Diputado Itzcóatl To-
natiuh Bravo Padilla (rúbrica), Vicepresidente; Diputada Marcela
Cuen Garibi (rúbrica), Secretaria; Senador Ramiro Hernández García
(rúbrica), Secretario; Senador Jesús Garibay García (rúbrica), Secreta-
rio; Diputado José Rubén Escajeda Jiménez (rúbrica), Secretario.»

En votación económica se pregunta si se aprueba. Los le-
gisladores y las legisladoras que estén por la afirmativa sír-
vanse manifestarlo. Los legisladores y las legisladoras que
estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.



El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Aprobado, comuníquese.

PERMISO PARA PRESTAR SERVICIOS 
EN REPRESENTACIONES DIPLOMATICAS

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
El siguiente punto del orden del día es la primera lectura de
dictamen.

En virtud de que ha sido publicado en la Gaceta Parlamen-
taria, consulte la Secretaría a la asamblea, en votación eco-
nómica, si se dispensa la lectura.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Por ins-
trucciones de la Presidencia se consulta a la asamblea, en
votación económica, si se dispensa la lectura. Los legisla-
doras y las legisladoras que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Los legisladores y las legisladoras que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.—Comisión Permanente.

Honorable Asamblea:

En oficios de noviembre y diciembre de 2008, la Secreta-
ría de Gobernación, solicitó el permiso constitucional ne-
cesario para que los ciudadanos Claudia Michelle Artola
Padilla, Jesús Fernando Solís Bustillo, Fernando Flores
Grajales, Mariana González Pedrajo, Giselle Santos Bur-
goa Márquez, Gabriela Soto Urías y Julio César Salcedo
Aguiar, puedan prestar servicios en las Embajadas de Aus-
tralia, de la República de Polonia y de los Estados Unidos
de América, en México, respectivamente.

En sesión celebrada por la Comisión Permanente del hono-
rable Congreso de la Unión el 22 de diciembre de 2008 se
turnó a la suscrita comisión, para su estudio y dictamen, el
expediente relativo.

Considerando

a) Que los peticionarios acrediten su nacionalidad me-
xicana, con la copia certificada de sus actas de naci-
miento;

b) Que los servicios que los propios interesados presta-
rán en las Embajadas de Australia, de la República de
Polonia y de los Estados Unidos de América, en Méxi-
co, serán de carácter administrativo, y

c) Que las solicitudes se ajustan a lo establecido en la
fracción II del apartado C) del artículo 37 constitucional
y al artículo 60, segundo párrafo, del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos.

Proyecto de Decreto

Artículo Primero. Se concede permiso a la ciudadana
Claudia Michelle Artola Padilla, para prestar servicios co-
mo gerente de Desarrollo de Negocios en la Embajada de
Australia, en México.

Artículo Segundo. Se concede permiso al ciudadano Jesús
Fernando Solís Bustillo para prestar servicios como geren-
te de Desarrollo de Negocios para México, Centroamérica
y el Caribe, en la Embajada de Australia, en México.

Artículo Tercero. Se concede permiso al ciudadano Fer-
nando Flores Grajales para prestar servicios como asisten-
te administrativo, cajero, en la Embajada de Australia, en
México.

Artículo Cuarto. Se concede permiso a la ciudadana Ma-
riana González Pedrajo para prestar servicios en el Depar-
tamento de Administración en la Embajada de la Repúbli-
ca de Polonia, en México.

Artículo Quinto. Se concede permiso a la ciudadana Gi-
selle Santos Burgoa Márquez para prestar servicios como
project management assistant en la Embajada de los Esta-
dos Unidos de América, en México.

Artículo Sexto. Se concede permiso a la ciudadana Ga-
briela Soto Urías para prestar servicios como website con-
tent manager/translator (administradora de contenido web
y traductora), en la Embajada de los Estados Unidos de
América, en México.

Artículo Séptimo. Se concede permiso al ciudadano Julio
César Salcedo Aguiar para prestar servicios como asisten-
te de información en la Embajada de los Estados Unidos de
América, en México.
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Sala de comisiones de la Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión. México, D F, a 7 de enero de 2009.

La Primera Comisión –Gobernación, Puntos Constitucionales y
Justicia, diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica), presi-
dente; diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada, diputado Raúl
Cervantes Andrade, secretarios; senador Humberto Andrade Quezada
(rúbrica), senadora Beatriz Zavala Peniche (rúbrica), diputada Lariza
Montiel Luis (rúbrica), senadora Gabriela Ruiz del Rincón (rúbrica),
diputada María Esther Jiménez Ramos (rúbrica), senador Fernando
Castro Trenti (rúbrica), diputado José Rubén Escajeda Jiménez (rúbri-
ca), senador Ramiro Hernández García (rúbrica), diputado Gerardo Vi-
llanueva Albarrán, senador Rubén Fernando Velázquez López, senador
Gabino Cué Monteagudo, diputado Manuel Portilla Diéguez.»

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Es de primera lectura.

En virtud de que se encuentra publicado en la Gaceta Parla-
mentaria el dictamen de la Primera Comisión, con proyecto
de decreto que concede permisos a ciudadanos mexicanos
para prestar servicios a gobiernos extranjeros, consulte la
Secretaría a la asamblea si se le dispensa la segunda lectura
y se pone de inmediato a discusión y votación.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Por ins-
trucciones de la Presidencia, con fundamento en el artícu-
lo 59 del Reglamento para el Gobierno Interior del Con-
greso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
consulta a la asamblea si se dispensa la segunda lectura del
dictamen y se pone a discusión y votación de inmediato.
Las legisladoras y los legisladores que estén por la afirma-
tiva sírvanse manifestarlo. Las legisladoras y los legislado-
res que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
En consecuencia, se le dispensa la segunda lectura. Se pi-
de a la Secretaría poner a discusión el proyecto de decreto.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Está a
discusión el proyecto de decreto que concede permiso a los
ciudadanos Claudia Michelle Artola Padilla, Jesús Fernan-
do Solís Bustillo, Fernando Flores Grajales, Mariana Gon-
zález Pedrajo, Giselle Santos Burgoa Márquez, Gabriela
Soto Urías y Julio César Salcedo Aguiar para prestar servi-
cios en las Embajadas de Australia, de la República de Po-
lonia y de Estados Unidos de América en México, respec-
tivamente.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
No habiendo quien haga uso de la palabra, para los efectos
del artículo 134 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General, se pregunta a la asamblea si se va a
reservar algún artículo para discutirlo en lo particular.

No habiendo quien haga uso de la palabra, ni artículo re-
servado, proceda la Secretaría a recoger la votación nomi-
nal de este proyecto de decreto, en lo general y en lo parti-
cular.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Se va a
proceder a recoger la votación nominal, en lo general y en
lo particular, del proyecto de decreto. Se pide que se hagan
los avisos a que se refiere el artículo 161 del Reglamento
para el Gobierno Interior. 

La diputada María Esther Jiménez Ramos (desde la cu-
rul): Por la afirmativa.

El diputado Carlos Augusto Bracho González: (desde la
curul): A favor.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz (desde la cu-
rul): Por el sí.

El senador Humberto Andrade Quezada (desde la cu-
rul): Sí.

La diputada Lariza Montiel Luis (desde la curul): Sí.

El diputado Manuel Portilla Diéguez (desde la curul): Sí.

El senador Javier Orozco Gómez (desde la curul): Sí.

El diputado Raúl Cervantes Andrade (desde la curul):
Sí.

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (desde
la curul): A favor.

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Octavio Martínez Vargas (desde la curul): A
favor.

El diputado Carlos Altamirano Toledo (desde la curul):
Altamirano, a favor.



El senador Marco Humberto Aguilar Coronado (desde
la curul): Sí.

El diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada (desde
la curul): A favor.

El diputado Carlos Eduardo Felton González (desde la
curul): A favor.

La senadora María Teresa Ortuño Gurza (desde la cu-
rul): Sí.

La senadora María Beatriz Zavala Peniche (desde la cu-
rul): Sí.

La senadora Eva Contreras Sandoval (desde la curul):
Sí.

La senadora Gabriela Ruiz del Rincón (desde la curul):
A favor.

La diputada Blanca Luna Becerril (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado José Ascención Orihuela Bárcenas (desde la
curul): A favor.

El senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (desde la
curul): Sí.

El senador Ramiro Hernández García (desde la curul):
A favor.

El senador Raúl José Mejía González (desde la curul): A
favor.

El senador Rogelio Humberto Rueda Sánchez (desde la
curul): Sí.

El senador Rubén Fernando Velázquez López (desde la
curul): A favor.

La senadora Josefina Cota Cota (desde la curul): A favor.

El senador Jesús Garibay García (desde la curul): A fa-
vor.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
A favor.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (desde la
curul): A favor.

El senador Luis Alberto Villarreal García (desde la cu-
rul): En pro.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: A favor.

¿Falta algún legislador de emitir su voto? Se emitieron 32
votos en pro, 0 votos en contra.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Aprobado el proyecto de decreto por 32 votos. Pasa al
Ejecutivo para sus efectos constitucionales.

DIA INTERNACIONAL DEL MIGRANTE

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
El siguiente punto del orden del día es el dictamen a discu-
sión con punto de acuerdo. En virtud de que se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la Secreta-
ría a la asamblea, en votación económica, si se autoriza que
sólo se lean los puntos de acuerdo.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Por instrucciones de la Presidencia se consulta a la asam-
blea, en votación económica, si se autoriza que sólo se le-
an los puntos de acuerdo. Los legisladores que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Los legisladores que es-
tén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
Se autoriza.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Poder Legislativo Federal.—Comisión Permanente.

A la Primera Comisión de Trabajo de la Comisión Perma-
nente, correspondiente al primer receso del tercer año de
ejercicio constitucional de la LX Legislatura, fue turnada la
proposición con punto de acuerdo para exhortar al Ejecuti-
vo federal, a los gobiernos de los estados, del Distrito Fe-
deral y de los municipios impulsen desde sus respectivos
ámbitos de competencia la conmemoración del “Día Inter-
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nacional del Migrante”, el 18 de diciembre, presentada por
el senador Ángel Alonso Díaz-Caneja, del Grupo Parla-
mentario del Partido Acción Nacional. 

Los ciudadanos legisladores integrantes de esta Comisión
realizaron el estudio y análisis de los planteamientos de la
propuesta, a fin de valorar su contenido, deliberar e inte-
grar el presente dictamen. 

Con fundamento en los artículos 78 fracción III de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 116,
127 párrafo primero y demás aplicables de la Ley Orgáni-
ca del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
así como 58, 60, 87, 88 y 176 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, los miembros de la Primera Comisión que sus-
criben, someten a la consideración del Pleno de la Comisión
Permanente del Congreso de la Unión el presente 

Dictamen 

Antecedentes 

La Proposición que se cita en el proemio, fue presentada en
la Sesión del Pleno de la Comisión Permanente de fecha 22
de diciembre de 2008 y turnada para su estudio y dictamen
correspondiente a la Primera Comisión de Trabajo, de Go-
bernación, Puntos Constitucionales y Justicia. 

Consideraciones 

I. En su capítulo de antecedentes, el autor de la proposición
manifiesta sustancialmente lo siguiente: 

• Que el fenómeno social de la migración hoy en día ha
tomado fuerza y se ha generalizado en todos los espa-
cios de acción de la población; ello, en gran medida, por
la globalización. La continuidad de este fenómeno ha
generado que los países involucrados tomen múltiples
medidas al respecto. 

• Que con relación al tema de migración, México es el
país con mayor ingreso de remesas en el mundo, con 19
mil 970.50 millones de dólares aproximadamente, can-
tidad registrada por el Banco de México durante el
2008. Sumado a esto, actualmente residen en los Esta-
dos Unidos de América aproximadamente 11 millones
de connacionales, según las últimas cifras del Buró del
Censo de la Unión Americana, además de una comuni-
dad creciente denominada población méxico-america-

na, compuesta por descendientes de mexicanos, que su-
pera los 15 millones de personas. Este fenómeno se de-
be, en gran medida, a la situación geográfica en la que
nos encontramos, que permite, con mayor facilidad, la
fluidez de migrantes al vecino país del norte; y, por otro
lado, la situación económica y social que atraviesan mi-
llones de mexicanos. 

• Que la Organización de Naciones Unidades (ONU) ha
manifestado su preocupación respecto al fenómeno de
la migración y todos los factores que a éste rodean, que
van desde los derechos humanos y la calidad laboral,
hasta los flujos económicos que le son subyacentes. 

• Señala que el 4 de diciembre de 1990, la Asamblea Ge-
neral de la ONU adoptó la Convención Internacional so-
bre la Protección de los Derechos de todos los Trabaja-
dores Migratorios y de sus Familiares, antecedente de lo
que hoy conocemos como el Día Internacional del Mi-
grante, el cual se proclamó el 18 de diciembre. 

II. En su capítulo de consideraciones, el autor de la Propo-
sición que se dictamina señala: 

• Que la proclamación del 18 de diciembre como Día In-
ternacional del Migrante se debe, entre otros motivos, al
creciente número de migrantes que existe en el mundo,
y a la preocupación internacional por asegurar su pro-
tección y el respeto de sus derechos y libertades funda-
mentales. 

• Que los estados miembros de la ONU, así como orga-
nizaciones intergubernamentales y organizaciones no-
gubernamentales, están invitados a observar el Día Inter-
nacional del Migrante a través de difusión de información
sobre los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les de los migrantes, el intercambio de experiencias y la
formulación de medidas para protegerlos. 

• Termina señalando que México, a través de sus dife-
rentes órganos gubernamentales, fomenta programas so-
ciales que tienen como objetivo brindar seguridad a los
connacionales que se encuentran en el exterior, así co-
mo alentar y promover los flujos de las personas con un
amplio sentido del respeto a sus derechos humanos, ya
sea para el regreso a su lugar de origen y/o para la pro-
tección de su persona y patrimonio. 

Siendo así fundamental la necesidad de impulsar en ma-
yor medida la participación de otras instituciones en la



defensa y tutela de los derechos de los migrantes, desde
los gobiernos estatales y municipales, incluyendo a los
poderes legislativos estatales y el Congreso de la Unión
hasta los órganos desconcentrados de la administración
pública y organizaciones de la sociedad civil. 

Para tal efecto, el autor propone el siguiente: 

“Punto de Acuerdo 

Primero. La Comisión Permanente exhorta al Ejecutivo
federal, gobiernos estatales, Distrito Federal y munici-
pios a que impulsen, desde sus respectivos ámbitos de
competencia, la conmemoración del 18 de diciembre
como Día Internacional del Migrante, para que la próxi-
ma celebración, en 2009, tenga un mayor realce. 

Segundo. La Comisión Permanente solicita a la Secre-
taría de Gobernación para que, a través del Instituto Na-
cional de Migración, envíe un informe al Senado de la
República al inicio del próximo periodo ordinario de se-
siones, con la cantidad de migrantes mexicanos que vi-
sitaron el territorio nacional durante el 2008, el número
de connacionales que se quedó a residir en el país, de vi-
sitantes que ingresaron en el periodo vacacional de di-
ciembre, de extranjeros que se quedó a residir en terri-
torio nacional, y de mexicanos migrantes que durante el
periodo vacacional de diciembre del mismo año estuvo
en el país y no retornó al extranjero.”

III. Los integrantes de la Comisión Dictaminadora coinci-
den plenamente y hacen suyos los planteamientos del autor
de la proposición con punto de acuerdo, tomando en cuen-
ta los siguientes elementos principales: 

• La Proposición de referencia aborda el tema de la con-
memoración del 18 de diciembre denominado “Día In-
ternacional del Migrante”. 

• Que efectivamente México suscribió la Carta de las
Naciones Unidas por la que se creó la Organización de
las Naciones Unidas, admitido el 7 de noviembre de
1945; ratificada por nuestro país el 5 de octubre de 1945
y publicada en el Diario Oficial de la Federación el 17
de octubre de 1945. 

• Como se señala en la Proposición con Punto de Acuer-
do en cuestión, el 4 de diciembre de 2000 la Asamblea
General de la ONU, teniendo en cuenta que existe un
importante número de inmigrantes en el mundo, y que

ese número continúa incrementándose, proclamó el Día
Internacional del Migrante (resolución 55/93), para lo
cual se reproduce literalmente la resolución aprobada
por la Asamblea General: 

“55/93. Proclamación del 18 de diciembre Día Inter-
nacional del Migrante 

La Asamblea General, 

Tomando nota de la decisión 2000/288 del Consejo
Económico y Social, de 28 de julio de 2000, 

Considerando que la Declaración Universal de Dere-
chos Humanos proclama que todos los seres huma-
nos nacen libres e iguales en dignidad y derechos, y
que toda persona tiene los derechos y libertades pro-
clamados en ella, sin distinción de ningún tipo, en
particular de raza, color u origen nacional, 

Teniendo en cuenta el número elevado y cada vez
mayor de migrantes que existe en el mundo, 

Alentada por el creciente interés de la comunidad in-
ternacional en proteger efectiva y plenamente los de-
rechos humanos de todos los migrantes, y destacan-
do la necesidad de seguir tratando de asegurar el
respeto de los derechos humanos y las libertades
fundamentales de todos los migrantes, 

1. Decide proclamar el 18 de diciembre Día Interna-
cional del Migrante; 

2. Invita a los Estados Miembros, así como a las or-
ganizaciones intergubernamentales y no guberna-
mentales, a que, para conmemorar el Día Internacio-
nal del Migrante, entre otras cosas, difundan
información sobre los derechos humanos y las liber-
tades fundamentales de los migrantes, intercambien
experiencias y formulen medidas para protegerlos; 

3. Pide al Secretario General que señale la presente
resolución a la atención de todos los gobiernos y or-
ganizaciones intergubernamentales y no guberna-
mentales apropiadas.”

• La Comisión Dictaminadora toma en cuenta que, con-
forme a lo dispuesto en el artículo 133 de la Constitu-
ción Política de los Estados Unidos Mexicanos, “esta
Constitución, las leyes del Congreso de la Unión que
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emanen de ella y todos los tratados que estén de acuer-
do con la misma, celebrados y que se celebren por el
Presidente de la República, con aprobación del Senado,
serán la ley suprema de toda la nación”. 

Con sustento en lo anterior, la Comisión Dictaminadora
considera procedente exhortar respetuosamente a los go-
biernos federal, estatales, municipales y del Distrito Fede-
ral, en los términos propuestos en el instrumento que se
dictamina. 

Por lo que se refiere al segundo resolutivo de la proposi-
ción que se dictamina, esta Comisión toma en cuenta los si-
guientes elementos: 

• El 19 de octubre de 1993, fue creado el Instituto Na-
cional de Migración, el cual tiene por objeto la planea-
ción, ejecución, control, supervisión y evaluación de los
servicios migratorios, al igual que las relaciones de co-
ordinación con las diferentes dependencias de la Admi-
nistración Pública Federal que concurrieran en la aten-
ción y solución de los asuntos relacionados con la
materia. 

• Que el Instituto Nacional de Migración es un Órgano
Técnico Desconcentrado de la Administración Pública
Federal, dependiente de la Secretaría de Gobernación, el
cual aplica la legislación migratoria vigente. Se repro-
ducen literalmente los artículos 35, 36 y 55 del Regla-
mento Interior de la Segob: 

“Artículo 35. Para la más eficaz atención y el efi-
ciente despacho de los asuntos de su competencia, la
Secretaría contará con órganos administrativos des-
concentrados que le estarán jerárquicamente subordi-
nados. 

Los órganos administrativos desconcentrados y sus
titulares tendrán las competencias y facultades que
este Reglamento les confiere y, en su caso, las espe-
cíficas que les señale el instrumento jurídico que los
cree o regule o los acuerdos de delegación de facul-
tades del Secretario. 

El Secretario establecerá la estructura orgánica y fun-
ciones complementarias de los órganos administrati-
vos desconcentrados, mediante acuerdos que serán
publicados en el Diario Oficial de la Federación. 

Artículo 36. La Secretaría tendrá los siguientes ór-
ganos administrativos desconcentrados: 

I. a IV. ... 

V. Instituto Nacional de Migración; 

VI. a XI. ... 

Artículo 55. El Instituto Nacional de Migración es
un órgano técnico desconcentrado que tiene por ob-
jeto la planeación, ejecución, control, supervisión y
evaluación de los servicios migratorios, así como el
ejercicio de la coordinación con las diversas depen-
dencias y entidades de la Administración Pública Fe-
deral, que concurren en la atención y solución de los
asuntos relacionados con la materia. 

Para el desarrollo de sus atribuciones, el Instituto
contará con los servidores públicos que se requieran
y el personal adscrito a la Unidad de Verificación y
Vigilancia, de conformidad con las disposiciones
normativas aplicables.”

Consecuentemente, la Comisión Dictaminadora considera
procedente solicitar a la Secretaría de Gobernación, por
conducto del Instituto Nacional de Migración, haga llegar
a esta Soberanía, un informe detallado y actualizado sobre
el movimiento migratorio durante el año 2008. 

En mérito de lo antes expuesto, los integrantes de la Pri-
mera Comisión, someten a la consideración del Pleno el si-
guiente

Punto de Acuerdo 

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, en el ámbito de colaboración entre los Poderes, ex-
horta respetuosamente a los titulares del Poder Ejecutivo
federal, de los gobiernos estatales y municipales y del
Distrito Federal, por conducto de las dependencias com-
petentes, impulsen la conmemoración y celebración del
“Día Internacional del Migrante”, establecido el 18 de di-
ciembre. 

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, con sustento en lo dispuesto en los numerales 1 y 3
del artículo 45 y en los numerales 1 y 3 del artículo 97 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Estados Uni-
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dos Mexicanos, solicita al titular de la Secretaría de Go-
bernación, por conducto del Instituto Nacional de Migra-
ción, haga llegar a esta soberanía, un informe detallado y
actualizado sobre el movimiento migratorio durante el año
2008. 

Sala de Comisiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, a 7 de enero de 2009.

La Primera Comisión –Gobernación, Puntos Constitucionales y
Justicia: diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (rúbrica), presi-
dente; diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada, diputado Raúl
Cervantes Andrade, secretarios; senador Humberto Andrade Quezada
(rúbrica), senadora Beatriz Zavala Peniche (rúbrica), diputada Lariza
Montiel Luis (rúbrica), senadora Gabriela Ruiz del Rincón (rúbrica),
diputada María Esther Jiménez Ramos (rúbrica), senador Fernando
Castro Trenti (rúbrica), diputado José Rubén Escajeda Jiménez (rúbri-
ca), senador Ramiro Hernández García (rúbrica), diputado Gerardo Vi-
llanueva Albarrán, senador Rubén Fernando Velázquez López (rúbri-
ca), senador Gabino Cué Monteagudo, diputado Manuel Portilla
Diéguez.»

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (desde
la curul): Pido la palabra.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García:
¿Está solicitando el uso de la palabra?

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (desde
la curul) Sí.

El Presidente senador Luis Alberto Villarreal García: Y
es de concedérsele. En consecuencia, están a discusión los
puntos de acuerdo. Se abre el registro de oradores, y tengo
registrado al presidente de la comisión, supongo que en
pro. Tiene usted, para el efecto, el uso de la palabra.

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez: Muchas
gracias, diputado presidente.

Señoras legisladoras y señores legisladores, en la Primera
Comisión —Gobernación, Puntos Constitucionales y Justi-
cia— aprobamos este dictamen con el propósito de hacer
un gran reconocimiento al Día Internacional de los Mi-
grantes, en particular en nuestro país a los hermanos mexi-
canos que han tenido que irse a trabajar a Estados Unidos,
por necesidad no por gusto.

Y qué bueno que se haga este exhorto a los órdenes de go-
bierno para homogeneizar la fecha y para poder hacer el re-

conocimiento que necesitan los migrantes. Pero aquí más
que reconocimientos, lo que necesitan los migrantes son
acciones de los tres poderes del Estado mexicano.

Lo que necesitan los migrantes es un trato más justo, más
equitativo, un trato más recíproco. Bastaría decir simple-
mente que a noviembre del año pasado, que es la cifra más
reciente disponible, habían enviado remesas por 21 mil 577
millones de dólares, una estimación de 236 mil millones de
pesos.

Eso es lo que hace que haya tranquilidad en el sector rural
mexicano, lo que le da los medios de subsistencia a millo-
nes de familias mexicanas. Y a cambio de eso el gobierno
federal solamente en el Presupuesto ha asignado… entre la
iniciativa que mandó el Ejecutivo federal y esta legislatura
le hemos concedido 700 millones de pesos para el pago de
adeudo de braceros migratorios del 42 al 64; 503 millones
al Programa 3 x 1, conocido como “iniciativa ciudadana de
mexicanos en el exterior”; y otros cuantos programas que
son realmente incipientes.

Ahora, nuestros paisanos están regresando de Estados Uni-
dos ante la crisis financiera y económica que se vive en
aquel país, cuando pierden el empleo, cuando están dejan-
do de pagar sus hipotecas, cuando están dejando de pagar
los créditos de sus vehículos. Y ahora nosotros en México
les asignamos una partida de apenas 300 millones de pesos
para hacerle frente y atender a los mexicanos que ahora por
necesidad están regresando de Estados Unidos hacia Méxi-
co.

Había un debate estéril sobre quienes escriben en los dia-
rios diciendo que no iba a haber tal retorno; que México no
tenía que hacer esa predicción. Hoy, el presidente electo de
Estados Unidos está diciendo que la dimensión del proble-
ma de Estados Unidos se está agravando y que no es del
tamaño que se pensaba, sino que va a ser mucho peor.

Nosotros aquí sí estamos a favor de hacer ese reconoci-
miento a los migrantes, pero yo creo que basta de recono-
cimientos, basta de discursos. Necesitamos acciones con-
cretas, necesitamos recibir dignamente a los paisanos que
están regresando de Estados Unidos.

Necesitamos una mejor relación con ellos. Necesitamos ac-
tivar programas de atiendan a los que se quedan acá, de las
familias que a raíz de la migración están divididas. Eso es
lo que convoca el Grupo Parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.
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No más discursos para los migrantes. Acciones y progra-
mas concretos. Muchas gracias.

Presidencia del diputado 
César Duarte Jáquez

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Consulte
la Secretaría a la asamblea si se considera suficientemente
discutido el punto de acuerdo.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
En votación económica, se pregunta a la asamblea si se
considera suficientemente discutido el punto de acuerdo.
Los legisladores que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Los legisladores que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutido.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
En votación económica se preguntan si se aprueban los
puntos de acuerdo. Los legisladores que estén por la afir-
mativa sírvanse manifestarlo. Los legisladores que estén
por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
dos los puntos de acuerdo. Comuníquense. Continúe la
Secretaría.

PERMISO PARA ACEPTAR CONDECORACION

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexicanos.—
Cámara de Diputados.— LX Legislatura.

Secretarios de la Comisión Permanente.— Presentes.

El suscrito, diputado federal César Duarte Jáquez, Presi-
dente de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados, por
mi propio derecho solicito de esta Comisión Permanente el
premiso a que se refiere el artículo 37, inciso c), fracción
III, de la Constitución Política de los Estados Unidos Me-

xicanos, para aceptar y usar la condecoración Medalla Pre-
sidencial, que me será conferida por el gobierno de la Re-
pública de Guatemala el próximo 13 de enero del presente. 

Para los efectos conducentes, adjunto a la presente copia
simple de la carta enviada por el presidente del Congreso
de la República de Guatemala, por la que comunica el otor-
gamiento de dicha condecoración; asimismo, adjunto copia
simple del acuerdo gubernativo 478-2006 por el que se
aprueba el otorgamiento de la misma. 

Finalmente, solicito atentamente que al presente asunto se
le dé carácter de urgente, en términos del artículo 50 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos. 

En espera de su aceptación, aprovecho la ocasión para en-
viarles un cordial saludo. 

Atentamente 

Palacio Legislativo de San Lázaro.— Diputado César Duarte Jáquez,
Presidente.»

«Escudo.— El Presidente del Congreso de la República de
Guatemala.

Excelentísimo señor César Duarte Jáquez, Presidente de la
Cámara de Diputados de los Estados Unidos Mexicanos:

Dentro del marco de nuestras fraternas relaciones donde la
libertad, la dignidad y la situación geopolítica de nuestra
región la hacen especial, es necesario cultivar la conviven-
cia y preservar los conceptos de vida que nuestros pueblos
merecen y hoy exigen.

Con esos valores de referencia nos hemos visto estimula-
dos a destacar la excelente oportunidad que hace viva nues-
tra articulación y con manifestaciones que exalten los he-
chos, particularmente hoy que se nos ha informado que en
Consejo de Ministros, el excelentísimo señor Presidente
Constitucional de la República, ciudadano don Álvaro Co-
lom Caballeros, dispuso condecorarlo con la “Medalla Pre-
sidencial”, la cual será impuesta en una recepción que se
llevará a cabo en el Palacio Nacional, el martes 13 de ene-
ro de 2009, a las 19:00 horas.

En nuestra condición de presidente saliente y presidente
entrante de la Junta Directiva del Congreso de la Repúbli-
ca nos congratulamos por tal acontecimiento y nos honra-
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mos en invitar al excelentísimo señor Presidente de la Cá-
mara de Diputados, ciudadano don César Duarte Jáquez
para que asista a la sesión solemne programada para el día
14 de enero de 2009, en la cual tomará posesión la nueva
Junta Directiva de este alto organismo del Estado.

Como se estila en estas invitaciones nuestra institución se
hará cargo de los gastos de boleto aéreo, hospedaje y ali-
mentación para su excelencia y un representante que lo
acompañe en la estadía los días 13 y 14 de enero de 2009.

Con la esperanza de poder tener el honor y el privilegio de
saludarlo en esta su casa, hacemos propicia la oportunidad
para suscribirnos de su excelencia con la manifestación de
nuestros sentimientos de fraterna amistad, como sus servi-
dores.

10 de diciembre de 2008.— Licenciado Arístides Crespo Villegas (rú-
brica), Presidente; diputado Roberto Alejos Cambara (rúbrica), presi-
dente electo.»

«Escudo.— Presidencia de la República de Guatemala,
C.A.

Acuerdo Gubernativo No. 478-2006

El Presidente de la República

Considerando

Que la Constitución Política de la República de Guatema-
la establece como función del Presidente de la República la
concesión de condecoraciones a guatemaltecos y extranje-
ros, por lo cual se instituyó una condecoración que el Pre-
sidente de la República puede otorgar a personas indivi-
duales o jurídicas, tanto nacionales como extranjeras, que
lo merezcan por sus servicios prestados o por sus aportes
que contribuyan especialmente al engrandecimiento del
país. Dicha condecoración se instituyó por medio del
Acuerdo Gubernativo número 71-92, de fecha 20 de febre-
ro de 1992 y sus reformas.

Que el Acuerdo Gubernativo citado en el considerando an-
terior, ha sido objeto de reformas; por lo que es convenien-
te unificarlas en un solo cuerpo legal para facilitar la apli-
cación del procedimiento contenido en las mismas. Para el
efecto anterior es imperativo derogar los acuerdos guber-
nativos citados y emitir una nueva disposición.

Por tanto, en ejercicio de las funciones que le confieren los
incisos e) y u) del artículo 183 de la Constitución Política
de la República de Guatemala.

Acuerda

Artículo 1. Instituir la “Orden Presidencial” la que será
otorgada por el Presidente de la República como símbolo
de honor y reconocimiento a las personas guatemaltecas o
extranjeras que lo merezcan por sus servicios prestados o
por sus aportes en las ciencias, la educación, la cultura, el
desarrollo y en otras actividades que contribuyan o hayan
contribuido especialmente al engrandecimiento de Guate-
mala.

Artículo 2. La Orden Presidencial se materializará en una
medalla-insignia con las dimensiones y características es-
tablecidas en el artículo 3 del presente acuerdo, haciéndo-
se pertinente la elaboración de réplicas de la misma, de
menores dimensiones, para hacer apropiado su uso en ce-
remonias protocolarias y un rosetón o botón para utilizar en
traje de calle, cuando corresponda.

Artículo 3. La medalla, ostentará en su anverso el Escudo
Nacional, esmaltada en sus colores naturales, con una ban-
da periférica en que se leerá: “Orden Presidencial. Guate-
mala” y en su reverso, grabado, los nombres y apellidos del
recipiendario y del Presidente de la República. Todo, en-
gastado en una joya labrada en metal consistente en: Estre-
lla de cuatro lados con puntas abiertas y cuatro picos inter-
puestos entre sus puntas; la parte interior de las puntas
esmaltada en blanco, y en celeste su parte exterior y los
cuatro picos interpuestos; colocada sobre una cruz de ocho
picos por punta, con una separación lineal de tres pulgadas
y un cuarto (3 ¼”) entre sus puntas extremas. La totalidad
de sus piezas llevarán baño de oro y penderá de un listón
en colores azul, blanco y celeste, de cuatro centímetros de
longitud.

Artículo 4. Al recipiendario de la Orden Presidencial se le
entregará asimismo una réplica a escala de la medalla, ba-
ñada en oro, con listón, con dimensión de tres cuartos de
pulgada (3/4”) entre sus puntas extremas, para utilizar en la
solapa durante actos ceremoniales en que sea pertinente.
En igual forma se entregará un rosetón o botón, en listón
del mismo color de la orden principal, para utilizar en tra-
je de calle cuando corresponda.

Artículo 5. Corresponde al Presidente de la República, co-
mo Jefe Supremo de la orden, decidir el otorgamiento de la
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misma mediante acuerdo gubernativo, en el cual se detalle
los méritos de la persona que justifican recibir ese alto ho-
nor.

El Secretario Privado de la Presidencia será el Canciller de
la Orden Presidencial y, como tal, responsable de todo lo
relacionado con su otorgamiento, incluyendo llevar el libro
de registro de las personas a quienes se confiera, debiendo
disponer en su presupuesto lo concerniente para asegurar el
debido cumplimiento de lo establecido en este acuerdo.

Artículo 6. La medalla será acompañada de un diploma, el
cual consistirá en un certificado suscrito por el canciller de
la orden en el que se debe consignar los datos relativos al
Acuerdo Gubernativo por el que se confirió la Orden Pre-
sidencial, el detalle de los méritos de la persona que justi-
ficaron el alto honor y los datos de su inscripción en el li-
bro respectivo.

Artículo 7. Se deroga el Acuerdo Gubernativo número 71-
92 de fecha 20 de febrero de 1992; el Acuerdo Gubernati-
vo número 412-2003, de fecha 11 de julio de 2003 y el
Acuerdo Gubernativo número 262-2006, de fecha 24 de
mayo de 2006.

Artículo 8. El presente acuerdo empezará a regir el día si-
guiente de su publicación en el Diario de Centro América.

Comuníquese.

Guatemala, 14 de septiembre de 2006.»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Con fun-
damento en los artículos 59 y 60 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, consulte la Secretaría a la asamblea si
se le dispensan los trámites y se pone a discusión y vota-
ción de inmediato.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Por instrucciones de la Presidencia, con fundamento en los
artículos 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, se
consulta a la asamblea si se le dispensan todos los trámites
y se pone a discusión y votación de inmediato. Los legisla-
dores que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo.
Los legisladores que estén por la negativa sírvanse mani-
festarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se dis-
pensan todos los trámites. Proceda la Secretaría a leer el
proyecto de decreto.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Artículo único. Se concede permiso al ciudadano César
Duarte Jáquez para aceptar y usar la condecoración Meda-
lla Presidencial que le confiere el gobierno de la República
de Guatemala.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Está a dis-
cusión el proyecto de decreto. No habiendo quien haga uso
de la palabra, proceda la Secretaría a recoger la votación
nominal.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
Se va a proceder a recoger la votación nominal, en lo ge-
neral y en lo particular. Se pide que se hagan los avisos a
que se refiere el artículo 161 del Reglamento para el Go-
bierno Interior. Su servidor, José Rubén Escajeda Jiménez,
recogerá los votos por la afirmativa, y se suplica a la dipu-
tada Marcela Cuen que tome la votación por la negativa.

La diputada María Esther Jiménez Ramos (desde la cu-
rul): Por la afirmativa.

El diputado Carlos Augusto Bracho González (desde la
curul): A favor.

El diputado Juan de Dios Castro Muñoz (desde la cu-
rul): Sí.

El senador Humberto Andrade Quezada (desde la cu-
rul): Sí.

La diputada Lariza Montiel Luis (desde la curul): A fa-
vor.

El senador Javier Orozco Gómez (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado Raúl Cervantes Andrade (desde la curul): A
favor.

El diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva (desde la curul):
A favor.

El diputado Francisco Javier Calzada Vázquez (desde
la curul): A favor.
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El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): A favor.

El diputado Octavio Martínez Vargas (desde la curul): A
favor.

El diputado Carlos Altamirano Toledo (desde la curul):
A favor.

El senador Marco Humberto Aguilar Coronado (desde
la curul): Sí.

El diputado Luis Fernando Rodríguez Ahumada (desde
la curul): Sí.

La senadora María Teresa Ortuño Gurza (desde la cu-
rul): Sí.

La senadora María Beatriz Zavala Peniche (desde la cu-
rul): Sí.

La senadora Eva Contreras Sandoval (desde la curul):
Sí.

La senadora Gabriela Ruiz del Rincón (desde la curul):
A favor.

La diputada Blanca Luna Becerril (desde la curul): A fa-
vor.

El diputado José Ascensión Orihuela Bárcenas (desde la
curul): A favor.

El senador Renán Cleominio Zoreda Novelo (desde la
curul): Sí.

El senador Ramiro Hernández García (desde la curul):
A favor.

El senador Raúl José Mejía González (desde la curul): A
favor.

El senador Rogelio Rueda Sánchez (desde la curul): Sí.

El senador Rubén Fernando Velázquez López (desde la
curul): Sí.

La senadora Josefina Cota Cota (desde la curul): A favor.

El senador Jesús Garibay García (desde la curul): Gari-
bay García, a favor.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
A favor.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla (desde la
curul): A favor.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Duarte Já-
quez, a favor.

El senador Luis Alberto Villarreal García: Villarreal
García, a favor.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: A favor.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
¿Falta algún legislador o alguna legisladora de emitir su
voto?

Señor presidente, se emitieron 32 votos a favor.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
do el proyecto de decreto por 32 votos. Aprobado por
unanimidad. Pasa al Ejecutivo para sus efectos consti-
tucionales.

MEDIO ORIENTE

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: El si-
guiente punto del orden del día es el de proposiciones con
punto de acuerdo.

Tiene el uso de la palabra el senador Luis Alberto Villarreal
García, del Grupo Parlamentario de Acción Nacional, para
presentar punto de acuerdo por el que la Comisión Perma-
nente rechaza las acciones bélicas iniciadas en Medio
Oriente.

El senador Luis Alberto Villarreal García: “La noche
oscura no termina cuando somos capaces de distinguir al
hombre entre su sombra, termina cuando somos capaces de
no ver con diferencias a los hombres, no importa su edad,
su raza o su religión”. Simon Peres.

Con el permiso de la Presidencia. Vengo a solicitar una
propuesta con punto de acuerdo, de urgente resolución, por
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el que la Comisión Permanente de este Congreso de la
Unión rechaza las acciones bélicas iniciadas en Medio
Oriente y se suma al llamado urgente, emitido por la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores, para que los actores in-
volucrados pongan fin a las hostilidades y respeten el dere-
cho internacional humanitario, al tiempo que exhorta al
gobierno federal a que el representante de nuestro país an-
te el Consejo de Seguridad de la ONU lleve a cabo las ac-
ciones necesarias en la búsqueda de este cometido.

Quisiera solicitar a la Presidencia que me permita hacer
una sustitución al primer resolutivo que está publicado, to-
da vez que el Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional me ha solicitado ciertas modificaciones
y hemos decidido sustituir.

Para el efecto y antes de continuar con la exposición de
motivos de este punto de acuerdo, quisiera solicitar, presi-
dente, si me permite que la Secretaría lea, toda vez que co-
mo proponente estoy aceptando esta solicitud que me hace
el PRI.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Con gus-
to, señor senador.

Solicito a la Secretaría que lea la modificación propuesta.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: Resoluti-
vo.

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a las partes en conflicto a respetar
las disposiciones aplicables que contemplen el derecho hu-
manitario internacional respecto a la protección de la po-
blación civil, y la Carta de las Naciones Unidas, en relación
con la neutralidad de los espacios físicos de la ONU.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Continúe,
señor senador.

El senador Luis Alberto Villarreal García: Gracias, pre-
sidente.

En efecto, el pasado 27 de diciembre, luego de un cese al
fuego de seis meses, las fuerzas armadas de Israel bombar-
dearon el territorio que ocupa la franja de Gaza, afectando
gravemente a la población civil, a los hospitales, los siste-
mas de abastecimiento de agua y de todo servicio público,
edificios de gobierno y mezquitas de la zona.

Al día siguiente nuestro gobierno emitió un comunicado
para expresar su preocupación por dichos bombardeos, así
como por el excesivo uso de la fuerza en la zona de Gaza,
y manifestó también un tajante rechazo al lanzamiento de
cohetes desde la franja de Gaza hacia el territorio israelí.

Ese mismo día el gobierno de México hizo un llamado a
los actores involucrados en el conflicto para que respetaran
el derecho internacional humanitario y para que cesen de
manera inmediata las acciones militares y se permita el ac-
ceso a las organizaciones internacionales y ayuda humani-
taria a la zona de conflicto.

A pesar de múltiples esfuerzos emprendidos por distintos
países vecinos a la zona de conflicto y de diferentes latitu-
des, así como por el Consejo de Seguridad para alcanzar el
restablecimiento de la paz, y del llamado de la comunidad
internacional para que cese el fuego, el pasado 3 de enero
las tropas israelíes iniciaron una incursión terrestre en la
zona de Gaza.

Ante esa escalada de violencia, el gobierno de nuestro país
emitió un nuevo comunicado para reiterar a las partes su
urgente llamado para ponerle fin a las hostilidades y alcan-
zar el cese inmediato al fuego.

El gobierno de la república y todo gobierno democrático en
el mundo no han parado de exigir de manera tajante y for-
mal que cesen las hostilidades y que se permita la atención
a los civiles. Todos los días, desde hace 11 días, hemos vis-
to y leído terribles crónicas de lo que los ciudadanos en la
franja de Gaza están padeciendo por la beligerancia y la in-
transigencia de las partes en conflicto.

Por eso hoy subo a esta tribuna para proponer el siguiente
punto de acuerdo, además del que ya se dio lectura:

Segundo: La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión expresa su respaldo absoluto a las medidas diplo-
máticas que ha iniciado el gobierno de México y se suma
al llamado urgente emitido por la Secretaría de Relaciones
Exteriores para que los actores involucrados en el conflic-
to en Medio Oriente pongan fin a las hostilidades y se re-
nueve inmediatamente el cese al fuego, así como para que
se respete el derecho internacional humanitario y se permi-
ta el acceso a las organizaciones internacionales de asis-
tencia humanitaria al conflicto.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión exhorta al gobierno federal a que mediante la
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Cancillería, y nuestro representante en el Consejo de Segu-
ridad de las Naciones Unidas, lleve a cabo todas las accio-
nes diplomáticas en la búsqueda del restablecimiento de la
paz en la franja de Gaza.

Cuarto. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión manifiesta su solidaridad con las víctimas de
los lamentables acontecimientos que han venido sucedién-
dose en la franja de Gaza, y hace votos por el pronto resta-
blecimiento del diálogo entre los actores del conflicto, a fin
de que se encuentre una salida pacífica que permita evitar
la pérdida de más vidas humanas, especialmente de civiles.

Presidente, toda vez que esta solicitud es de urgente reso-
lución, le solicito que consulte a la asamblea si es de acep-
tarse el trámite, que lo haga de manera nominal, si es que
algún legislador me apoya en esta posición. Gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Ha solici-
tado para… Antes, el diputado Tonatiuh Bravo tiene el uso
de la palabra.

El diputado Itzcóatl Tonatiuh Bravo Padilla: Gracias di-
putado presidente.

Estimadas legisladoras y estimados legisladores, los Gru-
pos Parlamentarios del Partido de la Revolución Democrá-
tica, del Partido Revolucionario Institucional y de Conver-
gencia inscribimos un punto de acuerdo que tiene que ver,
precisamente, con el tema al que el senador que me ante-
cedió en el uso de la palabra se ha referido.

Hay una propuesta de inserción del ejemplar que ustedes
tienen en la Gaceta Parlamentaria a un resolutivo segundo,
en donde se exhorta a las partes en conflicto a respetar las
disposiciones aplicables que contempla el derecho huma-
nitario internacional respecto a la protección de la pobla-
ción civil, y la carta de las Naciones Unidas, con relación a
la neutralidad de los espacios físicos de la ONU.

Está suscrito por los diputados, no solamente que aparecen
en la Gaceta Parlamentaria, el diputado Javier González
Garza y el de la voz, sino también por los diputados Ale-
jandro Chanona, Cuauhtémoc Velasco, el senador Fernan-
do Castro Trenti, del Partido Revolucionario Institucional,
el diputado Octavio Martínez, del Partido de la Revolución
Democrática, y el diputado José Ascención Orihuela.

En virtud de que se tratan de contenidos similares, pediría
que se conjugara un mismo punto de acuerdo de la Perma-

nente; el punto de acuerdo modifica la petición que se ha-
cía en el sentido de hacer referencia al embajador.

De tal manera que solamente expresa estos tres puntos que
están en la Gaceta Parlamentaria, los cuales voy a leer:

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión condena enérgicamente la incursión militar
israelí en contra de la población palestina en la franja de
Gaza, la cual viola los principios contenidos en la carta de
las Naciones Unidas y llama a las partes en conflicto a al-
canzar de inmediato el cese al fuego.

Segundo. (Al que ya di lectura) Se exhorta a las partes en
conflicto a respetar las disposiciones aplicables que con-
templa el derecho humanitario internacional respecto a la
protección de la población civil de la carta de las Naciones
Unidas con relación a la neutralidad de los espacios físicos
de la ONU.

Tercero. Se hace un respetuoso llamado al gobierno de Is-
rael y a la Autoridad Nacional Palestina para iniciar, lo más
pronto posible, pláticas que permita alcanzar una paz justa
y duradera en la zona.

Ésos son los tres puntos que contiene, y en virtud de que
hay grupos parlamentarios que estamos haciendo una fun-
damentación similar, solicito al senador que hiciéramos un
proyecto conjunto para que la Permanente tuviera una sola
expresión.

Tomando también en consideración que este punto sí está
agendado como de urgente resolución, y el que el senador
ha leído está en el orden del día como de turno a Comisión.

El senador Luis Alberto Villarreal García (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Sí, sena-
dor Villarreal.

El senador Luis Alberto Villarreal García: Quisiera ha-
cer algunas precisiones, en un ánimo, por supuesto, cons-
tructivo, porque me parece que lo que aquí estamos discu-
tiendo es, a final del día, una posición del Congreso de la
Unión respecto a lo que está sucediendo en la franja de Ga-
za, en donde nos estamos solidarizando con las víctimas y
en donde estamos, por supuesto, repudiando lo que allá es-
tá sucediendo.
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Las precisiones son en el siguiente sentido:

En primer término, cuando yo hice, inscribí mi proposi-
ción, venía como urgente u obvia; pero si no está así publi-
cado, lo he solicitado en la tribuna y ése es un trámite que
tiene que resolver la asamblea.

En segundo término, los resolutivos que leí, que son cuatro
y que están publicados, tienen una sustitución que me soli-
citó, a nombre del Grupo Parlamentario del PRI, el senador
Ramiro, que fue el que yo leí junto con los otros tres. De
manera que ya no me quedó muy claro si estamos hablan-
do del punto de acuerdo que yo presenté o estamos hablan-
do de un punto de acuerdo diferente al que usted y otros le-
gisladores, con todo el derecho del mundo, están
presentando.

Porque, a mí me parece —para concluir mi precisión—, me
parece indispensable que este Congreso, al margen de par-
tidos políticos reconozca una labor diplomática que el Es-
tado mexicano está llevando a cabo. No es el PAN, no es el
PRI, no es el PRD, no es ningún partido; es la diplomacia
mexicana, la representación ante el Consejo de Seguridad
de las Naciones Unidas de nuestro país.

Ayer, en México, fue enfático y sin titubeos. Ha hecho un
trabajo y está buscando primero restablecer la paz, y se-
gundo, por supuesto, condenar los actos que se están lle-
vando a cabo, tanto los ataques por parte de los israelíes co-
mo, por supuesto, del lanzamiento de cohetes desde la
franja de Gaza hacia Israel.

Cuando usted habla de una sustitución, la sustitución era
un intercambio en donde se decía: “no queremos recono-
cerle eso a la diplomacia mexicana, o se lo reconocemos
siempre y cuando se ponga un quinto artículo que esta-
blezca la exigencia del Congreso de la Unión a que retire-
mos a nuestro embajador de México en Israel”; a lo cual,
por supuesto que yo les dije, que no podíamos negociar una
cosa por la otra, porque finalmente no tenían nada que ver.

Es nuestra posición. Por supuesto que estoy en toda la dis-
posición de que encontremos un texto común. Pero, ya no
me quedó muy claro y sí quería hacer estas precisiones, to-
da vez que usted así lo mencionó, y me parece que la asam-
blea tiene todo el derecho del mundo a conocer cuáles fue-
ron las realidades. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor senador.

En este asunto, en virtud de que hay claras posiciones de
buscar un consenso y tomar, y que ha sido signado por la
gran mayoría de los grupos parlamentarios que componen
la Comisión Permanente, daríamos paso a buscar un reso-
lutivo en conjunto, común; por tanto, tendríamos el tiempo
para eso.

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): Presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Sí, dipu-
tado. ¿Con qué objeto, diputado Gerardo Villanueva?

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): Quiero tomar la palabra para que mi opinión sea con-
siderada por los diputados proponentes de este punto de
acuerdo.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Lo exhor-
to, señor diputado, como no está en discusión todavía el
punto y los grupos parlamentarios van a procesar un solo
comunicado, un solo posicionamiento, le solicito que se su-
me precisamente a esa discusión que se concrete; ahorita
en la discusión cada quien podrá hacer uso de la tribuna,
conforme a derecho les corresponde.

El diputado Gerardo Villanueva Albarrán (desde la cu-
rul): Eso era.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
diputado.

PRECIOS DE GASOLINAS Y DIESEL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Vamos a
dar el uso de la palabra al senador Ramiro Hernández Gar-
cía, del Grupo Parlamentario del PRI, para presentar un
punto de acuerdo por el que se exhorta al secretario de Ha-
cienda y Crédito Público a que suspenda el injustificado in-
cremento semanal de los precios de gasolina y diesel,
mientras que los grupos parlamentarios concretan un solo
resolutivo. Tiene el uso de la palabra el señor senador.

El senador Ramiro Hernández García: Muchas gracias,
señor presidente.

Compañeras y compañeros, en enero de 2008 entró en vi-
gor un decreto firmado por el Ejecutivo federal en el que se
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estableció el incremento global al impuesto a las gasolinas.
Dicho aumento mensual consiste en 2 centavos, 2.4 y 1.66
por cada litro de gasolina Magna y Premium, y de diesel,
respectivamente.

El decreto tendría una vigencia de 18 meses y su objeto se-
ría incrementar la recaudación de recursos, que estarían
destinados para el desarrollo de infraestructura en las enti-
dades federativas y sus municipios, según lo que se esta-
blece en la Ley de Impuestos Especiales sobre Producción
y Servicios.

El 10 de septiembre pasado, el secretario de Hacienda y
Crédito Público anunció la decisión del gobierno federal de
eliminar gradualmente los subsidios a la gasolina. El prin-
cipal argumento fue que los mexicanos teníamos que pagar
el combustible al mismo precio que en otros países, concre-
tamente Estados Unidos, ya que dicho subsidio representaba
una carga financiera para la Secretaría de Hacienda.

No obstante, el argumento principal del gobierno en este
momento ya no tiene justificación. La gasolina y el diesel
en México son al día de hoy más caros que en Estados Uni-
dos.

Podemos afirmar que a partir de noviembre de 2008 las ga-
solinas Premium y Magna son más baratas en Estados Uni-
dos que en México. Lo que implica que el subsidio a favor
de los consumidores nacionales ha desaparecido y, con és-
te, los argumentos para incrementar los precios a nivel na-
cional.

Con base en la información proporcionada por Pemex y el
Departamento de Energía de Estados Unidos, la gasolina
Premium en Estados Unidos registró un precio medio de
11.49 pesos por litro en julio de 2008 y se redujo a 7.20 pe-
sos por litro en diciembre de 2008. En México pasó de 9.04
a 9.54 pesos por litro.

En el caso de la gasolina Magna, en Estados Unidos du-
rante el mismo periodo registró un precio promedio de
10.85 pesos por litro y se redujo a 6.18 pesos. En México
pasó de 7.24 a 7.64 pesos por litro.

En todo 2008, y hasta el 3 de enero de 2009, en nuestro
país el precio de la gasolina Magna ha aumentado 10.1 por
ciento; la Premium tuvo un incremento de 9.6 por ciento; y
el diesel, de 24.4 por ciento. Se han dado 36 incrementos
en los últimos tres meses.

De igual manera, ante la caída del precio internacional,
nuestra gasolina ya no registra subsidio alguno. Al contra-
rio, registra un sobreprecio respecto al que se establece en
el mercado internacional.

No se entiende entonces por qué tiene que seguir subsi-
diando los combustibles cuando el precio del hidrocarburo
cayó a una tercera parte de lo que se cotiza cuando inicia-
ron los aumentos. Ya no existen razones para aplicar los fa-
mosos deslices. Ahora pensaríamos que el desliz en los
precios debería darse, pero a la baja. Los aumentos en los
precios de la gasolina siguen afectando en forma directa la
economía familiar, lesionando el poder adquisitivo de los
trabajadores.

De igual manera el alza de los precios de los combustibles
es el principal factor para provocar inflación, porque gene-
ra aumentos en todos los precios de los productos y los ser-
vicios. Asimismo, ha generado descontento social; muestra
de ello es el paro de más de 2 mil camaroneros que con jus-
to derecho demandan un precio razonable del diesel.

Es el momento para que la Secretaría de Hacienda realice
una medida de tipo económico y social, y suspenda los in-
crementos al precio de la gasolina y del diesel, y los ajuste
a los niveles internacionales.

Por lo expuesto, someto a la consideración de este pleno,
como un asunto de mayor importancia, el siguiente punto
de acuerdo.

Se exhorta al secretario de Hacienda y Crédito Público a
que suspenda el injustificado incremento semanal a los pre-
cios de la gasolina Premium y Magna, y al diesel, y los
ajuste a los precios internacionales.

Este punto lo agendamos desde el 22 de diciembre. Hoy lo
estamos presentando, 7 de enero de 2009. Es cuanto, señor
presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al secre-
tario de Hacienda y Crédito Público a suspender el injusti-
ficado incremento semanal de los precios de las gasolinas
y del diesel, a cargo del senador Ramiro Hernández García,
del Grupo Parlamentario del PRI

El que suscribe, Ramiro Hernández García, senador de la
República por el estado de Jalisco e integrante del Grupo
Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, en
la LX Legislatura de la honorable Cámara de Senadores,
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con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, se permite someter la
siguiente proposición con punto de acuerdo, de urgente y
obvia resolución al tenor de las siguientes:

Consideraciones

Primera. En enero de 2008, entró en vigor un decreto fir-
mado por el Ejecutivo federal, en el que se estableció el in-
cremento gradual al impuesto a las gasolinas. Dicho au-
mento mensual consistía en: 2 centavos, 2.44 centavos y
1.66 centavos, por cada litro de gasolina Magna, gasolina
Premium UBA y diesel, respectivamente.

Segunda. El decreto tendría una vigencia de 18 meses, y su
objeto sería  incrementar la recaudación de recursos, que
estarían destinados para el desarrollo de infraestructura en
las entidades federativas y sus municipios, según lo estipu-
lado en la propia Ley del Impuesto Especial Sobre Produc-
ción y Servicios.

Tercera. El 10 de septiembre pasado el secretario de Ha-
cienda y Crédito Público, doctor Agustín Carstens Cars-
tens, anuncio la decisión del gobierno federal de eliminar
gradualmente los subsidios presupuestales a la gasolina, el
principal argumento esgrimido por el funcionario para tan
dolorosa y drástica medida, fue que los mexicanos tenía-
mos que pagar el combustible al mismo precio que se pa-
gaba en otros países, concretamente en Estados Unidos de
América, porque el gobierno ya no podía sostener la in-
yección de recursos públicos que en ese momento nos ha-
cía tener una de las gasolinas más baratas del mundo.

Cuarta. El argumento original para elevar el precio del
combustible fue que el incremento del subsidio era incoste-
able, representando una carga financiera insostenible para la
Secretaría de Hacienda. La Secretaría de Hacienda estimó en
septiembre pasado, que el subsidio al combustible sería de
unos 25 mil millones de dólares en el 2008, frente a una es-
timación inicial de 19 mil millones de dólares. En conse-
cuencia, el precio de los combustibles en México se mantu-
vo por debajo de los precios internacionales, gracias al
subsidio.

Quinta. El argumento principal del gobierno se ha de-
rrumbado: la gasolina y el diesel en México son más caros
que en Estados Unidos. El precio de la gasolina más ven-
dida en México (Magna) alcanzó los 7.66 pesos por litro el

13 de diciembre pasado, comparado con 40.3 centavos por
litro que pagan actualmente los consumidores estadouni-
denses en promedio, según datos de la Asociación Mexica-
na de Empresarios Gasolineros  y de la página Fuelleco-
nomy.gov, del gobierno de Estados Unidos.

Sexta. Ante la caída de los precios internacionales de los
hidrocarburos, el escenario anterior se ha invertido, por lo
que nuestra gasolina ya no registra subsidio alguno, sino
que al contrario, ahora es más cara que la que se oferta en
el mercado internacional, que ha registrado importantes
disminuciones debido a la caída de los precios del petróleo
a nivel mundial.

Séptima. los analistas del mercado de combustibles en Es-
tados Unidos pronostican que en las próximas semanas se
mantendrá la tendencia a la baja en sus combustibles y que
la gasolina regular podría reducirse 99 centavos más para
ubicarse en precios que estiman podrían llegar hasta el
equivalente de los 4 pesos por litros. 

Octava. De igual manera, no se entiende porque tiene que
seguir subiendo cuando el precio del hidrocarburo cayó en
70 por ciento. A una tercera parte de lo que se cotizaba
cuando iniciaron los aumentos, ya no existen razones para
aplicar “la política de desliz”. Quisiera mencionar que de
enero hasta noviembre pasado, el costo de la gasolina
Magna se ha incrementado 7.8 por ciento, la Premium lo ha
hecho en 9.19 por ciento y el diesel en 17.70 por ciento.

Novena. Sin duda, el incremento en el precio de las gaso-
linas seguirá afectando en forma directa la economía fami-
liar, lesionando el poder adquisitivo de los trabajadores. De
igual manera afectará a todos los sectores de la comunidad.
Definitivamente, el alza de precios en los combustibles es
el principal factor para provocar inflación, porque genera
incremento en todos los productos y servicios

Ya no hay necesidad de seguir incrementando las gasolinas
porque solamente pegará en el bolsillo de los mexicanos.
Creo que es momento que la Secretaría de Hacienda tome
una medida de tipo social y decir ya detener el incremento
al precio de las gasolinas y el diesel.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de este Pleno, como de urgente y obvia resolución, la si-
guiente proposición con
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Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta al titular de la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público, de manera respetuosa y en el ámbito de
sus competencias, para que suspenda el injustificado incre-
mento semanal a los precios de las gasolinas Premium,
Magna y  Diesel, y los ajuste a los precios internacionales
de referencia.

Dado en el salón de sesiones del Palacio Legislativo de San Lázaro, a
22 de diciembre de 2008.— Senador Ramiro Hernández García (rúbri-
ca).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, senador don Ramiro Hernández García. Túrnese a
la Tercera Comisión de Trabajo.

El senador Javier Orozco Gómez (desde la curul): Pido
la palabra.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Sí, señor
senador, ¿con qué objeto?

El senador Javier Orozco Gómez (desde la curul): Sobre
el mismo tema.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Ha sido
turnado, señor senador, a la comisión. No está a discusión.

PRODUCCION DE ENVASES, BOLSAS 
Y BOTELLAS DE PLASTICO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el senador Javier Orozco Gómez, del Grupo Parla-
mentario del Partido Verde Ecologista de México, para pre-
sentar punto de acuerdo por el que se crea una norma ofi-
cial mexicana, conforme a la tecnología denominada
“oxodegradación”.

El senador Javier Orozco Gómez: Con su permiso, señor
presidente.

Honorable asamblea, la producción de plásticos se ha con-
vertido en un problema ambiental de dimensiones conside-
rables por el tardío procedimiento, precisamente, de su de-
gradación. Los plásticos son materiales de variados usos
que han desplazado a la madera y al vidrio de una gran can-

tidad de aplicaciones, que incluyen a la industria de la
construcción, la alimentaria, la farmacéutica y también a la
del transporte.

No obstante, la afectación principal al medio ambiente se
ubica en la producción de bolsas y botellas, porque se co-
mercializan y desperdician de manera masiva; cuando se
desechan permanecen en el ambiente durante décadas.
Además, miles de bolsas obstruyen alcantarillas y drenajes,
matan animales en tierra, ríos y océanos y desfiguran en el
entorno las calles, playas y paisajes.

Sin embargo, es importante reconocer los aspectos positi-
vos de la industria del plástico en la vida diaria, sin dejar
de considerar su impacto ambiental. Hay amplios sectores
que requieren forzosamente de una alta durabilidad del
plástico, garantizando, incluso, su no biodegradación. De
esta manera en algunas tareas, fomentar una rápida degra-
dación podría tener un riesgo a la vida humana, por ejem-
plo en el caso de las instalaciones eléctricas.

Por esta razón lo ideal es buscar mejores procesos de de-
gradación en las envolturas de alimentos y bebidas que en
términos estrictos representan solamente el 27 por ciento
de los productos plásticos. Generalmente son productos co-
mo refrescos, pan, galletas, sopas de pasta, cereales, bota-
nas, productos perecederos y productos de la línea de aba-
rrotes como café, leche y chocolate, por mencionar
algunos.

A su vez la distribución masiva y gratuita de bolsas de plás-
tico en los supermercados, tiene un impacto tan negativo
como la producción de botellas de refresco, que se usan en
cantidades impresionantes en nuestro país.

Ante este impacto ambiental los científicos e ingenieros
vienen desarrollando plásticos biodegradables obtenidos
de fuentes renovables como plantas y las propias bacterias.
Proponen como alternativa, después de diversos estudios,
un mecanismo llamado “oxodegradación”.

Se basa en la introducción de una pequeña cantidad de adi-
tivo, generalmente 3 por ciento, al proceso convencional de
manufactura de productos de plástico. Esta adición combi-
na el comportamiento del plástico y su degradación co-
mienza inmediatamente después de su fabricación y se ace-
lerará cuando se exponga al calor, luz o el propio estrés.

Este proceso es irrevocable y continúa hasta que el mate-
rial sea reducido a nada más que dióxido de carbono, agua
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y humus, y no deja fragmento de petropolímeros en el sue-
lo. Las bolsas serán consumidas por bacterias y hongos
después que el aditivo haya reducido la estructura de las
moléculas a niveles que permiten a microorganismos vivos
acceder al carbono e hidrógeno en ellos contenidos.

Es muy importante señalar que no contienen cloro orgáni-
co y el costo adicional es mínimo e inexistente para fabri-
car productos con esta tecnología. El tiempo que tardan es-
tos plásticos en degradarse puede programarse en el
momento de la producción y puede ser tan corto como unos
cuantos meses o tan largo como unos cuantos años.

Una importante ventaja es que las bolsas oxobiodegrada-
bles no producen metano y pueden llenarse con desperdi-
cios orgánicos, como la oxobiodegradación que no es foto-
degradación. El proceso continuará aunque el plástico
continúe enterrado.

En México estamos totalmente rezagados en la lucha con-
tra los plásticos convencionales que ocasionan un daño
irreversible al ambiente. No existe legislación que inhiba
su producción y mucho menos el fomento a la utilización
de métodos alternativos, como el almidón, bacterias u oxo-
degradación, a pesar de que México es considerado el se-
gundo consumidor de plástico en América Latina.

La oxodegradación empieza a ser utilizada en México, pe-
ro no seguimos dependiendo de la voluntad empresarial pa-
ra cambiar los esquemas de producción no biodegradable.
Por esta razón y por lo expuesto y fundado, la fracción par-
lamentaria del Partido Verde Ecologista de México propo-
ne a la consideración de esta soberanía la siguiente propo-
sición con punto de acuerdo.

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión respetuosamente solicita a la Secretaría de
Economía estudiar los elementos técnicos y científicos pa-
ra elaborar una norma mexicana para los productos de en-
vases, bolsas y botellas de plástico, en congruencia con una
nueva tecnología denominada “oxodegradación”, procu-
rando seguir en el precedente las especificaciones de la
Norma Americana ASTM6954, con el objetivo de mitigar
los efectos negativos de la degradación tardía en este tipo
de plásticos.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión respetuosamente exhorta a la Secretaría de
Economía a realizar una campaña extensa entre las empre-

sas que elaboran y distribuyen envases, bolsas y botellas de
plástico, con el objetivo de concientizar sobre la utilización
de productos biodegradantes, considerando los altos bene-
ficios ambientales y los reducidos costos económicos.

Finalmente, señor presidente, le solicito que el texto ínte-
gro del presente punto de acuerdo se inserte en el Diario de
los Debates. Por su atención, muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, para elaborar una
NOM sobre la producción de envases, bolsas y botellas de
plástico congruente con la tecnología denominada “oxode-
gradación”, a cargo del senador Javier Orozco Gómez, del
Grupo Parlamentario del PVEM

Los suscritos, senadores integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Verde Ecologista de México de la LX Le-
gislatura del Senado de la República, de conformidad con
lo establecido en el  artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, someten a la consideración de esta Cáma-
ra, la siguiente proposición con punto de acuerdo, con base
en las siguientes

Consideraciones

La producción de plástico se ha convertido en un problema
ambiental de dimensiones considerables, por el tardío pro-
cedimiento de su degradación. No son biodegradables por-
que son polímeros demasiado largos y compactos para ser
degradados por los organismos descomponedores. Además
se fabrican a partir de derivados del petróleo, fuente no re-
novable de energía.

Los plásticos son materiales de variados usos que han des-
plazado a la madera y al vidrio de una gran cantidad de
aplicaciones que incluyen la industria de la construcción, la
alimenticia, la farmacéutica y la del transporte. Se utilizan
con mucha frecuencia como substitutivo del cuero, en la
industria del calzado, y de la lana en la textil; ha reempla-
zado a la goma como aislante en las instalaciones eléctri-
cas y al metal en muchas piezas de automóviles; también
para fabricar todo tipo de electrodomésticos. No obstante,
la afección principal al medio ambiente se ubica en la pro-
ducción de bolsas y botellas, porque se comercializan y
desperdician de manera masiva. Cuando se desechan per-
manecen en el ambiente durante décadas y en muchos ca-
sos es imposible recoger los productos. Miles de bolsas
obstruyen alcantarillas y drenajes, matan animales en la
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tierra, ríos y océanos, y desfiguran las calles, playas y pai-
sajes. También  tienen un impacto muy costoso sobre la
gestión de los residuos.

La palabra plástico procede de la voz griega plastikós, que
significa “capaz de ser moldeado” con durabilidad, ante la
aplicación de fuerzas relativamente débiles y a temperatu-
ras no muy alejadas de la ambiental. Sin embrago, es im-
portante reconocer los aspectos positivos de la industria del
plástico en la vida diaria, sin dejar de considerar su impac-
to ambiental. Hay amplios sectores que requieren forzosa-
mente de una alta durabilidad del plástico, garantizando in-
cluso su no-biodegradación; de esta manera, en algunas
tareas, fomentar una rápida degradación podría poner en
riesgo la vida humana, por ejemplo, en las instalaciones
eléctricas. 

Por esta razón, lo ideal es buscar mejores procesos de de-
gradación en las envolturas de alimentos y bebidas, que en
términos estrictos representa solamente el 27 por ciento de
los productos plásticos. Generalmente son productos tales
como refrescos, pan, galletas, sopas de pasta, cereales,
aguas embotelladas, botanas, productos perecederos y pro-
ductos de la línea de abarrotes, como café, leche y choco-
late.

De acuerdo a investigaciones sobre el plástico, los fabri-
cantes de estos artículos venden sus productos a través de
una serie de intermediarios, como las tiendas de autoservi-
cio y un gran número de distribuidores mayoristas concen-
trados generalmente en las centrales de abasto de las ciu-
dades importantes, quienes cumplen con el objetivo
principal de revender la mercancía. Un gran número de las
compras que efectúa el público en general se realiza a tra-
vés de este sistema. Ejemplos de este canal de distribución
son los supermercados y las tiendas de autoservicio o deta-
llistas. Vender a través de supermercados resulta muy
atractivo para los transformadores. Para tener éxito en este
contexto es importante saber cómo enfrentarse al gran po-
der de negociación y políticas rígidas de las grandes cade-
nas comerciales, donde cualquier negociación con ellos la
gana el proveedor que ofrezca el precio más bajo y con el
financiamiento directo a más largo plazo, además de que
cumpla con una serie de especificaciones en el producto, la
forma de entrega y las cantidades mínimas de venta.

A su vez, la distribución masiva y gratuita de bolsas de
plástico en supermercados tiene un impacto tan negativo
como la producción de botellas de refresco, que se venden
en cantidades impresionantes en México. De hecho, nues-

tro país es uno de los principales consumidores, a nivel in-
ternacional de éstos. También tienen un impacto sumamen-
te negativo aquellos productos plásticos que se vinculan
con el contrabando y la piratería, debido a su falta de cer-
tificación o violación de las disposiciones legales de fabri-
cación, importación o comercialización. 

Para muestra, tenemos el caso de la entrada de discos com-
pactos. México ocupa el tercer lugar en el mundo con ma-
yor venta de discos compactos piratas, con ventas por más
de 400 millones de dólares, detrás de Rusia y China, según
la Federación Internacional de la Industria Fonográfica. Se
estima que existen 55 mil puestos donde se comercializan
105 millones de copias piratas de música por año, 40 mi-
llones más que las de discos originales en el mismo perío-
do. Esta actividad, se distribuye por todo el país. 

La industria audiovisual distribuye anualmente en México
22 millones de copias de películas en diversos formatos,
mientras que los piratas llegan a vender casi 30 millones,
señalan datos oficiales.

Ante su impacto ambiental, los científicos e ingenieros vie-
nen desarrollando plásticos biodegradables obtenidos de
fuentes renovables, como las plantas y las bacterias. El al-
midón es una importante opción. Siendo un polímero natu-
ral, se encuentra en cereales como el maíz y los tubérculos,
como la papa o la yuca. Primero, el almidón se extrae y los
microorganismos los transforman en una molécula más pe-
queña: el ácido láctico. Después es tratado químicamente
para formar cadenas o polímeros, los que se unen entre sí,
convirtiéndose en el plástico llamado PLA (poliláctido). El
PLA se encuentra en el mercado desde 1990 y ha demos-
trado ser muy bueno en medicina, para implantes, suturas
y cápsulas de remedios, debido a su capacidad de disolver-
se al cabo de un tiempo. También se usa para hacer mace-
tas que pueden plantarse directamente en la tierra. Para ha-
cer polímeros biodegradables se emplean bacterias que
fabrican gránulos de los plásticos llamados polihidroxial-
canoato (PHA) y polihidroxibutiratos (PHB). Las bacterias
pueden crecer en cultivo y el plástico ser extraído fácil-
mente.

Históricamente, su producción ha sido limitada porque son
más caros que los convencionales. En contraparte, tienen un
menor impacto negativo sobre el medio ambiente. Una ade-
cuada legislación podría propiciar un aumento en la inver-
sión, mitigando los efectos adversos tradicionalmente aso-
ciados con el plástico, ya que las partículas remanentes de
plástico pueden ser dañinas para el suelo, aves y animales. 
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Algunos fabricantes de plásticos y científicos han alertado
sobre las limitaciones de las bolsas de almidón, principal-
mente porque se crean con materias primas en un mundo
donde la seguridad alimentaria es una preocupación inter-
nacional. Algunas personas afirman que no está bien des-
viar los recursos agrícolas de la producción de alimentos
cuando hay tanta hambre en el mundo, ni usar fertilizante
y pesticidas sin necesidad.

Proponen como alternativa un mecanismo llamado Oxo-
Degradación. Se basa en la introducción de una pequeña
cantidad de aditivo (generalmente 3 por ciento) al proceso
convencional de manufactura de productos de plástico; es-
ta adición cambia el comportamiento del plástico y su de-
gradación comienza inmediatamente después de su fabri-
cación y se acelerará cuando se expone al calor, luz o
estrés. Este proceso es irrevocable y continúa hasta que el
material se ha reducido  a nada más que dióxido de carbo-
no, agua y humus y no deja fragmentos de petropolímeros
en el suelo. 

Las bolsas serán consumidas por bacterias y hongos des-
pués que el aditivo haya reducido la estructura de la molé-
cula a niveles que permite a microorganismos vivos acce-
der al carbono e hidrógeno en ella contenidos. En este
momento, ha dejado de ser un plástico y se ha convertido
en fuente de alimento. Se describe como biodegradable o
hasta omidegradable. 

Es muy importante señalar que no contienen cloro-orgáni-
co y el costo adicional es mínimo o inexistente para produ-
cir productos con esta tecnología.

El tiempo que tardan estos plásticos en degradarse puede
programarse en el momento de la producción, y puede ser
tan corto como unos cuantos meses, o tan largo como unos
cuantos años. También pueden compostarse y no necesitan
ser enterrados para degradarse. 

Una importante ventaja es que las bolsas oxobiodegrada-
bles no producen metano y pueden llenarse con desperdi-
cios orgánicos y ser colocadas directamente en el bio-reac-
tor sin necesidad de abrirlas y deshacerse de ellas por
separado. Como la oxobiodegradación no es fotodegrada-
ción, el proceso continuará aunque el plástico se encuentre
enterrado. Sin embargo, la exposición a la luz solar acele-
ra el proceso de degradación. 

Algunos países han empezado a utilizar el método de oxo-
degradación. Uno de los más grandes supermercados de In-

glaterra, el CO-OP, se encuentra liderando la iniciativa de
utilizar bolsas de plástico oxobiodegrable en ese país.
Otros países han implementado algunos mecanismos fisca-
les y legales, para detener la producción de bolsas conven-
cionales. Por ejemplo, en Irlanda, se introdujo un impues-
to adicional, ocasionando una disminución significativa en
el número de bolsas en circulación. Otros países también se
han sumado a la condena de la utilización de bolsas de
plástico no fácilmente degradable: Barbados, Colombia,
Sri Lanka, Corsica, India, Bangladesh, Taiwán y China. Pa-
ralelamente, algunas naciones han fomentado fuertemente
la producción y distribución de bolsas de supermercado,
basura, cilindros, botellas y envases para cosméticos en pa-
íses como Reino Unido, Brasil, Argentina, Hong Kong y
Costa Rica, entre otros, a base de oxobiodegradación. 

En México estamos totalmente rezagados en la lucha con-
tra los plásticos convencionales que ocasionan un daño
irreversible al medio ambiente. No existe legislación que
inhiba su producción y mucho menos el fomento a la utili-
zación de métodos alternativos como el almidón, bacterias
u oxo-degradación, a pesar de que México es considerado
el segundo consumidor de plástico en América Latina, con
un consumo cercano a los 7 millones de toneladas al año.
También somos potencia en producir botellas (100 millo-
nes), envases (3 millones) y 260 mil toneladas de bolsas de
plástico. De esta inmensa producción no se recicla ni el 2
por ciento. La mayoría de los envases y embalajes están
hechos de tereftalato de polietileno (PET), que en ocasio-
nes tarda hasta cientos de años en degradarse. Otro plásti-
co, el PVC, origina elevada contaminación al ser fabrica-
do, y si es incinerado produce dioxinas y furanos
sumamente tóxicos.

La tecnología relacionada con el uso de aditivos permite
acelerar el proceso de degradación, de tal manera que lo
que se conseguiría poco a poco durante cientos de años,
ahora se puede obtener en sólo tres. Existe la posibilidad de
extender la vida útil del producto si es que éste se maneja
en condiciones adecuadas de almacenamiento, por ejem-
plo, en un lugar cerrado y oscuro. 

“Una vez que ocurre el momento de biodegradación, el
plástico no sólo se fragmentará, sino que será consumido
por bacterias y hongos en cuanto el aditivo reduzca su es-
tructura molecular a un nivel que permita a los microorga-
nismos acceder a las moléculas de carbón e hidrógeno.
Desde ese momento ya se ha vuelto biodegradable. Este
proceso continúa hasta que el material se ha reducido com-
pletamente a dióxido de carbono, agua y biomasa…sin de-
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jar fragmentos de petro-polímeros en el suelo. La única
condición ambiental que exige este proceso de degradación
es la presencia de oxigeno”. Al respecto, cabe mencionar
que los plásticos oxo-biodegradables adicionados con
dw2R cumplen con la norma americana ASTM 6954.

La d2wR, que generalmente se usa de manera conjunta con
una gota, es un logotipo muy conocido en países desarro-
llados y sirve para identificar una variedad de productos se-
mi-rígidos y flexibles totalmente degradables, así como
una variedad de aditivos únicos. Cuando están incluidos en
el proceso de manufactura convencional, provocan la des-
composición de forma total y segura, en agua, dióxido de
carbono y una pequeña cantidad de biomasa. 

En México, desde el cuarto bimestre de 2008, Bimbo, la
mayor empresa panificadora del país, anunció que implan-
taría el uso de plásticos biodegradables en todos su empa-
ques, los cuales en un plazo de cinco años se convierten en
composta, en lugar de los cien años o más que duran los
plásticos tradicionales. 

Esperemos que esta medida, tenga un impacto social en to-
das aquellas empresas que utilizan envolturas de plástico y
se fomente la creación de una ola que propicie más adep-
tos. De acuerdo con un informe especial de tendencias, el
poder de los consumidores es inmenso: tarde o temprano,
los clientes finales cambiaran su actitud ante el producto
cuando se den cuenta de la estafa o el daño que provocan
sus acciones al comprar productos de una marca en parti-
cular frente a su competencia, que si bien puede ser cara
hasta en un 10 o 20 por ciento, en realidad si hace algo por
el medio ambiente. 

Por otra parte, dentro de las medidas legislativas para inhi-
bir la distribución de bolsas de plástico en supermercados,
llama la atención la iniciativa aprobada en Chihuahua, me-
diante la cual se prohíbe la utilización de bolsas de polieti-
leno u otros derivados del petróleo en los centros comer-
ciales, y a su vez sustituirlas por bolsas reciclables. La
reforma contempla una adición al artículo 95 Bis de la Ley
de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente de Chi-
huahua, para que “con las nuevas reglas se permite la dis-
tribución de bolsas de plástico reciclables hechas con pro-
ductos derivados del maíz, cuyo uso está poco extendido
en la actualidad, así como las del papel reciclable y tela”.

La técnica utilizada por la empresa Bimbo funciona a base
de hidrocarburos, lo que equivale a decir que su estructura

molecular está constituida de átomos de hidrogeno ligados
a átomos de carbono en largas cadenas, las cuales propor-
cionan la flexibilidad, resistencia y evitan que el oxígeno
se ligue a átomos de carbono de hidrogeno, causando oxi-
dación que, a su vez, genera degradación. 

La tecnología involucrada en los d2wR consiste en la intro-
ducción de un pro-degradante no polímero, el cual reaccio-
na como un catalizador y causa una rápida desagregación de
las cadenas moleculares. Este pro-degradante tienen la for-
ma de una sal metálica y causa la descomposición de las
uniones carbono-carbono de las estructuras moleculares
donde la fractura es activada. Los productos plásticos se
tornarán frágiles y rápidamente se desintegrarán en peque-
ños fragmentos. La continua disminución del tamaño de las
estructuras permite que el oxígeno se ligue al carbono para
producir CO2. La masa molecular disminuye rápidamente
a menos de 40 mil unidades y, en esta etapa, el material se
torna permeable al agua y los microorganismos comienzan
a tener acceso al carbono e hidrogeno. El carbono es utili-
zado en la formación de estructura celulares y es expelido
en la forma de CO2, y el hidrogeno como H2O. Esta etapa
puede ser descrita de forma precisa como bio-degradación. 

La oxidegradación empieza a ser utilizada en México,
mientras tanto, seguimos dependiendo de la voluntad em-
presarial para cambiar los esquemas de producción no bio-
degradable. 

De acuerdo con el Centro Empresarial de Plástico, exper-
tos en Sistemas de Evaluación de la Conformidad, la Ley
Federal sobre Metrología y Normalización, publicada en el
Diario Oficial de la Federación del 1 de julio de 1992, mar-
ca un parte aguas en la cultura nacional de la normaliza-
ción.

Antes de esta ley todas las normas oficiales mexicanas (co-
nocidas como NOM) eran responsabilidad exclusiva de la
Dirección General de Normas (la DGN) de la actual Secre-
taría de Economía, en cuanto a su elaboración, edición, re-
visión y actualización, e incluso su vigilancia. A partir de
esta ley se establece un conjunto de modificaciones a la
cultura de la normalización y de la evaluación de la con-
formidad en México, tendientes a desarrollar las activida-
des de normalización de una manera unificada, tanto por
las dependencias o entidades de la administración pública
federal, como por la iniciativa privada y todos los sectores
de la sociedad afectados o interesados en la normalización.
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Es así que la Ley Federal sobre Metrología y Normaliza-
ción establece dos tipos básicos de normas, vigentes al día
de hoy y de aplicación para todo el país:

• Normas oficiales mexicanas (NOM), de carácter obli-
gatorio, que corresponden exclusivamente a las depen-
dencias gubernamentales competentes en la materia que
abarcan las normas, y que, de acuerdo con el artículo 40
de la ley mencionada, establecen: características, espe-
cificaciones y procedimientos para cuidar la seguridad
de las personas; para evitar dañar la salud humana, ani-
mal o vegetal, el medio ambiente general y laboral, o
para la preservación de los recursos naturales.

• Normas mexicanas (NMX), de referencia, que corres-
ponden en principio a la iniciativa privada por medio de
los organismos nacionales de normalización debida-
mente registrados por la DGN, y que establecen para un
uso común y repetido: reglas, especificaciones, atribu-
tos, métodos de prueba, directrices o prescripciones
aplicables a un producto, proceso, instalación, sistema,
actividad, servicio o método de operación o aplicación.

Las normas mexicanas específicas para el sector de los
plásticos se codifican en la serie NMX–E “Plásticos y sus
productos”, y hasta el año pasado fueron responsabilidad
de la DGN de la Secretaría de Economía. A fines de 2003
el Centro de Normalización y Certificación de Productos,
A C (CNCP), obtuvo de la DGN su registro para operar co-
mo el organismo nacional de normalización encargado de
las normas del sector plástico.

El catálogo de normas del CNCP contiene 253 títulos de
NMX, pero al descontar aquéllas que han sido revisadas y
canceladas (48 NMX a la fecha), quedan 205 normas que
todavía incluyen diez proyectos de éstas, que se encuentran
aún en proceso de revisión por parte de los respectivos sub-
comités de normalización encargados de su elaboración,
antes de obtener su declaratoria de vigencia, la cual se pu-
blica en el Diario Oficial de la Federación para conoci-
miento de todas las partes interesadas en su aplicación, ob-
servancia y seguimiento.

“Los temas y artículos de plástico comprendidos en las
normas mexicanas de la serie NMX-E son tan diversos co-
mo tubos y conexiones para agua, gas, alcantarillado y dre-
naje, para ductos eléctricos, riego o drenaje agrícola; boto-
nes, pelo de ángel, o vasos de precipitados (estos tres temas
de normas están cancelados en la actualidad); materiales
para uso agrícola (19 normas); cintas de polietileno para

máquinas de escribir eléctricas; bolsas para botes de basu-
ra o para uso en el sector salud; resinas y sus propiedades;
cabos de monofilamento o multifilamentos; reciclado y ter-
minología, nomenclatura, vocabulario, definiciones y sím-
bolos utilizados en los plásticos. De las 205 NMX enlista-
das en el catálogo de normas mexicanas del CNCP, 33 por
ciento se refieren a tuberías plásticas; 18 por ciento a ma-
terias primas; 44 por ciento a otros productos y el 5 por
ciento restante a temas como vocabulario y terminología”.

Al descontar las normas publicadas de 1998 hacia atrás,
quedarían solamente 73 vigentes a la fecha, de las cuales
70 por ciento se refiere a tuberías, incluyendo las de espe-
cificaciones y de métodos de prueba para tubos y conexio-
nes; 19 por ciento se refiere a diversos métodos de prueba,
6 por ciento a bolsas para el sector salud, y cintas de goteo
para uso agrícola, reciclado y abreviaturas de términos re-
lacionados con los plásticos, 5 por ciento.

Las normas deben entenderse como acuerdos de carácter
técnico logrados mediante la libre participación y el con-
senso de todas las partes de la economía que puedan resul-
tar afectadas ante la carencia de una norma actualizada y
vigente o la ausencia de su cumplimiento y vigilancia. Se
mantiene en algunos campos la dependencia de normas ex-
tranjeras elaboradas para cumplir con necesidades y espe-
cificaciones de otros mercados y de condiciones climáticas
y económicas diferentes a las nuestras.

Es muy importante que los empresarios tomen conciencia
de la importancia de la normalización de artículos de con-
sumo, llámense juguetes, enseres domésticos, calzado, dis-
cos compactos, etcétera. Deben acercarse a las distintas
instancias especializadas como el CNCP donde pueden co-
nocer el procedimiento para llevar a cabo la normalización
de sus productos.

En razón de lo anteriormente expuesto, y con fundamento
en el artículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General del los Estados Unidos, los legisla-
dores del Partido Verde Ecologista de México ponemos a
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con 

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión respetuosamente solicita a la Secretaría de
Economía que estudie los elementos técnicos y científicos
para elaborar una norma mexicana para la producción de
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envases, bolsas y botellas de plástico en congruencia con la
nueva tecnología denominada oxo-degradación, procuran-
do seguir en lo procedente las especificaciones de la norma
americana ASTM 6954, con el propósito de mitigar los
efectos negativos de la degradación tardía de este tipo de
plástico. 

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión respetuosamente exhorta a la Secretaría de
Economía a realizar una campaña extensa entre aquellas
empresas que elaboran y distribuyen envases, bolsas y bo-
tellas de plástico, con el objetivo de concientizarlas sobre
la utilización de productos biodegradantes, considerando
los altos beneficios ambientales y los reducidos costos eco-
nómicos.

Senador Javier Orozco Gómez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, senador don Javier Orozco Gómez. Túrnese a la
Tercera Comisión.

RECESION ECONOMICA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el señor diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva, del
Grupo Parlamentario de Convergencia, para presentar pun-
to de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal, en
coordinación con el Congreso de la Unión, a que diseñe y
apruebe un plan de redistribución del gasto público que
amortigüe en México los efectos negativos de la recesión
económica.

El diputado Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva: Compa-
ñeras legisladoras y compañeros legisladores, la crisis in-
mobiliaria y financiera de Estados Unidos y la recesión
económica mundial en marcha afectarán en México, como
finalmente lo ha reconocido el titular del Poder Ejecutivo
federal.

Nos encontramos ante un panorama en el que se han con-
juntado la crisis financiera, económica, alimentaria y, en el
caso particular de nuestro país, la de seguridad pública; ese
escenario está generando menores expectativas de creci-
miento para México, 0.9 según estimaciones del Fondo
Monetario Internacional.

A lo que se suma la caída de los precios del petróleo en el
mercado internacional y la devaluación del peso, lo que re-
dundará en el deterioro de las finanzas públicas por el des-
censo de los ingresos fiscales y el aumento de las eroga-
ciones por concepto de pago de la deuda.

Convergencia lo advirtió en su momento, el Presupuesto
para 2009 era la oportunidad para tomar decisiones y aco-
tar a los mercados y sus excesos, pero lo dejamos pasar.

Se validó un Presupuesto electorero. No se buscó el bien de
México sino el reparto partidista y de cuotas. Hoy a unos
cuantos días de su aprobación y entrada en vigor, tanto la
Ley de Ingresos como el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración requieren de un replanteamiento, pues a todas lu-
ces ya resultan inviables e insostenibles.

Por ejemplo, la recaudación de impuestos como el IVA, el
IETU y el ISR tendrá una baja entre 10 y 15 por ciento es-
te año, a consecuencia de la recesión económica. Si consi-
deramos que el gobierno espera recaudar en 2009, 1 billón
161 mil 200 millones por esos 3 impuestos, la pérdida de
ingresos sería de entre 116 mil millones y 174 mil millones
de pesos, 10 y 15 por ciento, respectivamente.

Además, y no obstante el llamado “blindaje” al crudo me-
xicano, por medio de coberturas de riesgo anunciadas por
Hacienda, 40 por ciento de los ingresos previstos en la ley
provienen de las exportaciones de petróleo, cuyo precio fue
estimado en 70 dólares por barril y en los últimos meses se
ha desplomado hasta colocarse en 40 dólares, el pasado lu-
nes 5 de enero.

En 2008 el promedio de exportación diaria de petróleo cru-
do fue de 1 millón 402 mil barriles diarios, dando un total
de 511 millones, 730 mil barriles en el año.

La cobertura del gobierno federal para 2009 sólo contem-
pla 330 millones de barriles a 70 dólares, por lo que el ries-
go se encuentra en 181 millones 730 mil que no se con-
templarán en este seguro, significando en estos términos
una pérdida aproximada de 5 mil 451 millones de dólares.

Otro riesgo se ubica en el decremento de la producción del
crudo, entre enero y octubre de 2008, la producción de pe-
tróleo crudo promedió 2 millones 810 mil barriles diarios,
volumen inferior a 9.6 por ciento respecto al observado en
2007, debido principalmente a la declinación de Cantarell
y, por tanto, en el volumen de exportación entre enero y oc-
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tubre, la exportación del petróleo crudo fue menor en 17
por ciento respecto a 2007.

Asociado a esto el problema que se está agravando es el au-
mento del desempleo. Economistas de la UNAM coinciden
en que poco se podrá avanzar en la generación de empleos
en 2009.

Las estimaciones del secretario de Hacienda de generar al-
rededor de 538 mil empleos en la presentación del paquete
económico, resultan una fantasía en este momento, cuando
analistas financieros consultados por el Banco de México,
valoran que de diciembre de 2008 a diciembre de 2009, só-
lo se crearán 81 mil nuevas plazas, siendo 2009 uno de los
peores años que México enfrentará en este renglón.

Para 2009 el salario mínimo aumentó 4.6 por ciento, equi-
valente a 2 pesos con 4 centavos diarios, mientras que los
productos incluidos en la canasta básica han aumentado en-
tre 19 y 43 por ciento en los últimos 30 meses, según dife-
rentes estimaciones.

Este panorama nos muestra un aumento de la pobreza y la
pérdida de ingreso de la mayor parte de las familias, lo que
afectará, sobre todo, a los sectores más desvalidos econó-
micamente.

En conclusión, lo más probable es que el régimen se vea
obligado a efectuar un recorte presupuestal. Por eso en
Convergencia creemos que estamos aún a tiempo de reali-
zar una cirugía mayor al presupuesto que mitigue en lo po-
sible los efectos de la situación económica del país.

Debemos terminar con los gastos superfluos que imperan
en las oficinas de los tres Poderes de la Unión, los regalos
y fiestas de fin de año que exhibió la prensa, la contratación
y disfrute de oficinas de lujo de que hace gala la élite del
gobierno mexicano y los privilegios de la alta burocracia,
el disfrute de gastos médicos mayores, los coches de lujo,
los viajes internacionales a placer, la multiplicación inne-
cesaria de asistentes, asesores y guaruras, las donaciones y
regalos injustificados, el uso discrecional de partidas pre-
supuestales y las exenciones y privilegios fiscales, así co-
mo la proliferación de elefantes blancos y el aumento des-
medido de corruptelas en las adquisiciones y obras pública.

La multiplicación de gastos injustificados en las institucio-
nes públicas, compensaciones, edificios, planes de retiro,
reparto de la nómina entre parientes y allegados, gastos de
representación, el uso y abuso del gasto público a nivel fe-

deral, estatal y municipal en apoyo de las campañas elec-
torales, los privilegios a grupos corporativos, sindicales, et-
cétera, etcétera.

Estas razones hacen urgente una redistribución del gasto
público que erradique los gastos superfluos y privilegios de
que disfrutamos los servidores públicos, liberando recursos
que puedan ser destinados al fomento de la actividad eco-
nómica, a la construcción de infraestructura que promueva
el empleo, el fortalecimiento de la pequeña y mediana em-
presa que genera 96 por ciento de las fuentes de trabajo en
el país, y la consolidación de programas sociales, más allá
de lo acordado a favor de la economía familiar.

Por lo anterior, y conforme al artículo 21 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, sometemos
a su consideración el siguiente punto de acuerdo, por el que
se exhorta al Ejecutivo federal a que, en coordinación con
el Congreso de la Unión, diseñe y apruebe una redistribu-
ción del Presupuesto de Egresos que amortigüe los efectos
negativos de la recesión económica en marcha en el em-
pleo, ingreso, y nivel de vida del pueblo mexicano.

Finalmente, considerando, que no se vale proponer sin es-
tar dispuesto a sacrificar beneficios personales, procederé a
renunciar a los beneficios que me otorga la Cámara de Di-
putados para la atención de gastos médicos mayores. Por
su atención, muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Eje-
cutivo federal a diseñar y aprobar en coordinación con el
Congreso de la Unión un plan de redistribución del gasto
público que amortigüe los efectos negativos de la presente
recesión económica en el empleo, en el ingreso y en el ni-
vel de vida del pueblo mexicano, a cargo del diputado
Cuauhtémoc Velasco Oliva, del Grupo Parlamentario de
Convergencia

El suscrito, diputado federal del Grupo Parlamentario de
Convergencia de la LX Legislatura de la Cámara de Dipu-
tados del honorable Congreso de la Unión, con base en el
artículo 23, numeral 1, inciso f), de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, so-
mete a consideración de la soberanía proposición con pun-
to de acuerdo mediante el cual se exhorta al Ejecutivo fe-
deral a diseñar y a aprobar, en coordinación con el
Congreso de la Unión, un plan de redistribución del gasto
público que amortigüe los efectos negativos de la recesión
económica en marcha en el empleo, el ingreso y el nivel de
vida del pueblo mexicano, al tenor de las siguientes

Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados168



Consideraciones

La crisis inmobiliaria y financiera de Estados Unidos de
América y la recesión económica mundial en marcha afec-
tarán a México, como finalmente ha reconocido el Ejecuti-
vo federal. Nos encontramos ante un panorama en el que se
han conjuntado las crisis financiera, económica, alimenta-
ria y, en el caso particular de nuestro país, la crisis de se-
guridad pública. 

Ese escenario está generando menores expectativas de cre-
cimiento para México (0.9 por ciento según estimaciones
del Fondo Monetario Internacional), a lo que se suma la ca-
ída de los precios del petróleo en el mercado internacional
y la devaluación del peso, lo que redundará en el deterioro
de las finanzas públicas por el descenso de los ingresos fis-
cales y el aumento de las erogaciones por concepto de pa-
go de la deuda. 

Convergencia lo advirtió en su momento: el Presupuesto
para 2009 era la oportunidad para tomar decisiones y aco-
tar a los mercados y sus excesos, pero la dejamos pasar. Se
validó un Presupuesto electorero, no se buscó el bien de
México sino el reparto partidista y de cuotas. Hoy, a unos
cuantos días de su aprobación y entrada en vigor, tanto la
Ley de Ingresos como el Presupuesto de Egresos de la Fe-
deración requieren de un replanteamiento pues a todas lu-
ces ya resultan inviables e insostenibles.

Por ejemplo, la recaudación de impuestos como el IVA, el
IETU y el ISR tendrán una baja de entre 10 y 15 por cien-
to este año, a consecuencia de la recesión económica. Si
consideramos que el gobierno espera recaudar en 2009 1
billón 161 mil 200 millones por estos 3 impuestos, la pér-
dida de ingresos sería entre 116 mil 120 millones de pesos
y 174 mil 180 millones (10 y 15 por ciento, respectiva-
mente).

Además, y no obstante el llamado blindaje al crudo mexi-
cano por medio de coberturas de riesgos anunciado por Ha-
cienda, el 40 por ciento de los ingresos previstos en la ley
provienen de las exportaciones de petróleo, cuyo precio fue
estimado en 70 dólares por barril, y en los últimos meses se
ha desplomado hasta colocarse en 40 dólares, el pasado lu-
nes 5 de enero. En 2008 el promedio de exportación diaria
de petróleo crudo fue de 1 millón 402 mil barriles diarios,
dando un total de 511 millones 730 mil barriles en el año.
La cobertura del gobierno federal para 2009 sólo conside-
ra 330 millones de barriles a 70 dólares, por lo que el ries-
go se encuentra en 181 millones 730 mil barriles que no se

consideran en este seguro, significando en estos términos
una pérdida aproximada de 5 mil 451 millones de dólares. 

Otro riesgo se sitúa en el decremento de la producción del
crudo (entre enero y octubre de 2008 la producción de pe-
tróleo crudo promedió 2 millones 816 mil barriles diarios,
volumen inferior en 9.6 por ciento respecto a lo observado
en 2007 debido principalmente a la declinación de Canta-
rell) y, por tanto, en el volumen de exportación (entre ene-
ro y octubre la exportación del petróleo crudo fue menor en
17 por ciento respecto a 2007).

Asociado a esto, el problema que se está agravando es el
aumento del desempleo: economistas de la UNAM coinci-
den en que poco se podrá avanzar en la generación de em-
pleos en 2009. Las estimaciones del secretario de Hacienda
de generar alrededor de 538 mil empleos en la presentación
del paquete económico y, más aún, las del “presidente del
empleo” que prometió 1 millón de fuentes de trabajo anua-
les, resultan una fantasía en este momento, cuando analistas
financieros consultados por el Banco de México valoran
que de diciembre de 2008 a diciembre de 2009 sólo se cre-
arán 81 mil nuevas plazas, siendo 2009 uno de los peores
años que México enfrentará en este renglón. 

Para 2009 el salario mínimo aumentó 4.6 por ciento, equi-
valente a 2 pesos con 4 centavos diarios, mientras que los
productos incluidos en la canasta básica han aumentado en-
tre 19.79 y 43.13 por ciento en los últimos 30 meses (según
datos del Centro de Investigación y Análisis de la Cámara
de Diputados y el Centro de Análisis Multidisciplinario de
la UNAM, respectivamente). Este panorama nos muestra
un aumento de la pobreza y la pérdida de ingresos de la
mayor parte de las familias, lo que afectará sobre todo a los
sectores más desvalidos económicamente.

En conclusión, lo más probable es que el régimen se vea
obligado a efectuar un recorte presupuestal.

En Convergencia creemos que estamos aún a tiempo de re-
alizar una cirugía mayor al Presupuesto que mitigue en lo
posible los efectos de la situación económica del país. De-
bemos terminar con los gastos superfluos que imperan en
las oficinas de los tres Poderes de la Unión: los regalos y
fiestas de fin de año que exhibió la prensa, la contratación
y disfrute de oficinas de lujo de que hace gala la elite del
gobierno mexicano y los privilegios de la alta burocracia,
el disfrute de gastos médicos mayores, los coches de lujo,
los viajes internacionales a placer, la multiplicación inne-
cesaria de asistentes, asesores y guaruras, las donaciones y
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regalos injustificados. El uso discrecional de partidas pre-
supuestales y las exenciones y privilegios fiscales, así co-
mo la proliferación de elefantes blancos y el aumento des-
medido de corruptelas en las adquisiciones y obras
públicas; la multiplicación de gastos injustificados en las
instituciones públicas (compensaciones, edificios, planes
de retiro, reparto de la nómina entre parientes y allegados,
gastos de representación, etcétera); el uso y el abuso del
gasto público a nivel federal, estatal y municipal en apoyo
de las campañas electorales; los privilegios a grupos cor-
porativos sindicales, etcétera. 

La clase política y los administradores públicos no debe-
mos seguir permitiendo la dilapidación de la riqueza na-
cional sin compartir los sacrificios económicos crecientes
del pueblo mexicano. Tenemos que entender que estamos
obligados a cambiar nuestras prácticas de ejercicio dispen-
dioso del gasto, reconocer que estamos inmersos en una
crisis económica devastadora y que tenemos que compartir
las carencias progresivas de trabajadores, amas de casa,
empresarios, etcétera. 

El punto medular es que aprobamos un Presupuesto de
Egresos sin considerar los efectos de esta crisis y, por tan-
to, es nuestro deber y responsabilidad corregir el camino y
trabajar en el diseño de un programa de emergencia para
que los mexicanos, principalmente los más desprotegidos,
no se vean tan golpeados. 

Entre otras, proponemos que se adopten las siguientes me-
didas: 

• Que se ajuste a la baja la partida 1509 para reducir los
sueldos de la alta burocracia de los Poderes Ejecutivo,
Legislativo y Judicial, de los consejeros del IFE y de los
magistrados del Tribunal Electoral Federal.

• Que se suprima la partida 1407 del seguro de separa-
ción individualizada y que se estima para 2009 en 6 mil
millones de pesos. 

• Que se cancele la partida 1406 de gastos médicos ma-
yores para la atención en hospitales privados a la alta
burocracia, ahorrando aproximadamente 5 mil millones
de pesos.

• Que las partidas de “otros gastos de corriente” del Pre-
supuesto se ajusten al monto que tenían en 2007, ajuste
que arrojaría un ahorro de 232 mil millones de pesos. 

Es obvio también que la administración pública federal y
su reflejo en estados y municipios requieren ser reforma-
dos; su crecimiento ha sido desproporcionado, generando
por doquier cotos de poder burocrático que solo sirven pa-
ra consumir el presupuesto público y que en realidad no
aportan o aportan muy poco a los servicios que debe pro-
porcionar la administración pública. Sin embargo, no se ha
entendido que la asignación presupuestal debe revelar las
prioridades del gobierno sustentadas en la atención a las
demandas sociales, condición sine qua non de un gobierno
democrático. En nuestro país ha prevalecido la politización
de la administración, generando que los compromisos e in-
tereses políticos orienten la asignación de los recursos. Asi-
mismo, la burocratización ha favorecido la generación de
grandes transferencias de gasto o exenciones fiscales hacia
los grupos que apoyan políticamente. La falta de controles
efectivos y ausencia de rendición de cuentas ha traído con-
sigo uno de los principales problemas que enfrenta Méxi-
co: la corrupción, impunidad y discrecionalidad en la asig-
nación y operación de los recursos públicos. 

Estas razones hacen urgente una redistribución del gasto
público que erradique los gastos superfluos y privilegios de
los servidores públicos, liberando recursos que puedan ser
destinados al fomento de la actividad económica, a la cons-
trucción de infraestructura que promueva el empleo, al for-
talecimiento de la pequeña y mediana empresas que gene-
ra el 96 por ciento de las fuentes de trabajo en el país y a la
consolidación de los programas sociales.

Y considerando que no se vale proponer sin estar dispues-
to a sacrificar beneficios personales procederé a renunciar
a los beneficios que me otorga la Cámara de Diputados pa-
ra la atención de gastos médicos mayores.

Por lo anterior, y conforme al artículo 21 de la Ley Federal
de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria que señala
que en caso de que durante el ejercicio fiscal disminuyan
los ingresos previstos en la Ley de Ingresos se podrá com-
pensar con el Fondo de Estabilización de los Ingresos Pe-
troleros, y haciendo ajustes al gasto administrativo no vin-
culado directamente a la atención de la población, pongo a
consideración de esta soberanía el siguiente 

Punto de Acuerdo

Único. Por el que se exhorta al Ejecutivo federal a diseñar
y a aprobar, en coordinación con el Congreso de la Unión,
una redistribución del Presupuesto de Egresos que amorti-
güe los efectos negativos de la recesión económica en mar-
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cha en el empleo, el ingreso y el nivel de vida del pueblo
mexicano. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 7 de enero de 2009.— Diputado
Jesús Cuauhtémoc Velasco Oliva (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor diputado Cuauhtémoc Velasco Oliva. Túr-
nese a la Tercera Comisión.

ARTICULOS 6, 41, 85, 97, 99, 108, 116,122 Y 134
CONSTITUCIONALES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra la señora senadora María Teresa Ortuño Gurza, del
Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional, para
presentar punto de acuerdo por el que exhorta al Congreso
de Sinaloa a cumplir el artículo sexto transitorio del decre-
to en materia electoral, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 13 de noviembre de 2007.

La senadora María Teresa Ortuño Gurza: Muchas gra-
cias, señor presidente.

Compañeros legisladores, compañeros de los medios, ayer
mi compañera senadora panista María Serrano me llamó
por teléfono para solicitarme que presentara, a nombre de
ella, este punto de acuerdo que ella redactó. Es propuesta
de ella, pero cuando la conocí no puedo menos que com-
partir con ustedes que ella es muy correcta en las formas en
que solicita este asunto que voy a comentar con ustedes.

Todos sabemos que se logró, por el consenso de las fuerzas
políticas, una reforma constitucional en materia electoral
que ha sido muy discutida, muy polémica, que se opina de
una manera o de otra, pero es una reforma constitucional.

Quienes en su momento manifestaron sus desacuerdos o
disensos en alguna cosa ocuparon las vías que la misma
Constitución establece para manifestarlos: ir a la Corte, se-
ñalar que no estaban de acuerdo. No es el caso del Con-
greso de Sinaloa.

Me voy enterando, por boca de mi compañera María Se-
rrano, que decidieron no cumplir la Constitución, que ellos
habían aprobado, porque recordemos que una reforma
constitucional recorre todo el país, todos los congresos lo-

cales —quienes hemos sido diputados locales lo sabemos
muy bien— para que se pueda aceptar. El Congreso de Si-
naloa no se opuso en su momento a esta aprobación, y se
sumó a ella.

El artículo sexto transitorio dice —y un artículo transitorio,
amigas, amigos, tiene el mismo valor que el cuerpo com-
pleto del dictamen— que tienen un plazo de un año los
Congresos de los estados para adecuar su legislación a la
modificación que la Constitución, por acuerdo del Consti-
tuyente Permanente, llevó a cabo.

Ah, pues en Sinaloa no se pusieron de acuerdo, porque di-
cen ellos que mejor entre en vigor esta reforma constitu-
cional a partir del 2011en su estado. Cuando leo el texto de
mi compañera, que es muy cuidado, muy respetuoso, muy
técnico, muy jurídico, señala ella en su escrito que el pro-
pio poder reformador estableció en el artículo sexto transi-
torio lo siguiente:

“Las legislaturas de los estados y la Asamblea Legislativa
del Distrito Federal deberán adecuar su legislación aplica-
ble conforme a lo dispuesto en este decreto a más tardar en
un año a partir de su entrada en vigor. En su caso se obser-
vará lo dispuesto en el artículo 105, fracción II, párrafo
cuarto, de la Constitución política.”

El artículo 105 habla, pues, de lo que pasa cuando se viola
la Constitución. Como diría una persona en términos muy
coloquiales, que no vulgares, “pues si no es enchílame
otra”. Verdaderamente una reforma constitucional tiene
que cuidarse, tiene que atenderse porque cumplió todos los
requisitos.

Y dice el Congreso de Sinaloa, con mayoría priista, por
cierto, fiel a su origen, dice: “El pleno de la legislatura de-
sechó el dictamen”. Porque hubo varias propuestas para
esa adecuación y se generó un dictamen. Pero el pleno del
Congreso de Sinaloa desecha el dictamen, en virtud de que
el Grupo Parlamentario del PRI, al formar mayoría en la
comisión, pretende establecer que la reforma constitucio-
nal federal electoral en esa entidad, en cuanto a la homolo-
gación de fechas para la celebración de las elecciones fe-
derales y locales, entre en vigor en el año 2011 para regular
el proceso que corresponde al año 2013 y no de manera in-
mediata, como ordena la legislación federal para regular el
proceso inmediato por realizarse en el año 2010.

Es decir, están por tener un proceso electoral en 2010. No
quieren adecuarla para ése; tampoco quieren para la del

Diario de los Debates de la Cámara de Diputados Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009171



2009. No, a ellos les acomoda más que empiece el 2011 y
dicen que mejor entre en vigor en el 2011.

Por tanto, con sumo asombro, con algo que sería incluso
cómico si no fuera trágico, vengo a plantear la solicitud de
mi compañera senadora María Serrano para que al respec-
to se pronuncie esta Comisión Permanente.

Ella propone el siguiente párrafo: 

Único. Se exhorta respetuosamente a la LIX Legislatura en
el honorable Congreso de Sinaloa con la finalidad de que
en el ámbito de sus facultades soberanas dé cumplimiento
al artículo sexto transitorio del decreto publicado en el Dia-
rio Oficial de la Federación el 13 de noviembre de 2007,
mediante el cual el poder reformador de la Constitución rea-
lizó diversas reformas y adiciones en materia electoral a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ella lo firma, lo solicita muy atentamente, y yo lo presento
por petición que me honra mucho, con mi asombro y con
la invitación, como lo dije hace un momento, en las comi-
siones, estamos en la Tercera Comisión, pues hay cosas en
donde de qué manera se pierde el estilo.

Restituyamos el prestigio y la dignidad del Poder Legisla-
tivo. Invitemos con todo convenimiento, como debe ser, al
Congreso de Sinaloa, a cumplir la obligación que juraron,
porque para eso los legisladores rindieron protesta de cum-
plir y hacer cumplir, y ésta es parte de su tarea.

No es un asunto opinable, es un asunto al que están suje-
tos, incluso, de una responsabilidad por violación a la
Constitución a un juicio político. No tenemos por qué lle-
gar a eso, pero sí me sumo a la petición, seguramente del
pueblo y del gobierno de Sinaloa, que en otras cosas es
muy admirable pero que tiene que hacerse algo ahí en el
Poder Legislativo para que esta violación no se concrete.
Muchas gracias, señor presidente.

«Proposición con punto de acuerdo, para exhortar al Con-
greso de Sinaloa a cumplir en el ámbito de sus facultades
el artículo sexto transitorio del decreto, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 13 de noviembre de
2007, a través del cual el poder reformador de la Constitu-
ción realizó diversas modificaciones y adiciones en mate-
ria electoral a la Constitución Política de los Estados Uni-
dos Mexicanos, a cargo de la senadora María Teresa
Ortuño Gurza, del Grupo Parlamentario del PAN

María Serrano Serrano, senadora de la república de la LX
Legislatura e integrante del Grupo Parlamentario del Parti-
do Acción Nacional, con fundamento en lo dispuesto en los
artículos 58 y 59 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos
somete a consideración de la Comisión Permanente del
Congreso de la Unión proposición con punto de acuerdo,
de urgente y obvia resolución, por el que se exhorta respe-
tuosamente a la LIX Legislatura del Congreso de Sinaloa a
cumplir en el ámbito de sus facultades soberanas el artícu-
lo sexto transitorio del decreto, publicado en el Diario Ofi-
cial de la Federación (DOF) el 13 de noviembre de 2007, a
través del cual el poder reformador de la Constitución rea-
lizó diversas reformas y adiciones en materia electoral a la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, al
tenor de las siguientes

Consideraciones

Con fecha 13 de noviembre de 2007 fue publicado en el
DOF el decreto por el que el poder reformador de la Cons-
titución realizó diversas reformas y adiciones en materia
electoral a la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

El propio poder reformador estableció en el artículo sexto
transitorio lo siguiente:

Las legislaturas de los estados y la Asamblea Legislati-
va del Distrito Federal deberán adecuar su legislación
aplicable conforme a los dispuesto en este decreto a más
tardar en un año a partir de su entrada en vigor; en su ca-
so, se observará lo dispuesto en el artículo 105, fracción
II, párrafo cuarto, de la Constitución Política de los Es-
tados Unidos Mexicanos...

El referido decreto entró en vigor, conforme señala el artí-
culo transitorio primero, el 14 de noviembre de 2007, y a
la fecha la Constitución de Sinaloa y su legislación electo-
ral no han sido adecuadas al nuevo texto constitucional fe-
deral.

No obstante que en la actual legislatura local se presenta-
ron diversas iniciativas por cada uno de los grupos parla-
mentarios, éstas fueron dictaminadas por la Comisión de
Puntos Constitucionales y Gobernación, en la que el Gru-
po Parlamentario del PRI tiene mayoría. El dictamen de es-
ta comisión fue sometido al Pleno en fecha 19 de diciem-
bre de 2008 sin que se lograra el número de votos que para
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el caso de la reforma constitucional señala el artículo 159
de la Constitución Política de Sinaloa.

El Pleno de la legislatura desechó el dictamen en virtud de
que el Grupo Parlamentario del PRI, al formar mayoría en
la comisión, pretendió establecer que la reforma constitu-
cional federal electoral en esta entidad, en cuanto a la ho-
mologación de las fechas para la celebración de las elec-
ciones federales y locales entre en vigor en 2011, para
regular el proceso que corresponde a 2013 y no de manera
inmediata, como ordena la legislación federal, para regular
el proceso inmediato por realizarse en 2010.

Por las razones anteriores se exhorta respetuosamente a la
legislatura de dicha entidad federativa a cumplir con la ma-
yor brevedad la obligación constitucional que le impuso el
poder reformador de la Constitución.

Por lo expuesto y fundado someto, con el grado de urgen-
te y obvia resolución, a consideración de la Comisión Per-
manente del Congreso de Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Se exhorta respetuosamente a la LIX Legislatura
del Congreso de Sinaloa a cumplir en el ámbito de sus fa-
cultades soberanas el artículo sexto transitorio del decreto,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 13 de no-
viembre de 2007, a través del cual el poder reformador de
la Constitución realizó diversas reformas y adiciones en
materia electoral a la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión, a 7 de enero de 2009.— Senadora María Serrano Serrano (rú-
brica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Gracias,
senadora, doña María Teresa Ortuño Gurza. Túrnese a
Primera Comisión de Trabajo.

PRECIOS DE GASOLINAS Y DIESEL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene la
palabra el senador Rogelio Rueda Sánchez, para presentar
punto de acuerdo por el que se exhorta al Ejecutivo federal
a que instruya a la Secretaría de Hacienda y Crédito Públi-

co a detener el incremento de los precios de los combusti-
bles, y en coordinación con la Sagarpa a ofrecer respuesta
a la demanda de los pescadores, actualmente en paro, en
nombre de diversos senadores del Grupo Parlamentario del
Partido Revolucionario Institucional.

El senador Rogelio Rueda Sánchez: Muchas gracias, pre-
sidente; con su venia.

Hace un momento presentó nuestro compañero senador
Ramiro Hernández un punto de acuerdo que registró el 22
de diciembre, que, sin embargo, no puedo desahogarse la
presentación en su oportunidad.

En cuanto a la detención de los aumentos de los combusti-
bles, ha sido anunciado ya, esta misma mañana, el conge-
lamiento del precio en cuanto a la gasolina, así como otros
anuncios, como la disminución en el precio del gas LP, que
por supuesto afecta la economía de las familias.

Tiene, sin embargo, otra parte que está considerada en lo
que estoy presentando, que implica disminuir los precios
para que por lo menos queden homologados con los pre-
cios internacionales y esto, por supuesto, tiene sentido,
porque sí creo que todos solemos quejarnos cuando identi-
ficamos de algún comerciante, el que reetiqueten y aumen-
ten los precios para después venir a ofrecernos que están en
oferta y que nos hacen descuento, pues eso lo que está ha-
ciendo el gobierno, precisamente, ahora. Ha venido au-
mentando constantemente los precios de estos bienes, y por
supuesto, con una gran repercusión para los costos, y aho-
ra resulta que congelan.

Nos parece que a lo menos que podemos aspirar como país
petrolero que somos, es a que los precios, en este caso, que
en el extranjero están más baratos de cómo los tenemos
aquí, por lo menos los tengamos a ese precio internacional.

Alguna otra ventaja debiera haber de que seamos país pe-
trolero, sin embargo, por lo menos, bajarlos al precio inter-
nacional en este momento. Y, por supuesto, el énfasis en
esta proposición se refiere a la atención al sector pesquero.

Ha sido desatendido su planteamiento, al día siguiente de
que se anunció el paro todavía se anuncia otro aumento,
con una gran insensibilidad que creemos debe corregirse, y
por ello estamos planteando, en primer término, el que po-
damos, en la Comisión Permanente, recibir la información
con detalle de los términos en que se aplicará la anunciada
suspensión de los incrementos en los precios de combusti-
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bles, y por supuesto, de manera específica, en relación con
los combustibles utilizados en las actividades agropecua-
rias y pesqueras, como es el caso de la gasolina y del die-
sel marinos.

Además, por supuesto, estaríamos insistiendo en el plantea-
miento que mencioné —el que ya hizo el senador Ramiro
Hernández— de que puedan reducirse, al menos al nivel de
los precios internacionales, los precios de los combustibles
en nuestro país.

Por supuesto, la sola detención de su incremento no es su-
ficiente para reactivar estos sectores económicos. Quienes
somos representantes de entidades costeras, hemos visto
cómo la pesca ha venido decayendo, cómo no ha habido
una atención adecuada a estas actividades productivas im-
portantes, de las que dependen miles de familias y que,
además, requerimos para poder aprovechar, de manera sus-
tentable, nuestros inmensos recursos marinos.

Finalmente, el tercer punto que incorpora esta proposición
implica solicitar la comparecencia del comisionado nacio-
nal de Pesca, para que explique de manera más integral las
acciones que la dependencia a su cargo esté ejecutando pa-
ra reactivar la actividad pesquera.

Sin duda, el tema del precio de los combustibles es funda-
mental para esta actividad, pero también hay otras acciones
que deben tomarse en cuenta y, por supuesto, exhortar al
Ejecutivo federal para que se establezca una mesa de diá-
logo con las organizaciones de pescadores y acuicultores
que actualmente se encuentran en paro, para encontrar so-
lución a los problemas de fondo de este importante sector
productivo.

Esos son los contenidos de los tres puntos de acuerdo que
esta proposición contiene, y solicitaría, señor presidente,
que se pudiera considerar de urgente y obvia resolución.

Finalmente lo que estamos planteando es lo siguiente:

Primero, que se nos haga llegar la información de cómo
operará —esto anunciado durante la mañana—. Segundo,
he insistido en el planteamiento del senador Ramiro Her-
nández, de que los precios deban reducirse, por lo menos,
a los niveles internacionales. Y tercero, exhortar a que se
establezca la mesa de diálogo con los productores pesque-
ros, actualmente en paro, y, en su oportunidad, que compa-
rezca también aquí el funcionario del área, para que nos in-
forme, no sólo sobre el tema de combustibles, sino sobre

las acciones que de fondo puedan resolver estos problemas.
Por su atención, muchas gracias.

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de exhortar al ti-
tular del Poder Ejecutivo federal a instruir de inmediato a
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para que de-
tenga el alza de los combustibles, así como a ofrecer res-
puesta a las demandas de los pescadores en paro, suscrita
por senadores del Grupo Parlamentario del PRI

Los que suscriben, senadores Fernando Castro Trenti, Roge-
lio Rueda Sánchez, Ramiro Hernández García, Cleominio
Zoreda Novelo, Mario López Valdez, Raúl Mejía González,
Adolfo Toledo Infanzón, Alejandro Moreno Cárdenas y
Francisco Herrera León, integrantes del Grupo Parlamenta-
rio del Partido Revolucionario Institucional de la LX Legis-
latura del Congreso de la Unión, con fundamento en los ar-
tículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a consideración de la soberanía proposición con
punto de acuerdo, con base en la siguiente

Exposición de Motivos

Como es del conocimiento público desde el primer día de
este año de 2009, más de 2 mil embarcaciones de la flota
pesquera nacional se encuentran en paro, tanto en el pací-
fico como en el Golfo de México, como una expresión de
su inconformidad ante los constantes incrementos del die-
sel marino, insumo fundamental para su actividad, mismo
que en sólo un año aumentó en más de un cien por ciento,
haciendo prácticamente incosteable la pesca, tan importan-
te para la alimentación del pueblo mexicano.

Los números no mienten y se encuentran como parte cen-
tral de esa inconformidad social, misma que debe ser aten-
dida de inmediato por las autoridades responsables, como
en más de una ocasión lo advertimos desde la tribuna del
Senado y de esta propia Comisión Permanente, al observar
cómo el precio internacional de los energéticos ha tenido
un comportamiento a la baja, mientras aquí en México se
encarece gradualmente. En el caso del diesel marino el pre-
cio pasó de 3.50 pesos por litro en enero de 2008, a 7.33
pesos en diciembre del mismo año.

El día de hoy el ciudadano Presidente de la República
anunció una serie de acciones que forman parte del Acuer-
do Nacional a favor de la Economía Familiar y el Empleo,
mismas en las que se incluyen el congelamiento de los pre-
cios de las gasolinas en todo el país durante este año y la
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reducción del precio del gas LP en un 10 por ciento, que se
mantendrá en el transcurso del 2009. No queda claro, al
menos con la información disponible hasta el momento, si
el diesel marino se incluye en ese congelamiento de precios
o si se contempla la disminución de su precio, como sería
lo deseable y es un punto en el cual insistiremos, si es que
no se ha considerado así en el programa anticrisis anuncia-
do hoy por el Presidente y que sin duda contiene aspectos
de la mayor importancia para el país. Nosotros habíamos
venido insistiendo en la necesidad y en la urgencia de con-
tar con un programa de esta naturaleza, que contara con lí-
neas de acción en las que se incluyera a los factores de la
producción, para proteger el empleo y los sectores más ne-
cesitados del país, que siempre resultan los más afectados
en las situaciones de crisis como la que hoy enfrentamos.

Precisamente el sector pesquero es uno de esos sectores, ya
que desde hace tiempo vive condiciones difíciles que afec-
tan la producción pesquera y la vida misma de las miles de
familias de los pescadores que se dedican a esa actividad.
Es por eso que, desde octubre del año 2007, mediante una
proposición de nuestro compañero senador Mario López
Valdez, del Grupo Parlamentario del Partido Revoluciona-
rio Institucional en el Senado, realizó un exhortó a la Cá-
mara de Diputados, a fin de que en el análisis y discusión
del Presupuesto de Egresos de la Federación para 2008 se
etiquetaran los recursos necesarios para dar cumplimiento
a los programas de apoyo al diesel agropecuario y al diesel
marino, así como a la gasolina ribereña, también asociada
a la actividad pesquera.

Frente a la política de incremento progresivo y gradual del
precio de los combustibles que adoptado el Ejecutivo des-
de enero del 2008, habíamos venido señalando incon-
gruencias e inconvenientes. El argumento original para ele-
var los precios de los combustibles, fue que el incremento
del subsidio era incosteable y que los mexicanos teníamos
que pagar los combustibles al mismo precio que se pagaba
en otros países, concretamente en Estados Unidos. Así nos
lo hizo saber el Secretario de Hacienda el 10 de septiembre
del 2008 cuando anunció la decisión del Gobierno Federal
de eliminar gradualmente los subsidios presupuestales a la
gasolina.

Sin embargo, los hechos demuestran que ese argumento ya
no tiene justificación: la gasolina y el diesel en México son
hoy más caros que en Estados Unidos. Mientras el consu-
midor estadounidense paga el equivalente a 40.3 centavos
de dólar por litro de gasolina magna (5.44 pesos aprox.), en
México se paga a 7.66 pesos por litro. Así lo hizo notar el

pasado 22 de diciembre nuestro compañero senador Rami-
ro Hernández García al registrar un punto de acuerdo con
exhorto al titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público, para que suspendiera, por injustificado, el incre-
mento semanal a las gasolinas y al diesel, para ajustarlos a
los precios internacionales de referencia. Esperamos que
en ese sentido caminen las acciones anunciadas hoy por el
Presidente de la República y que efectivamente los precios
se equiparen, sobre todo en el caso del diesel marino, en el
tema que nos ocupa.

En él hemos insistido y lo seguiremos haciendo, como lo
muestra el hecho que el martes 9 de diciembre de ese mis-
mo año, nuestro grupo parlamentario propuso un exhortó al
Ejecutivo Federal para que suspendiera el incremento al
precio de las gasolinas y al diesel marino y agropecuario -
incluyendo además las tarifas eléctricas- ante los graves
conflictos sociales que de no hacerlo se podrían propiciar.
Esto fue mediante otro punto de acuerdo presentado ante el
pleno del Senado República.

Al parecer esos llamados han tenido eco en el acuerdo
anunciado hoy, aunque se requiere conocer más a fondo de
qué manera se enfrentarán problemas como el que hoy
plantea el paro pesquero que no ha sido atendido con opor-
tunidad. Tiene que actuarse de manera urgente, pues la ac-
tividad pesquera es un modo de vida del que dependen mi-
les de familias mexicanas y una fuente invaluable para el
sustento alimenticio del pueblo mexicano.

Es un problema con una doble dimensión social y econó-
mica, por eso no debe minimizarse, como desafortunada-
mente lo han hecho algunas autoridades, como el comisio-
nado Nacional de Pesca, quien en lugar de atender el
asunto con oportunidad, se ha dedicado a hacer declaracio-
nes frívolas e irresponsables, como las que registraron los
medios el 6 de enero cuando el funcionario cuestionó el por
qué quienes se mantienen en paro, no lo hacen en septiem-
bre, cuando es la mejor época de captura de camarón.

Quizá por residir en el norte del país el comisionado igno-
ra que los pescadores de Campeche tienen años padecien-
do la disminución de la captura de camarón y que cada día
se les restringen más las áreas de pesca precisamente por-
que el área de mayor producción del crustáceo es ocupada
por la actividad petrolera. De la Sonda de Campeche se ex-
trae casi el 80 por ciento de la producción de hidrocarburos
y hoy los pescadores de la zona pagan el diesel más caro a
nivel internacional. Esa es una de las incongruencias que
deben resolverse.
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Pero además hay que considerar que la pesca es una activi-
dad productiva con un alto contenido social y que en di-
versas regiones del país, como Oaxaca, Veracruz o Tabas-
co, se vive esa gran paradoja de aportar alta producción de
hidrocarburos, mientras la actividad pesquera se deteriora
como opción productiva, en vez de fortalecerse.

En general, la pesca enfrenta problemas de desorganiza-
ción para la producción que se refleja en limitados ingresos
para los pescadores, sobre explotación de los recursos y de-
terioro de los ecosistemas productivos que, sólo por citar el
caso de Oaxaca, se ha traducido en impactos como la pér-
dida del 47 por ciento de la flota en alta mar en un periodo
de 13 años y con ello la pérdida de 384 empleos directos.

Asimismo, el problema del precio afecta lo mismo a los
pescadores del Golfo de México que a los del pacífico, a
los del norte que a los del sur, por lo que ese movimiento
de paro se ha extendido, agregando a pescadores de Baja
California, Oaxaca, Campeche, Tamaulipas, Yucatán, Sina-
loa y Chiapas, que en conjunto suman más de 2 mil em-
barcaciones.

Por eso insistimos en que el asunto no puede subestimarse
y demandamos una acción urgente y sin dilación.

Por lo que proponemos el siguiente punto de acuerdo que
consideramos de urgente y obvia resolución:

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta al Presidente Constitucional de los Estados
Unidos Mexicanos, a efecto de que instruya al Secretario
de Hacienda y Crédito Público, Doctor Agustín Carstens
Carstens, para que la dependencia a su cargo informe de in-
mediato sobre los términos en que se aplicará la suspensión
de los incrementos en los precios de los combustibles, prin-
cipalmente los utilizados en actividades agropecuarias y
pesqueras, como gasolina y el diesel marinos.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión realiza un exhorto urgente al Ejecutivo federal, para
que reduzca al menos al nivel de los precios internaciona-
les que rigen en la actualidad, los precios de los combusti-
bles en el país, especialmente los relacionados con activi-
dades agropecuarias y pesqueras, ya que la sola detención
de su incremento no resulta suficiente para la reactivación
de estos sectores económicos.

Tercero. La Comisión Permanente solicita la comparecen-
cia del Comisionado Nacional de Pesca, Ramón Corral
Ávila para que explique las acciones de la comisión a su
cargo para la reactivación de la actividad pesquera. Asi-
mismo, se exhorta al Titular del Poder Ejecutivo federal,
para que instruya a las dependencias correspondientes, a
establecer una mesa de diálogo con las diversas organiza-
ciones de pescadores y acuicultores que actualmente se en-
cuentran en paro para encontrar solución a los problemas
de fondo de ese sector productivo.

Atentamente

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2009.—
Senadores: Fernando Castro Trenti (rúbrica), Rogelio Rueda Sánchez
(rúbrica), Ramiro Hernández García (rúbrica), Cleominio Zoreda No-
velo (rúbrica), Mario López Valdez, Raúl Mejía González (rúbrica),
Adolfo Toledo Infanzón (rúbrica), Alejandro Moreno Cárdenas (rúbri-
ca), Francisco Herrera León; diputado Carlos Eduardo Feltón Gonzá-
lez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, senador, don Rogelio Rueda Sánchez. Por tanto...

El diputado Carlos Eduardo Felton González (desde la
curul): Diputado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Sí, dipu-
tado.

El diputado Carlos Eduardo Felton González (desde la
curul): Si me permite la voz.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Todavía
no está a discusión. Vamos a poner a consideración si es de
urgente u obvia resolución. ¿Con qué objeto, diputado?

El diputado Carlos Eduardo Felton González (desde la
curul): Es el mismo tema. Solamente quería acompañar la
propuesta del senador Rueda, ya que hoy no me fue posi-
ble meter a tiempo mi punto de acuerdo, que va más o me-
nos en el mismo sentido, como representante popular de
Mazatlán, en Sinaloa, puerto eminentemente pesquero, en
donde la problemática del paro nacional nos afecta...

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Directa-
mente.

El diputado Carlos Eduardo Felton González (desde la
curul): ... de fuerte manera. Yo quisiera, mientras tengo la
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oportunidad de leer mi punto de acuerdo, sumarme a esta
propuesta del senador, si así lo tiene a bien el senador
Rueda.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Señor se-
nador, ¿acepta usted que sea signado por el señor diputado?

El senador Rogelio Humberto Rueda Sánchez (desde la
curul): Por supuesto.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Okey. En
ese contexto y en la suma de, supongo, su grupo parlamen-
tario, consulte la Secretaría a la asamblea si se considera de
urgente resolución. Señor senador.

El senador Rogelio Humberto Rueda Sánchez (desde la
curul): Pensé que lo iba a poner a discusión.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Primero
es en consideración, si es urgente.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se considera de ur-
gente resolución.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea, con fundamen-
to en el artículo 59 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, si se considera de urgente resolución la propo-
sición. Los legisladores y las legisladoras que estén por la
afirmativa sírvanse manifestarlo. Los legisladores y las le-
gisladoras que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, no hay dos terceras partes por la afirma-
tiva.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión.

INSTITUTO DEL FONDO NACIONAL
DE LA VIVIENDA PARA LOS TRABAJADORES

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Tiene el
uso de la palabra el señor senador Jesús Garibay García,
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, para presentar punto de acuerdo relativo a los

créditos del Infonavit, en nombre del diputado Javier Gon-
zález Garza.

El senador Jesús Garibay García: Gracias, ciudadano
presidente. Llegará el tema económico. Hoy parece que no
quiere llegar.

Jesús Garibay García y el diputado Javier González Garza,
integrantes de la LX Legislatura, presentamos el siguiente
punto de acuerdo.

Antecedentes: de acuerdo con información proporcionada
por distintas organizaciones de defensa de los derechoha-
bientes —de la cual se dio cuenta ayer en los medios—, el
Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Tra-
bajadores (Infonavit) vendió decenas de miles de créditos
vencidos a las empresas de capital estadounidense Pendu-
lum Associates y Sociedad Cooperativa, para la resolución
de activos y propiedades, que forman parte de cinco com-
pañías dedicadas a la cobranza de cartera vencida.

La entrega de estos créditos a entidades privadas encarga-
das de “administrar” —entre comillas— deudas constituye,
en primer lugar, un acto de profunda insensibilidad del ac-
tual gobierno, pues pone a miles de familias en riesgo de
perder su patrimonio al dejarlas a merced de las conocidas
prácticas de hostigamiento, acoso y persecución de los des-
pachos de cobranza.

Al actuar en este sentido, las autoridades parecen soslayar
que el incremento en la cartera vencida no necesariamente
refleja irresponsabilidad o una cultura del no pago de los
deudores sino que, en muchos casos, obedece a factores co-
mo el desempleo, los ínfimos salarios, el encarecimiento de
los productos básicos y los servicios, el desgaste sostenido
del poder adquisitivo y la capacidad de pago, problemáti-
cas ante las cuales el gobierno debiera contribuir a buscar
soluciones, no a agravarlas.

Esta actitud, por lo demás, contrasta con el apremio con
que en este país se ha rescatado a grandes capitales finan-
cieros y propietarios de importantes empresas en proble-
mas económicos, lo que pone en evidencia el signo antipo-
pular, oligárquico y proempresarial de las últimas
administraciones, incluida la actual.

Adicionalmente de que los créditos vencidos de referencia
se hayan rematado a precios irrisorios de 15 mil pesos ca-
da uno, deja la impresión de que, más que buscar resolver
los problemas de insolvencia del Infonavit, la venta obede-
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ce a un designio de beneficiar a círculos empresariales cer-
canos al poder público.

Es significativo señalar que el consejo de administración
de las empresas señaladas es presidido… ¿por quién creen?
Por Roberto Enrique Collar López, ex coordinador general
de Recursos Corporativos del Fondo Bancario de Protec-
ción al Ahorro (Fobaproa), quien en 2006 adquirió para
Scrap 2 créditos vencidos del Infonavit de manera por de-
más irregular.

La adjudicación se dio el mismo día en que esa compañía
se constituyó ante notario público, y varios meses después
de que se publicaran las convocatorias de las subastas pú-
blicas correspondientes. De esto dio testimonio el periódi-
co La Jornada el 18 de enero de 2008. Hace justamente un
año.

Otra de las beneficiarias de la venta de cartera vencida ha
sido Camp Mark, compañía que adquirió 18 mil 702 crédi-
tos subastados tras la primera convocatoria que se publicó
el 31 de octubre de 2005, y a la que se ha vinculado con la
empresa Construcciones Prácticas, propiedad de los her-
manos Bribiesca Sahagún, señalados por haber incurrido
en tráfico de influencias durante el sexenio del ex presi-
dente de la república.

En suma, la entrega de créditos vencidos del Infonavit a
entidades particulares es, a lo que puede verse, una medida
orientada a satisfacer la voracidad y los ánimos especulati-
vos de dichas empresas a costa de los deudores y sus fami-
lias.

Es necesario, por tanto, que el organismo ponga fin a esa
práctica y emprenda programas de reestructuración de las
deudas dedicadas a causas de las necesidades de la pobla-
ción y a las circunstancias económicas actuales que no sig-
nifiquen pérdida del patrimonio de los derechohabientes.

Es obligado, asimismo, que el instituto haga transparentes
los mecanismos de adjudicación de los créditos vencidos, a
fin de esclarecer las suspicacias generadas en torno a estos
procesos.

Hoy que tardíamente descubren lo que iba a pasar y lo que
pasó con los incrementos a la gasolina, tardíamente, a los
36, espero que registren y no olviden que en esta fecha em-
pezamos a señalar el tema del Infonavit y las corruptelas
que ahí están, para que después no vengan aquí a lamen-
tarse de lo que se les advirtió con tiempo.

Recuerden que en noviembre, en la tribuna del Senado, les
dije que el gasolinazo iba a ser toda una tragedia. Y des-
pués, por cierto, les recordé que… cuando los dejaron col-
gados iría alguna senadora —con todo respeto—, que los de-
jaron colgados con su acuerdazo… ya ven lo que les pasó.

Por lo expuesto, ponemos a consideración de esta asamblea
el siguiente punto de acuerdo.

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión solicita al titular del Instituto del Fondo Na-
cional de la Vivienda para los Trabajadores la entrega de la
información detallada, a esta soberanía, de las operaciones
realizadas con relación a la venta de la cartera vencida.

Segundo. La Comisión Permanente exhorta al titular del
Ejecutivo federal a que de inmediato intervenga ante el Ins-
tituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabaja-
dores, a fin de que recupere los créditos en cartera vencida,
que inconstitucional e ilegalmente fueron vendidos a em-
presas recuperadoras de crédito.

De manera que, con la intervención de la Escuela Nacional
de Trabajo Social de la UNAM y de otras instituciones de
educación superior, se fijen montos justos de amortización
en bien del instituto, de los trabajadores y sus familias y de
la preservación del patrimonio familiar. Igualmente para
que este instituto se comprometa a no volver a vender car-
tera vencida.

Tercero. La Comisión Permanente exhorta a la Auditoría
Superior de la Federación y a la Secretaría de la Función
Pública a que, en el ámbito de sus respectivas competen-
cias, practiquen las auditorías necesarias con relación a la
venta de cartera vencida, ejerciendo, en su caso, las accio-
nes legales que correspondan.

Espero de todos ustedes su generosidad para que sea apro-
bado de urgente u obvia resolución. Gracias, presidente. Es
todo.

«Proposición con punto de acuerdo, a fin de que se recu-
peren los créditos del Infonavit vendidos a las empresas de-
dicadas a recuperarlos, a cargo del diputado Javier Gonzá-
lez Garza, del Grupo Parlamentario del PRD

El suscrito, diputado Javier González Garza, integrante del
Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática, con fundamento en el artículo 58 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de los Es-
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tados Unidos Mexicanos, presenta al Pleno de esta sobera-
nía, la siguiente proposición con punto de acuerdo con el
objeto de que se recuperen los créditos-Infonavit vendidos
a empresas recuperadoras de créditos.

Consideraciones

En la hora actual, la seguridad social lucha contra los cons-
tantes embates del neoliberalismo, que buscan lucrar a to-
da costa con instituciones cuya esencia es el bienestar de la
clase trabajadora y la preservación de nuestra soberanía.
Así, frente a la corriente que busca su privatización y des-
mantelamiento, el pueblo exige la preservación de su esen-
cia solidaria. El Instituto para el Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores, Infonavit, no es ajeno a esta
disyuntiva histórica; o se preserva como institución de se-
guridad social, o ahonda su carácter de negocio creciente
para las constructoras y recuperadoras de crédito, abriga-
das por el tráfico de influencias.

El manejo que el Infonavit ha realizado de la cartera ven-
cida es absolutamente arbitrario y nada transparente, y ha
sido violatorio de la fracción XII Apartado A del artículo
123 constitucional, del artículo 49 de la Ley del Infonavit
y de la jurisprudencia sobre el tema. Por lo que –con toda
razón– se ha formado un verdadero escándalo, ya que la
venta de la cartera vencida que comprende poco más de
120 mil créditos se realiza sin respaldo jurídico, pero sobre
todo lo que se ha buscado con esta venta es el enriqueci-
miento de un grupo de empresas recuperadoras de créditos.
Este hecho resulta aún más alarmante cuando se sabe que
mayoritariamente estas empresas son de capital trasnacio-
nal, concretamente norteamericano, como es el caso de las
empresas Pendulum Associates y Scrap 2. Estas empresas
han adquirido las viviendas de la cartera vencida en alre-
dedor de 20 mil pesos y las han vendido, por lo bajo desde
300 mil hasta por 700 mil pesos, lo que significa que han
obtenido ganancias increíbles.

Esta cartera vencida es absolutamente injusta e inconstitu-
cional, ya que despoja a los trabajadores de la relación ju-
rídica contractual con el Infonavit, el único con el que el
trabajador pactó el crédito, y por tanto el único jurídica-
mente legitimado para exigir el cumplimiento de tal con-
trato en caso de omisión de pagos por parte del trabajador,
igualmente se le priva de las condiciones pactadas en dicho
contrato en apego a la Ley del Infonavit. La consecuencia
última que se busca es que al trabajador le sean arrebatados
su crédito, su vivienda y  las amortizaciones realizadas has-
ta ese momento al instituto. Los trabajadores son enfrenta-

dos a despachos jurídicos despiadados que aplican una po-
lítica de terror, los cuales les exigen a los trabajadores pa-
ra reestructurar los créditos, mensualidades de hasta el 75
por ciento de su salario; o bien el pago de montos impaga-
bles que deben realizar en una sola exhibición bajo la
amenazada de privarlos de sus viviendas sin haber sido
vencidos en algún juicio formal. Por otro lado, tal rees-
tructuración ya de entrada cuesta a los trabajadores alrede-
dor de 20 mil pesos, lo que también es fuente de abultadas
ganancias para las recuperadoras de créditos.

Cabe precisar, que de las viviendas en cartera vencida, So-
nora tiene 23 mil, 20 por ciento del total nacional, y Sina-
loa 15 mil, es decir, casi el 13 por ciento de este total.

En agravio de lo anterior, señalamos que diversas organi-
zaciones sociales, han denunciado que abogados litigantes
del PAN, son los que manejan los despachos que cobran la
cartera vencida.

La venta de la cartera vencida es insostenible, la única po-
lítica viable debe partir de la realidad: el empleo y los sa-
larios dignos van a la baja en nuestro país, paralelamente
ha proliferado el empleo eventual e informal; lo que indu-
dablemente se agravará en el marco de la actual crisis eco-
nómica. A esto sumemos la situación de precariedad eco-
nómica de los incapacitados y jubilados. La gravedad de la
situación se completa con la mecánica operativa de los cré-
ditos del Infonavit cuyo saldo se actualiza conforme a los
incrementos del salario mínimo, base del cobro de eleva-
dos intereses.

Tomando en cuenta lo anterior, no cabe duda de que la in-
mensa mayoría de los trabajadores, si no es que la totalidad
de ellos reconocen el adeudo que tienen con el instituto y
están en la mejor disposición de cubrirlo, sólo piden amor-
tizaciones justas para seguir cubriéndolo y preservando su
patrimonio familiar, demanda que el Instituto está en posi-
bilidad de realizar en el marco de la ley.

Con base en lo expuesto y fundado, someto a la considera-
ción de esta soberanía la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión solicita al Infonavit la entrega de la información de-
tallada de las operaciones realizadas en relación a la venta
de la cartera vencida a esta soberanía.
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Segundo. La Comisión Permanente exhorta al Ejecutivo
federal, para que de inmediato intervenga ante el Infonavit,
a fin de recuperar los créditos en cartera vencida que in-
constitucional e ilegalmente fueron vendidos a empresas
recuperadoras de créditos; de manera que con la interven-
ción de la Escuela Nacional de Trabajo Social de la UNAM
y de otras instituciones de educación superior, se fijen
montos justos de amortización en bien del instituto, los tra-
bajadores y sus familias, así como de la preservación del
patrimonio familiar. Igualmente para que este instituto se
comprometa a no volver a vender la cartera vencida.

Tercero. La Comisión Permanente exhorta a la Auditoría
Superior de la Federación y a la Secretaría de la Función
Pública, para que en el ámbito de sus respectivas compe-
tencias, practiquen las auditorías necesarias en relación a la
venta de cartera vencida. Ejerciendo en su caso las accio-
nes legales que correspondan.

Palacio Legislativo de San Lázaro, sede de la Comisión Permanente, a
7 de enero de 2009.— Diputado Javier González Garza (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: De nada,
senador don Jesús Garibay García. Túrnese a la Tercera
Comisión de Trabajo… de urgente… consulte la Secretaría
a la asamblea si se considera de urgente u obvia resolución.

El Secretario diputado José Rubén Escajeda Jiménez:
En votación económica se pregunta a la asamblea, con fun-
damento en el artículo 59 del Reglamento para el Gobier-
no Interior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, si se considera de urgente resolución la propo-
sición. Los legisladores que estén por la afirmativa sírvan-
se manifestarlo. Los legisladores que estén por la negativa
sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, no hay dos terceras partes por la afirma-
tiva.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión.

MEDIO ORIENTE

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Retoman-
do el punto de acuerdo referente al conflicto en el Medio
Oriente, se concede el uso de la palabra al senador Luis Al-

berto Villarreal, para que lea los cuatro resolutivos pro-
puestos en consenso por todos los grupos parlamentarios.

El senador Luis Alberto Villarreal García: Gracias, pre-
sidente.

Antes de leer los cuatro resolutivos, quisiera solicitar a la
Presidencia que se inserte íntegramente el texto del punto
de acuerdo que está publicado y presentado por el PRD, y
respaldado por Convergencia, como parte íntegra del Dia-
rio de los Debates, y al mismo tiempo las consideraciones
que en su momento el de la voz hizo.

«Proposición con punto de acuerdo de la Comisión Perma-
nente, por el que se condenan enérgicamente la acciones bé-
licas en la franja de Gaza, se exhorta a las partes a respetar
el derecho humanitario internacional, se respaldan las medi-
das diplomáticas del Estado mexicano y se exhorta a éste a
redoblar sus acciones por el cumplimiento de las resolucio-
nes de la ONU y el restablecimiento de la paz en la región

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión condena enérgicamente la incursión militar
israelí en contra de la población palestina en la franja de
Gaza, así como el lanzamiento de cohetes desde ahí al te-
rritorio de Israel, acciones violatorias de los principios y
resoluciones de la Organización de las Naciones Unidas y
hace una llamada a las partes en conflicto a alcanzar de in-
mediato el cese al fuego.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta a las partes en conflicto a respetar
las disposiciones aplicables que contempla el derecho hu-
manitario internacional, respecto a la protección de la po-
blación civil y la Carta de las Naciones Unidas en relación
con la neutralidad de los espacios físicos de la ONU.

Tercero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión exhorta al gobierno federal para que, a tra-
vés de la cancillería y del representante de México en el
Consejo de Seguridad de las Naciones Unidas, lleve a ca-
bo todas las acciones diplomáticas en la búsqueda del res-
tablecimiento de la paz en la franja de Gaza y exija firme-
mente el cumplimiento a la resolución 181 de las Naciones
Unidas.

Cuarto. La Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión expresa su respaldo a las medidas diplomáticas
que hasta ahora ha llevado a cabo el Estado mexicano y se
suma al llamado urgente para que los actores involucrados

Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados180



en el conflicto en Medio Oriente pongan fin a las hostili-
dades y se reanude de inmediato el cese al fuego, así como
para que se respete el derecho internacional humanitario y
se permita el acceso de las organizaciones internacionales
de asistencia humanitaria a la zona de conflicto.

(Rúbricas).»

«Proposición con  punto de acuerdo, para condenar enérgi-
camente la incursión militar israelí contra la población pa-
lestina en la franja de Gaza, la cual viola los principios de
la Carta de las Naciones, y llamar a las partes en conflicto
a alcanzar un inmediato cese del fuego, a cargo del diputa-
do Javier González Garza y suscrita por los diputados Oc-
tavio Martínez Vargas, Carlos Altamirano Toledo e Itzcóatl
Tonatiuh Bravo Padilla, del Grupo Parlamentario del PRD

Los suscritos, Javier González Garza, Octavio Martínez
Vargas, Carlos Altamirano Toledo y Tonatiuh Bravo Padi-
lla, diputados federales de la LX Legislatura del Congreso
de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artícu-
los 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior
del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a la consideración del Pleno de esta Comisión Per-
manente la siguiente proposición con punto de acuerdo, de
urgente u obvia resolución, al tenor de las siguientes

Consideraciones

1. El 29 de noviembre de 1947, la Asamblea General de las
Naciones Unidas aprobó la resolución 181 (II) por una vo-
tación de 33 votos a favor, 13 en contra y 10 abstenciones.

2. En tal resolución se aprobó el llamado Plan de Partición
de Palestina, el cual contempló dividir dicho territorio, de
aproximadamente 28 mil kilómetros cuadrados: para un fu-
turo Estado de Israel se asignó el 57 por ciento, para un fu-
turo Estado Palestino se asignó el 42 por ciento y el 1 por
ciento restante quedaría reservado a Jerusalén bajo un esta-
tuto internacional

3. El 15 de mayo se proclamó el nacimiento del Estado de
Israel y, días después, se inició la primera guerra árabe-is-
raelí. Al término de esa guerra, Israel ocupó 20 mil 850 ki-
lómetro cuadrados del total del territorio originalmente
asignado por la ONU.

4. El 28 de abril de 1956 se inició la segunda guerra árabe-
israelí y, después de firmarse diversos armisticios, llego a su
fin.

5. El 5 de junio de 1967, se inició el tercer conflicto árabe-
israelí, mejor conocido como la “guerra de los seis días”.
Al término del conflicto Israel ocupó el 100 por ciento del
territorio palestino, Cisjordania, la Franja de Gaza y la par-
te vieja de Jerusalén, además de la península egipcia del Si-
naí y un territorio sirio conocido como las alturas del Go-
lán. Como consecuencia de la guerra, el 22 de noviembre
de 1967, la Asamblea General de la ONU adoptó la resolu-
ción 242, por medio de la cual, entre otras cosas, pidió a Is-
rael el retiro inmediato de los territorios ocupados.

6. También, como consecuencia de la guerra y la ocupación
territorial, cerca de 2 millones de palestinos se vieron obli-
gados a emigrar, principalmente hacia Jordania y el Líba-
no, en calidad de refugiados.

7. El 6 de octubre 1973 se produjo el cuarto conflicto ára-
be-israelí, mejor conocido como la “guerra del Yom Kip-
pur” y, en 1982, el Estado de Israel invadió al Líbano.

8. Recientemente, el 27 de diciembre del 2008, el Estado
de Israel inició un fuerte ataque contra la población pales-
tina en la franja de Gaza. La justificación israelí para el
ataque fue la obligación de proteger a sus ciudadanos de
los constantes ataques con obuses que ha venido realizan-
do la organización palestina Hamas.

9. En un inicio, los ataques se concentraron en bombarde-
os aéreos en contra de objetivos previamente planificados.
No obstante, dada la enorme densidad poblacional de la
franja de Gaza, tales bombardeos no distinguieron entre los
milicianos palestinos y la población civil y desarmada.

10. Más tarde y como una segunda etapa de la “Operación
plomo sólido”, Israel inició un incursión por vía terrestre
hasta lograr un bloqueo completo de la franja de Gaza.

11.Las consecuencias de dichos bombardeos han sido de-
sastrosos, especialmente para la población civil palestina:
hasta el 5 de enero pasado, había 530 muertos y cerca de 2
mil 600 heridos. Tal situación se ha vuelto verdaderamen-
te grave ya que con el bloqueo israelí se ha generado una
gran carencia de alimentos y, sobre todo, de medicinas, y la
real imposibilidad de que las ambulancias puedan recoger
a los heridos.

12. Un condenable hecho sucedido el 6 de enero fue el
bombardeo contra una escuela administrada por la Agencia
de las Naciones Unidas para los Refugiados en Oriente
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Medio, UNRWA por sus siglas en ingles, en el que murie-
ron al menos 42 niños y decenas quedaron heridos.

13. No obstante que la comunidad mundial ha condenado
los ataques, incluida la Unión Europea, las Naciones Uni-
das, después de tres reuniones, no ha logrado adoptar una
resolución, debido a la oposición de Estados Unidos de
América.

14. Conviene señalar que la cancillería mexicana emitió un
comunicado, el 3 de enero pasado, mediante el cual llamó
a las partes a poner fin a las hostilidades, a alcanzar un in-
mediato cese al fuego, y ponderó la necesidad de respetar
el derecho internacional humanitario y permitir el acceso a
las organizaciones internacionales para prestar asistencia
humanitaria a todos los heridos.

Por lo antes expuesto, sometemos a la consideración del
Pleno de esta Comisión Permanente del Congreso de la
Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión condena enérgicamente la incursión militar israelí
en contra de la población palestina en la franja de Gaza, la
cual viola los principios contenidos en la Carta de las Na-
ciones, y llama a las partes en conflicto a alcanzar un in-
mediato cese del fuego.

Segundo. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión hace un respetuoso llamado al gobierno de Israel y
a la Autoridad Nacional Palestina para iniciar, lo más pron-
to posible, platicas que permitan alcanzar una paz justa y
duradera en la zona.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente del honora-
ble Congreso de la Unión, a 7 de enero de 2009.— Diputados: Javier
González Garza (rúbrica), Octavio Martínez Vargas, Carlos Altamira-
no Toledo.»

«Proposición con punto de acuerdo, por el que el Congreso
de la Unión expresa su más enérgico rechazo al uso de la
fuerza en la franja de Gaza y exhorta al gobierno mexicano
a confirmar a través de la Secretaría de Relaciones Exterio-
res la adhesión del país a los esfuerzos internacionales orien-
tados al cese inmediato de las hostilidades y a la solución pa-
cífica del conflicto, a cargo del diputado Cuauhtémoc
Velasco Oliva y suscrita por el diputado Alejandro Chanona
Burguete, del Grupo Parlamentario de Convergencia

Los suscritos, Alejandro Chanona Burguete y Cuauhtémoc
Velasco Oliva, diputados del Grupo Parlamentario de Con-
vergencia en la LX Legislatura, con fundamento en los ar-
tículos 58, 59 y 60 del Reglamento para el Gobierno Inte-
rior del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos presentan ante la Comisión Permanente propo-
sición con punto de acuerdo, de urgente u obvia resolución,
por el que el Congreso de la Unión expresa su más enérgi-
co rechazo al uso de la fuerza en la franja de Gaza y ex-
horta al gobierno mexicano a confirmar a través de la Se-
cretaría de Relaciones Exteriores la adhesión de México a
los esfuerzos internacionales orientados al cese inmediato
de las hostilidades, a la solución pacífica del conflicto y al
aseguramiento de la asistencia humanitaria a la población
afectada, al tenor de las siguientes

Consideraciones

La situación de conflicto que prevalece en la franja de Ga-
za amerita un llamado urgente a la comunidad internacio-
nal para lograr el cese inmediato de las hostilidades y au-
xiliar a la población afectada.

Desde el pasado 27 de diciembre tuvimos noticia de las
operaciones de inteligencia y militares que apuntaban a una
escalada de violencia entre israelíes y palestinos.

Hoy, nos preocupan profundamente las consecuencias de
las hostilidades en la población civil, sobre todo mujeres,
ancianos y niños, así como sus efectos en la vida coti-
diana de un millón y medio de habitantes de la franja de
Gaza.

Este enfrentamiento ha cobrado la vida de alrededor de 500
palestinos, de quienes se calcula que sólo 10 por ciento es
miembro activo de Hamas y 20 por ciento es niño. Asimis-
mo, se registran más de 2 mil 500 heridos.

También nos preocupan las consecuencias del conflicto en
otras latitudes, la posible participación de otras naciones y
las manifestaciones sociales alrededor del mundo que son
disueltas por la fuerza y en ocasiones enfrentan a simpati-
zantes de ambos bandos.

La ayuda humanitaria internacional apenas empezó a fluir.
Sin embargo, se enfrenta a todas las dificultades que signi-
fica operar en un terreno colmado de fuego cruzado.

Estamos convencidos del derecho de cualquier Estado a
defenderse y asegurar la protección de sus ciudadanos.
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Pero de ningún modo comulgamos con la idea de solucio-
nes bélicas a los conflictos.

No estamos de acuerdo en la reinstitución del uso de la vio-
lencia para resolver controversias. No nos equivoquemos:
debemos señalar con toda claridad que este método unila-
teral debe ser superado por la comunidad internacional. En
su lugar, se erige la sociedad internacional organizada, a
cuya fuerza debemos adherirnos.

México debe confirmar su compromiso en el fortaleci-
miento de los mecanismos de solución pacífica de las con-
troversias, apoyados en el multilateralismo.

En ese sentido, saludamos los esfuerzos internacionales
que se llevan a cabo para solucionar el conflicto.

Pedimos una solución a los miembros del Consejo de Se-
guridad de la Organización de las Naciones Unidas, así co-
mo reconocemos las acciones diplomáticas de la misión de
la Unión Europea en la región, la posible mediación de
Egipto y la idea de celebrar una sesión especial de la Asam-
blea General de la ONU.

México no debe sustraerse de su obligación internacional
de coadyuvar a la paz y a la prosperidad de la humanidad,
desde cualquier foro y espacio a su alcance.

Desde el Congreso de la Unión, nos hacemos partícipes de
una política exterior de Estado que actúe con responsabili-
dad, que se sume a los esfuerzos internacionales que se lle-
van a cabo y que siga una orientación clara fincada en
nuestros principios de política exterior.

En consideración de lo anterior, nos permitimos someter a
la aprobación de la Comisión Permanente, como de urgen-
te u obvia resolución, la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. El Congreso de la Unión expresa su más enérgico re-
chazo al uso de la fuerza en la franja de Gaza y exhorta al
gobierno mexicano a confirmar a través de la Secretaría de
Relaciones Exteriores la adhesión de México a los esfuerzos
internacionales orientados al cese inmediato de las hostilida-
des, a la solución pacífica del conflicto y al aseguramiento
de la asistencia humanitaria a la población afectada.

Sede de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2009.— Diputados:
Alejandro Chanona Burguete, Cuauhtémoc Velasco Oliva (rúbricas).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, señor senador.

Es obvio que es de urgente resolución; por tanto, está a dis-
cusión la proposición.

Se ha registrado el senador Javier Orozco Gómez, del Par-
tido Verde Ecologista de México, en pro, y tiene el uso de
la palabra.

El senador Javier Orozco Gómez: Con su permiso, ciu-
dadano presidente.

Sin lugar a dudas los acontecimientos que hemos visto en
días recientes en el Medio Oriente nos hacen reflexionar
precisamente sobre la violencia que sin freno se ha desata-
do en la franja de Gaza, uno de los dos territorios palesti-
nos, como resultado del afán de querer exterminar al con-
trario, en lugar de reconocer su existencia y coexistir.

Una auténtica masacre está ocurriendo en ese lugar. En
unos cuantos días hemos sido testigos de cómo se ha de-
molido una gran cantidad de edificios, como también la
pérdida de vidas humanas.

Para la fracción parlamentaria del Partido Verde Ecologis-
ta de México nos es muy importante apoyar este punto de
acuerdo que han presentado las diversas fracciones en la
Comisión Permanente, haciendo un llamamiento para el
cese inmediato de todo acto de violencia y actitudes mili-
tares en la franja de Gaza. Asimismo, para que las organi-
zaciones internacionales atiendan las graves necesidades
humanitarias y económicas de esa población, y adopten las
medidas necesarias para que aseguren la distribución de los
suministros de socorro que se requieran.

Asimismo, celebramos el acuerdo que la Comisión Perma-
nente ha logrado en un tema de carácter internacional, con
estricto apego a nuestro marco constitucional, con un gran
sentido diplomático de respeto a las naciones en conflicto,
para rechazar enérgicamente las acciones bélicas en el Me-
dio Oriente. Por tal motivo, nuestra fracción se suma a es-
te punto de acuerdo. Muchas gracias.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, senador don Javier Orozco Gómez. Tiene el uso de
la palabra el señor diputado Gerardo Villanueva, del Gru-
po Parlamentario del PRD, también en pro de este dicta-
men.
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El diputado Gerardo Villanueva Albarrán: Con su per-
miso, diputado presidente.

Quiero hacer uso de la palabra para manifestarme a favor
del punto de acuerdo que se presenta hoy.

Evidentemente que los hechos son muy dolorosos. Podrían
ser elocuentes para asumir una posición aún más radical de
la que se está planteando, y lo comento porque se ha dicho
también en esta tribuna que en algún momento se pudo ha-
ber fijado la posibilidad de retirar la Embajada de México
en Israel.

Me parece que aun esa medida queda lejos de la condena
que merece el Estado de Israel. Es decir, lo que está suce-
diendo en Palestina es una matanza, para decirlo en los tér-
minos más claros.

Estamos frente al peor Estado criminal, que no obstante
de haber padecido el holocausto durante el nacionalsocia-
lismo, actúa no nada más sin memoria, sino burlándose,
atropellando todas las normas de carácter internacional
que hoy, con toda elegancia y hasta diplomacia, estamos
apelando.

Espero que la Comisión Permanente no se vea pequeña an-
te la gran destrucción que está sufriendo el pueblo palesti-
no y ante la masacre de, al menos, 650 civiles.

Ayer, 6 de enero, día, en el caso de México, muy simbóli-
co por el trato especial que se da a los niños, fueron masa-
crados al menos 40 niños por el ataque a una escuela, con-
siderada territorio neutral por la Organización de las
Naciones Unidas.

Entonces me parece que el documento se tiene que respal-
dar por los límites que tiene este Congreso; pero lo que es-
tá sucediendo allá es algo innombrable. Estamos hablando
de la prolongación, quizás, de la justicia infinita que pro-
mueve el Estado imperialista yanqui. Estamos siendo testi-
gos de un castigo colectivo al pueblo palestino, y me pare-
ce que eso merecerá, de mantenerse esta ofensiva criminal
del Estado de Israel, que tanto el Congreso de la Unión co-
mo el Ejecutivo federal mediante las instancias correspon-
dientes, analicen, estudien con toda seriedad la posibilidad
de ruptura de relaciones con este Estado criminal.

Porque además es evidente, cuando señalamos aquí ciertos
instrumentos, ciertos convenios de años pasados, por cier-
to, productos de guerras que desató el Estado de Israel…

estamos siendo testigos, y ahí está la evidencia no nada
más en los medios de comunicación, sino en los comuni-
cados formales de la Autoridad Nacional Palestina, de la
masacre que está ocurriendo en Palestina.

También hay que recordar que nada más para tener una
idea, el ejército de Israel, gracias a Estados Unidos, es el
más costoso, el que tiene más poderío militar que los 22
países de la Liga Árabe. Estamos hablando de alrededor de
800 mil efectivos, militares profesionales, ante alrededor
de 10 mil militantes radicales, considerados incluso como
guerrilleros por parte de la Autoridad Nacional Palestina,
de este grupo extremista llamado Hamas.

Entonces, no creo que sea demasiado señalar que en el fu-
turo el Estado mexicano considere la ruptura de relaciones
con el Estado de Israel, por la evidente falta de respeto a la
normatividad internacional y por la matanza que está lle-
vando a cabo en Palestina.

Es cuanto, diputado presidente.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Muchas
gracias, diputado Gerardo Villanueva.

Consulte la Secretaría a la asamblea si se encuentra sufi-
cientemente discutida la proposición.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: En vota-
ción económica se pregunta a la asamblea si se considera
suficientemente discutida la proposición. Los legisladores
que estén por la afirmativa sírvanse manifestarlo. Los le-
gisladores que estén por la negativa sírvanse manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Suficien-
temente discutida.

Consulte la Secretaría a la asamblea, en votación económi-
ca, si es de aprobarse el punto de acuerdo.

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: En vota-
ción económica se pregunta si se aprueba la proposición.
Los legisladores que estén por la afirmativa sírvanse mani-
festarlo. Los legisladores que estén por la negativa sírvan-
se manifestarlo.

Señor presidente, mayoría por la afirmativa.
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Aproba-
da por unanimidad. Comuníquese.

SECTOR PESQUERO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del señor senador Gabino Cué Monteagudo, del Grupo Par-
lamentario de Convergencia, punto de acuerdo relativo al
incremento de los precios de diesel marino y de las tarifas
eléctricas que afectan la productividad del sector pesquero
nacional. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, relativo al alza del diesel ma-
rino y de las tarifas eléctricas, que afecta la productividad
del sector pesquero nacional, a cargo del senador Gabino
Cué Monteagudo, del Grupo Parlamentario de Convergen-
cia

El suscrito, Gabino Cué Monteagudo, senador del Grupo
Parlamentario de Convergencia en la LX Legislatura del
honorable Senado de la República, en ejercicio de la facul-
tad conferida en el artículo 58 del Reglamento para el Go-
bierno Interior del Congreso General de los Estados Uni-
dos Mexicanos, somete a consideración de esta soberanía
propuesta con  punto de acuerdo relativo al incremento de
los precios del diesel marino y de las tarifas eléctricas que
afectan la productividad del sector pesquero nacional, al te-
nor de las siguientes 

Consideraciones

En nuestro país la actividad pesquera es de gran relevancia,
no sólo porque representa  para aproximadamente 1 millón
de mexicanos la oportunidad al empleo productivo y de ge-
neración de capital y divisas sino porque significa el abas-
to de alimentos para todos los habitantes del país. Además
de que constituye el 0.16 por ciento de nuestro producto in-
terno bruto (PIB). 

Sin embargo, en los últimos años el sector parece olvidado
y depreciado, tanto en su potencial económico como en su
desarrollo, modernización y protección al medio ambiente,
generando además de la poca productividad problemas so-
ciales alternos como el desempleo.   

Desde el inicio de esta legislatura, hemos evidenciado las
enormes carencias a las que se enfrenta el sector pesquero
nacional que vive una inaceptable situación en lo social y
productivo, repercutiendo  directamente en la población de
pescadores y sus comunidades, sobre todo, los pescadores
ribereños que se encuentran en una situación de subsisten-
cia, ya que sus rudimentarias técnicas de pesca, escasa ca-
pacitación tecnológica, embarcaciones en mal estado y de
poca capacidad, además de las carencias económicas les
impiden invertir y hacer de su actividad una fuente de re-
cursos de alta rentabilidad.

Hoy volvemos hacer uso de la tribuna de esta Comisión
Permanente del Congreso de la Unión para denunciar un
hecho lamentable que afecta directamente al sector pes-
quero nacional. El incremento indiscriminado de los pre-
cios de los insumos energéticos, como el diesel, la gasoli-
na ribereña y las tarifas eléctricas, ha puesto en jaque al
sector pesquero nacional. 

Para la actividad pesquera, el diesel y las tarifas eléctricas
son insumos fundamentales para el desarrollo de las labo-
res productivas. Insumos que también representan un por-
centaje considerable del costo total de la actividad pes-
quera. 

Se estima, según datos de la Secretaría de Agricultura, Ga-
nadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, que el
consumo medio anual de diesel para embarcaciones es de
alrededor de 472 millones de litros. Lo que representa un
importante porcentaje de los  dividendos obtenidos por la
venta de productos marinos. 

Debido a ello, en 2005, como una medida que asegurara la
competitividad y el desarrollo del sector agropecuario y
pesquero, el gobierno federal fijó el precio del diesel en
3.50 pesos por litro. 

Para diciembre de 2006, se dio continuidad al apoyo, pero
bajo un esquema distinto, pues en lugar de fijar los precios
ahora se establecía un apoyo gubernamental de 2 pesos por
litro, y la diferencia era asumida por el productor. 

Lo cual se traduce en una pesada carga para los pescado-
res, pues si tómanos en cuenta que por cada viaje que rea-
lizan en altamar obtienen 8 toneladas de pescado –la cual
está tasada en 2 mil pesos por tonelada– las ganancias as-
cienden a 16 mil pesos, de los cuales se tiene que descon-
tar gastos de combustible, mantenimiento y personal.*
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Esto aunado a los constantes aumentos de precios en el die-
sel y las tarifas eléctricas, se vuelve casi insostenible. 

Además, recordemos que el sector se encuentra en situa-
ción precaria, sobre todo, los pescadores ribereños que, en
su gran mayoría, viven con deficiencias de infraestructura
social. Por lo que se advierte la necesidad de  un cambio en
la política de apoyos al sector.

Al iniciar 2009 nos despertamos con la noticia de que la
flota camaronera y atunera del país se manifestó en contra
de los  incrementos de los combustibles, en particular del
diesel marino.

El sector pesquero está resistiendo una grave crisis estruc-
tural y de financiamiento debido a que no puede hacer fren-
te al inmoderado incremento en los precios de los energé-
ticos que a principios de 2008 costaba 3.50 pesos por litro
de diesel y que al finalizar el año ascendió  a 7.33 pesos,
sin que se haya respetado el descuento autorizado al sector. 

Se prevé que, de continuar con esta política de aumentos
graduales al finalizar 2009, el costo se sitúe en 9.50 pesos
por litro; lo que significará sin duda la decadencia de la ac-
tividad pesquera nacional. 

Para el caso particular del precio del diesel, que es utiliza-
do por el transporte de carga y las embarcaciones marinas,
durante 2008 acumuló una alza de 23.6 por ciento, situa-
ción que causó molestias y protestas entre los pescadores
de Sinaloa, y que hoy  se ha generalizado entre pescadores
de Oaxaca, Tamaulipas, Campeche, Sonora  Yucatán y  Co-
lima, bajo el movimiento denominado “Cero pesca 2009”,
que propone el paro indefinido de actividades hasta no te-
ner respuesta positiva de sus demandas por parte de las au-
toridades federales. 

Según reportes periodísticos, en el movimiento participan
alrededor de 2 mil embarcaciones del océano Pacífico y del
golfo de México, en protesta porque los constantes incre-
mentos al diesel hacen incosteable esta actividad. A estos
se les han sumando alrededor de 25 mil pescadores ribere-
ños de Oaxaca, entre libres y cooperativistas, ya que tam-
bién se ven afectados por el incremento en la gasolina que
utilizan para sus 5 mil 90 embarcaciones menores que pes-
can en los litorales de Oaxaca.  

Por ello, es urgente que el gobierno federal a través de la
Secretaria de Hacienda y Crédito Público actúe de inme-
diato y suspenda los incrementos del diesel marino.

Es importante resaltar que el sector no sólo necesita del
ajuste equitativo de los precios de los energéticos sino que
requiere de  muchas otras acciones que detonen su verda-
dero fortalecimiento, entre las que destaca la asistencia tec-
nológica, apoyos financieros que les permita fortalecer la
infraestructura comercial y básica, reordenamiento pesque-
ro, etcétera. 

No basta con paliativos temporales que calmen las aguas
del descontento sino que se requiere, como lo hemos seña-
lado en puntos de acuerdo que hemos sometido a conside-
ración del Senado de la República durante esta legislatura,
la existencia de una verdadera política de Estado para el
sector pesquero nacional, en donde se incorpore una pers-
pectiva de desarrollo regional para el sector, que atienda las
necesidades regionales y proporcione elementos de coordi-
nación entre los estados y municipios de forma, que im-
pulse, con eficacia, el desarrollo de la actividad pesquera
en el país. 

Es decir, se debe poner la debida atención para revitalizar
la actividad pesquera en las entidades y fortalecer la cade-
na de procesamiento y comercialización.

Es inexplicable que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público siga manteniendo esta política de aumento gradual
a los precios de los combustibles, pese a que afecta la in-
flación cuando las tendencias internacionales indican lo
contrario. Por lo que el argumento de la secretaría para
sostener los incrementos graduales a fin de igualar los pre-
cios nacionales e internacionales queda sin sustento y, sin
embargo, se mantiene vigente. 

Es  necesario que se implanten medidas emergentes para
que bajen los precios al diesel, gasolina y electricidad, en
apoyo a la economía de miles de pescadores en el país. 

Por ello, el gobierno federal se debe sensibilizar ante la
problemática que se vive en el sector pesquero  y proponer
vías de solución y alternativas integrales para el fortaleci-
miento de la actividad pesquera nacional. 

Debemos evitar que por la indiferencia y minimización del
conflicto se desencadene una grave crisis económica y so-
cial, ya que se advierte el desabasto de productos marinos
y el cierre temporal,  en el peor de los casos permanente,
de fuentes de empleos directos e indirectos. 

El movimiento Cero pesca 2009 no debe tratarse como un
movimiento localizado que afecta a un solo sector, sino que
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puede ser el detonante de movimientos paralelos que cons-
tituyan en el principio de una protesta a nivel nacional, por
las consecuencias de la grave crisis económica que asecha
nuestra puerta. 

La autoridades federales deben abordar la problemática de
los altos costos de las tarifas eléctricas y de los combusti-
bles con sensibilidad y responsabilidad social, ya que se
ven afectados miles de familias y quedan suspendidos más
de 350 mil fuentes de empleo que dependen de la actividad
pesquera en el país. 

En este sentido, la propuesta que presento busca solidari-
zarse con los pescadores que solicitan mayor atención de
las autoridades federales para el desarrollo y supervivencia
del sector, ya que de no atenderse con prontitud sus de-
mandad podría devenirse una grave crisis de abasto de pro-
ductos del mar, sin dejar de lado la problemática social y
económica que deriva de la perdida de fuentes de empleo. 

Es necesario emprender con urgencia la solución de los
problemas estructurales y de corto plazo, si no queremos
más tarde lamentarnos y hacer del potencial beneficio de la
actividad pesquera tan sólo un espejismo.

En mérito de lo anterior, someto a consideración de la
asamblea los siguientes  

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del Congreso de la
Unión exhorta respetuosamente al Ejecutivo Federal a rea-
lizar las acciones necesarias, en el ámbito de sus atribucio-
nes, para que se suspenda el incremento en los precios del
diesel marino y de las tarifas eléctricas que afectan la pro-
ductividad  del sector pesquero nacional. 

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de Agricultura, Gana-
dería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación a llevar a ca-
bo las acciones necesarias para continuar con los linea-
mientos de subsidio de apoyo al diesel marino durante el
ejercicio fiscal de 2009; así como a establecer de inmedia-
to mesas de trabajo con los pescadores en paro a fin de evi-
tar el desabasto de productos marítimos. 

Nota:

*Ver El Universal, lunes 5 de enero de 2009, página A10.

Dado en el salón de sesiones de la honorable Comisión Permanente del
Congreso de la Unión, a 7 enero de 2009.— Senador Gabino Cué Mon-
teagudo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión.

POLITICA DE EMPLEO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
de la diputada Guillermina López Balbuena, del Grupo
Parlamentario del PRI, un exhorto al titular del Ejecutivo
federal a rectificar la política del empleo. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, para exhortar al titular del
Ejecutivo federal a rectificar su política de empleo, suscri-
ta por la diputada Guillermina López Balbuena, del Grupo
Parlamentario del PRI

La suscrita, Guillermina López Balbuena, diputada federal
integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucio-
nario Institucional, de conformidad con lo previsto en el ar-
tículo 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos so-
mete a consideración de esta soberanía proposición con
punto de acuerdo con el cual se exhorta al titular del Eje-
cutivo federal a rectificar su política de empleo, con base
en lo siguiente:

El Instituto Nacional de Estadística y Geografía ha señala-
do que en el último trimestre de 2008, la tasa nacional de
desocupación fue de 4.11 por ciento respecto a la población
económicamente activa, tasa superior a la que se registró
en el mismo periodo de 2007, que fue de 3.93 por ciento.

La tasa de desempleo que se ha publicado es la de mayor
nivel desde que el Inegi divulga la Encuesta Nacional de
Ocupación y Empleo en 2005, al concentrar a 1.9 millones
de personas en el tercer trimestre de 2008. Otro dato alar-
mante es que la tasa de desempleo nacional se incrementó
0.07 puntos porcentuales con relación a la del segundo tri-
mestre. Señores legisladores, esta tasa de desempleo con-
firma que la economía del país no marcha.

Por otra parte, la población subocupada, la que trabajó más
tiempo, fue de 2.9 millones de personas durante julio-sep-
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tiembre de 2008, representando una baja de 27 mil perso-
nas respecto al mismo periodo de un año antes. Sin embar-
go, el sector informal ascendió a 11.8 millones de personas.
Con ello, se observa que México está sumamente atrasado
en la aplicación de medidas que permitan mayor vincula-
ción entre la oferta y la demanda empresarial.

El Instituto Mexicano del Seguro Social ha reportado que
durante este año se han perdido más de 100 mil empleos,
las empresas confirman que en el país hay un alto índice de
desempleo, a pesar de que el gobierno federal asegure y
confirme que la tasa de desempleo no ha tenido variacio-
nes, señor presidente Calderón, para miles de mexicanos la
realidad es otra.

En el mismo sentido de la crisis de desempleo, se observa
que los despidos se centran en el sector femenil, por lo que
es oportuno recalcar que las mujeres han sido el eje del
desarrollo de sus familias y comunidades en el país. Ade-
más, en este sector se concentran los más altos índices de
precariedad, y cuenta con los más bajos niveles de instruc-
ción y de ingresos.

Como legisladora, observo que el gobierno dirige su polí-
tica de empleo a que las mujeres busquen ocuparse en tra-
bajos domésticos o en el comercio ambulante.

Señor presidente Calderón, le recuerdo que usted alardeó
durante toda su campaña electoral como el “presidente del
empleo”, pero la realidad demuestra lo contrario; es decir,
podríamos señalar que usted es el “presidente del desem-
pleo”, los mexicanos a dos años de su administración están
cansados por sus promesas y mentiras. Además, ya se die-
ron cuenta de que lo expresado durante su campaña fueron
solamente promesas, que usted vivía en un mundo de uto-
pías.

Compañeros legisladores, es sabido que el gobierno cuen-
ta con los instrumentos y mecanismos necesarios para in-
centivar a las empresas y expandir su economía atrayendo
inversiones. Es urgente que se apliquen medidas que gene-
ren una recuperación en el corto plazo de empleos, siendo
éstos mucho mejor remunerados, así como lograr empatar
el perfil de los trabajadores con las necesidades de las em-
presas.

Además, hay que recordar al gobierno federal que no hay
recetas milagrosas, que ningún programa urgente podrá
atender el desempleo, sólo este funcionara si la economía
mexicana se encamina hacia la reactivación. Por ultimo,

señor presidente, le informo que los jóvenes expresan que
actualmente encuentran dificultades para encontrar trabajo
sienten que su administración sólo produce desempleados
con títulos.

Por lo expresado, presento ante la Comisión Permanente
del Congreso de la Unión el siguiente

Punto de Acuerdo

Primero. Con base en el principio de división de poderes,
se exhorta al titular del Ejecutivo federal, licenciado Felipe
de Jesús Calderón Hinojosa, a revisar su política de em-
pleo, haciendo hincapié en la generación y recuperación de
éstos.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría del Trabajo y Previ-
sión Social a realizar una inspección e investigación a las
empresas con el fin de detener el incremento de despidos
en el sector femenil.

Palacio Legislativo, a 7 de enero de 2009.— Diputada Guillermina Ló-
pez Balbuena (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión.

PROCURADURIA GENERAL DE LA REPUBLICA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del diputado Carlos Altamirano Toledo, del Grupo Parla-
mentario del PRD, punto de acuerdo por el que se exhorta
a la Procuraduría General de la República a que cumpla sus
obligaciones en materia de transparencia y acceso a la in-
formación pública gubernamental. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, para exhortar a la Procuradu-
ría General de la República a cumplir sus obligaciones en
materia de transparencia y acceso a la información pública
gubernamental, a cargo del diputado Carlos Altamirano To-
ledo, del Grupo Parlamentario del PRD

El que suscribe, diputado Carlos Altamirano Toledo, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática de la LX Legislatura de la honorable
Cámara de Diputados, con fundamento en el artículo 58 y
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60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, presenta ante la
soberanía proposición con punto de acuerdo, al tenor de las
siguientes

Consideraciones

La Ley Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental fue publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 11 de junio de 2002, y tiene co-
mo finalidad proveer lo necesario para garantizar el acceso
de toda persona a la información en posesión de los Pode-
res de la Unión, los órganos constitucionales autónomos o
con autonomía legal, y cualquier otra entidad federal cuya
observancia es obligatoria para todos los servidores públi-
cos federales.

Los objetivos de la ley son los siguientes: 

I. Proveer lo necesario para que toda persona pueda te-
ner acceso a la información mediante procedimientos
sencillos y expeditos;

II. Transparentar la gestión pública mediante la difusión
de la información que generan los sujetos obligados;

III. Garantizar la protección de los datos personales en
posesión de los sujetos obligados;

IV. Favorecer la rendición de cuentas a los ciudadanos,
de manera que puedan valorar el desempeño de los su-
jetos obligados;

V. Mejorar la organización, clasificación y manejo de
los documentos; y

VI. Contribuir a la democratización de la sociedad me-
xicana y la plena vigencia del estado de derecho.

El Instituto Federal de Acceso a la Información Pública
(IFAI) es un órgano de la administración pública federal,
con autonomía operativa, presupuestaria y de decisión, en-
cargado de promover y difundir el ejercicio del derecho de
acceso a la información; resolver sobre la negativa a las so-
licitudes de acceso a la información y proteger los datos
personales en poder de las dependencias y entidades.

En la ley se otorga al IFAI, entre otras atribuciones, para
que interprete en el orden administrativo la ley, de confor-
midad con el artículo 6 constitucional; conozca y resuelva

los recursos de revisión interpuestos por los solicitantes;
para que acceda en todo momento a la información reser-
vada o confidencial de los sujetos obligados para determi-
nar su debida clasificación, desclasificación o la proceden-
cia de otorgar su acceso.

De esta forma, los solicitantes acuden al IFAI con recursos
de revisión cuando las dependencias argumentan que la in-
formación está clasificada, pudiendo determinar si esa cla-
sificación es correcta.

Por otro lado, la Procuraduría General de la República
(PGR) es considerada una dependencia sujeta a la aplica-
ción de la mencionada ley.

Sin embargo, la PGR se ha negado sistemáticamente a en-
tregar expedientes de casos conocidos públicamente, aún
cuando existe de por medio la facultad conferida al IFAI de
revisar la debida clasificación de la información o la exis-
tencia de resoluciones respecto a la procedencia de los re-
cursos de revisión interpuestos por los ciudadanos a quie-
nes se les niega la información o no quedan satisfechos con
las respuestas emitidas por la procuraduría.

La PGR, para evitar que el IFAI de cumplimiento a la fa-
cultad de revisar la clasificación de la información reserva-
da o confidencial, ha recurrido al Tribunal de Justicia Fis-
cal y Administrativa o por la vía del juicio de amparo para
impedir la revisión de los documentos que tiene bajo su
custodia.

Algunos de los casos que ilustran dicho desacato, no sólo
legal sino contra el precepto constitucional de máxima pu-
blicidad, los encontramos en las solicitudes sobre el núme-
ro de secuestros ocurridos en México entre 1998 y 2008, la
investigación de la Interpol España en coordinación con el
Ministerio de Hacienda para conocer el origen de la pros-
peridad y operación de las empresas de Manuel Carlos
Mouriño Antanes, o en los casos de averiguaciones previas
ya concluidas.

Al respecto de este último punto, en el artículo 14 de la Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca se establece que también se considera como información
reservada las averiguaciones previas, pero señala que cuan-
do concluya el periodo de reserva o las causas que hayan
dado origen a la reserva de la información podrá ser públi-
ca, protegiendo la información confidencial que en ella se
contenga.
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Por las consideraciones anteriores, considero que la Procu-
raduría General de la República ha actuado en desacato de
la ley y de la Constitución, por lo que se le debe exhorta a
actuar de manera transparente y no obstruir al acceso pú-
blico de la información.

Por lo anterior, pongo a la consideración de la Comisión
Permanente proposición con

Puntos de Acuerdo

Primero. Se exhorta a la Procuraduría General de la Re-
pública a que dé cumplimiento a las obligaciones de trans-
parencia y acceso a la información pública.

Segundo. Se exhorta a la Secretaría de la Función Pública
a informar a esta soberanía, a través del Órgano Interno de
Control de la Procuraduría General de la República, sobre
el estado en que se encuentran las denuncias interpuestas
por el IFAI en contra de los servidores públicos que pudie-
ron incurrir en responsabilidad por violar las disposiciones
jurídicas en la materia.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2009.—
Diputado Carlos Altamirano Toledo (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Primera Comisión.

FRECUENCIAS DE RADIO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del diputado Humberto López Lena Cruz, del Grupo Parla-
mentario de Convergencia, punto de acuerdo por el que se
exhorta al secretario de Hacienda y Crédito Público a que
informe y publique los montos que se hayan determinado,
relativos a la contraprestación que deban cubrir los intere-
sados de la transición de AM a FM. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, para solicitar al Presidente de
la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados que formule
un exhorto al secretario de Hacienda y Crédito Público so-
bre la propuesta de la Cofetel relativa a la contraprestación
que deban cubrir los interesados en la transición de AM a
FM, a fin de que informe y publique los montos determi-
nados al efecto, suscrita por el diputado Humberto López
Lena Cruz, del Grupo Parlamentario de Convergencia

El suscrito, Humberto López Lena Cruz, diputado a la LX
Legislatura de la Congreso de la Unión, con fundamento en
el artículo 58 y 60 del Reglamento Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, solicita al Pre-
sidente de la Mesa Directiva de la Comisión Permanente
que formule un exhorto al doctor Agustín Guillermo Cars-
tens Carstens, secretario de Hacienda y Crédito Público,
para que de tener la propuesta de la Comisión Federal de
Telecomunicaciones, Cofetel, relativa a la contraprestación
que deban cubrir los interesados en la transición de AM a
FM, se informe y se publiquen los montos que hayan de-
terminado para tal efecto.

Antecedentes

I. Por instrucciones del licenciado Felipe Calderón Hinojo-
sa, presidente de la República el lunes 15 de septiembre de
2008, fue publicado por el licenciado Luis Téllez Kuenzler,
secretario de Comunicaciones y Transportes el acuerdo por
el que se establecen los requisitos para llevar a cabo el
cambio de frecuencias autorizadas para prestar el servicio
de radio y que operan en la banda de amplitud modulada,
a fin de optimizar el uso, aprovechamiento y explotación
de un bien del dominio público en transición a la radio di-
gital.

II. El artículo 25 constitucional en su párrafo primero esta-
blece lo siguiente: Corresponde al Estado la rectoría del
desarrollo nacional para garantizar que éste sea integral y
sustentable, que fortalezca la soberanía de la nación y su
régimen democrático y que, mediante el fomento del creci-
miento económico y el empleo y una más justa distribución
del ingreso y la riqueza, permita el pleno ejercicio de la li-
bertad y la dignidad de los individuos, grupos y clases so-
ciales, cuya seguridad protege esta Constitución.

III. De acuerdo con el artículo 27 constitucional “le corres-
ponde a la nación el dominio directo del espacio situado
sobre el territorio nacional, en la extensión y términos que
fije el derecho internacional. El dominio de la nación es in-
alienable e imprescriptible y la explotación, el uso o el
aprovechamiento de los recursos de que se trata, por los
particulares o por sociedades constituidas conforme a las
leyes mexicanas, no podrá realizarse sino mediante conce-
siones, otorgadas por el Ejecutivo Federal, de acuerdo con
las reglas y condiciones que establezcan las leyes.”

V. Así también conforme a lo establecido por el artículo 28
constitucional le corresponde al Estado concesionar la
prestación de servicios públicos o la explotación, uso y
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aprovechamiento de bienes de dominio de la federación,
salvo las excepciones que éstas prevengan.

Consideraciones

Del párrafo primero del artículo 1 de La ley Federal de De-
rechos se desprende lo siguiente: los derechos que estable-
ce esta ley, se pagarán por el uso o aprovechamiento de los
bienes del dominio público de la Nación, así como por re-
cibir servicios que presta el Estado en sus funciones de de-
recho público, excepto cuando se presten por organismos
descentralizados u órganos desconcentrados y en este últi-
mo caso, cuando se trate de contraprestaciones que no se
encuentren previstas en esta ley.

La fracción I del artículo 3 de la Ley General de Bienes
Nacionales, considera como tal al espacio situado sobre el
territorio nacional, que es de dominio de la nación y es in-
alienable e imprescriptible y la explotación, el uso y apro-
vechamiento de dicho recurso, por los particulares o por
sociedades constituidas conforme a las leyes se deberá re-
alizar mediante concesiones otorgadas por el Ejecutivo fe-
deral de acuerdo a las reglas y condiciones que establezcan
las leyes.

Ese bien situado en el espacio sobre el territorio nacional,
lo conforma el espectro radioeléctrico y las bandas de fre-
cuencia que forman parte de él, los cuales constituyen un
bien del dominio público de la nación, por lo que su uso,
aprovechamiento y explotación conlleva, entre otros, a que
el Estado tenga el derecho de recibir una contraprestación
económica por el otorgamiento de la concesión respectiva.

Esto lo confirma la sentencia de la Suprema Corte de Jus-
ticia de la Nación en la acción de inconstitucionalidad
26/2006, al resolver que el espectro radioeléctrico es un
bien de dominio público, por lo que su uso, aprovecha-
miento y explotación debe otorgarse con sujeción a los
principios dispuestos por el artículo 134 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Por tales motivos, en el acuerdo emitido por el Ejecutivo a
través de la Secretaría de Comunicaciones y Transportes de
fecha 15 de septiembre de 2008, se instituye para los em-
presarios interesados en el cambio de frecuencia una con-
traprestación.

En el punto cuarto del acuerdo de referencia establece lo si-
guiente:

La Cofetel analizará que las solicitudes de cambio cumplan
con los requisitos establecidos en el presente acuerdo y, de
ser así, requerirá a los concesionarios el pago de la contra-
prestación económica que se deberá cubrir por el cambio
de frecuencias. El monto de la contraprestación será deter-
minado por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, a
propuesta de la comisión, debiendo tomar en cuenta:

I. Referencias de los ingresos, costos y márgenes de la
industria por población cubierta las especificaciones
técnicas del proyecto, incluidos los programas y com-
promisos de inversión;

II. El plazo restante de vigencia de la concesión respec-
tiva;

III. El valor del mercado de la publicidad, y

IV. Otros referentes que permitan determinar el valor de
una estación de FM.

Dado que ya están establecidos en el acuerdo los 4 criterios
para determinar la contraprestación, es necesario que la Se-
cretaría de Hacienda y Crédito Público la decrete.

Y a tres meses de que surtió efectos el acuerdo el secreta-
rio de Hacienda no ha publicado el monto correspondiente,
por lo que no se ha logrado cumplir con todos los requisi-
tos contemplados en el acuerdo.

Lo que se pretende con esta proposición es transparentar
este requisito para que la Secretaría de Hacienda y Crédito
Público establezca contraprestaciones justas, tanto para los
empresarios como para el Estado. Toda vez que el espectro
radioeléctrico en el cual se transmiten las ondas hertzianas
es un bien nacional como lo establece el artículo 3 fracción
I de la Ley General de Bienes Nacionales.

Por lo antes expuesto, me permito someter a la considera-
ción de esta honorable soberanía el siguiente

Punto de Acuerdo

Único. Por el que se exhorta al doctor Agustín Guillermo
Carstens Carstens, secretario de Hacienda y Crédito Públi-
co, para que con base en el acuerdo de fecha 15 de sep-
tiembre de 2008 emitido por la Secretaría de Comunica-
ciones y Transportes, por el que se establecen los requisitos
para el cambio de frecuencias autorizadas de la banda de
amplitud modulada:
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La Cofetel publicó, el pasado 20 de octubre de 2008 en
tiempo y forma, la disponibilidad de frecuencias en las po-
blaciones existentes, de la Región I del país y después de
casi 3 meses de la fecha de esa publicación y de tener la
propuesta de la Cofetel, relativa a la contraprestación que
deben cubrir los interesados, se solicita que se informe y se
publiquen los montos determinados por esa secretaría.

México, DF, a 7 de enero de 2009.— Diputado Humberto López Lena
Cruz (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión.

SUMINISTRO DE AGUA

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del diputado Octavio Martínez Vargas, del Grupo Parla-
mentario del PRD, punto de acuerdo por el que solicita a la
Comisión Permanente que realice el exhorto al director ge-
neral de la Comisión Nacional del Agua para que informe
sobre los alcances en las afectaciones que tendrá la falta de
suministro de agua, suscrito por la diputada Olivia Frago-
so. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, a fin de que la Comisión Per-
manente del Congreso de la Unión realice un exhorto al di-
rector general de la Conagua para que informe respecto a
los alcances de las afectaciones que tendrá la falta de su-
ministro de agua anunciada durante tres días de cada mes
de enero a mayo de 2009 y a las medidas que tomará sobre
el particular, a cargo del diputado Octavio Martínez Var-
gas, en nombre de la diputada Silvia Oliva Fragoso, del
Grupo Parlamentario del PRD

La que suscribe, diputada Silvia Oliva Fragoso, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática en la LX Legislatura de la Cámara de Diputados,
con fundamento en lo dispuesto en los artículos 58 y 59 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso Gene-
ral de los Estados Unidos Mexicanos, pone a consideración
de la honorable Comisión Permanente del Congreso de la
Unión la siguiente proposición con punto de acuerdo, al te-
nor de las siguientes

Consideraciones

Que el agua es un recurso natural finito muy preciado para
el hombre, esencial para mantener la vida, el desarrollo y
el medio ambiente. El agua desempeña un papel funda-
mental en la vida de los individuos, tanto a nivel biológico
como a nivel Industrial. 

Que “México se encuentra inmerso en una realidad hidro-
lógica compleja derivada de la degradación sostenida y
hasta el momento incontenible, de sus ríos, acuíferos,
cuencas, humedales y en sí de todos sus ecosistemas lacus-
tres, realidad que comparte con la mayoría de los países del
orbe, al grado que este tema ya es considerado como un fe-
nómeno de magnitud planetaria”. (www.agua.org.mx. Cen-
tro Virtual de Información del Agua).

Que la falta de agua se ha convertido en un importante pro-
blema en el país y principalmente en la cuenca hidrográfi-
ca del valle de México, la cual abastece a una de las ciuda-
des más grandes del mundo con 8 millones 720 mil 916
habitantes, en el Distrito Federal según datos del Instituto
Nacional de Estadística y Geografía (Inegi) en 2005.

Que la problemática del agua atiende a diversos factores: la
complicación y el costo de abastecer de agua a la ciudad y
al estado de México, la insuficiencia de plantas de trata-
miento, la sobreexplotación del acuífero del valle de Méxi-
co y además, la pérdida por fugas en las redes de distribu-
ción de entre el 35 y 40 por ciento del vital líquido que se
consume en la zona metropolitana del valle de México, de-
bido a la obsolescencia de la infraestructura hidráulica.

Que la Comisión Nacional del Agua (Conagua) es un órga-
no desconcentrado de la Secretaría de Medio Ambiente y
Recursos Naturales cuya función es administrar y preser-
var las aguas nacionales y sus bienes inherentes, para lo-
grar su uso sustentable, con la participación de la sociedad.

Que el país esta dividido en 13 regiones hidrológico-admi-
nistrativas debido a que las cuencas son las unidades bási-
cas de gestión de los recursos hídricos, y la Conagua des-
empeña sus funciones a través de 13 organismos de cuenca,
cuyo ámbito de competencia corresponde a cada una de es-
tas regiones.

Que el 12 de diciembre de 2007, se publicó en el Diario
Oficial de la Federación el acuerdo por el que se determi-
na la circunscripción territorial de los organismos de cuen-
ca de la Comisión Nacional del Agua, estableciendo los
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100 municipios de Hidalgo, México y Tlaxcala, que junto
con las 16 delegaciones del Distrito Federal conforman el
Organismo de Cuenca Aguas del Valle de México, con se-
de en la Ciudad de México.

Que en el Distrito Federal corresponde al Sistema de Aguas
de la Ciudad de México, entre otras cosas, el suministro y
distribución de los servicios de agua potable con la canti-
dad, calidad y eficiencia necesarios. Que la instancia com-
petente en el estado de México es la Comisión del Agua de
dicha entidad. Además de que ambos organismos tienen la
facultad de establecer mecanismos de coordinación con las
instituciones y organismos precisos para desarrollar accio-
nes conjuntas de planeación e instrumentación que con-
duzcan a lograr el uso eficiente del agua en el Distrito Fe-
deral y en el estado de México.

Que mediante un comunicado de prensa de la Comisión
Nacional del Agua, el pasado 16 de diciembre de 2008, el
titular del Organismo de Cuenca Aguas del Valle de Méxi-
co presentó un balance sobre la sustentabilidad hídrica de
esa región, señalando que existe un nivel crítico en las 7
presas que abastecen al sistema Cutzamala, indicando que
tienen un nivel de almacenamiento de 63 por ciento, debi-
do a la insuficiente precipitación pluvial, cuando en años
anteriores –en esta temporada– se contaba con un almace-
namiento del 85 por ciento de su capacidad.

Que la Conagua acordó junto con las autoridades del Siste-
ma de Aguas de la Ciudad de México y de la Comisión del
Agua del Estado de México realizar acciones de manteni-
miento en las redes de distribución y en las líneas de con-
ducción del sistema Cutzamala, por lo que se tiene progra-
mado suspender el servicio durante tres días al mes, de
enero a mayo del próximo año, para lograr un ahorro de 10
millones de metros cúbicos en los meses de estiaje.

Que esta medida anunciada preocupa de sobremanera a los
habitantes del Distrito Federal y principalmente, a los ciu-
dadanos de la delegación Iztapalapa, ya que esta demarca-
ción se ha visto castigada desde meses atrás con la falta en
el suministro de agua potable en diversas colonias, abaste-
ciendo este líquido mediante pipas que en muchos de los
casos son insuficientes.

Por lo anteriormente expuesto, someto a la consideración
de esta soberanía con carácter de urgente y obvia resolu-
ción la siguiente proposición con

Punto de Acuerdo

Primero. Que la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión realice un atento exhorto al ingeniero Jo-
sé Luis Luege Tamargo, director general de la Comisión
Nacional del Agua, para que Informe a esta soberanía de
manera detallada sobre los alcances, los días y las zonas
que afectará la suspensión del servicio de agua anunciada
para los primeros cinco meses de 2009, así como las medi-
das que tomará el organismo que dirige, a fin de disminuir
las afectaciones que causará dicha suspensión.

Segundo. Que la Comisión Permanente del honorable
Congreso de la Unión realice un exhaustivo exhorto al in-
geniero José Luis Luege Tamargo, director general de la
Comisión Nacional del Agua para que ponga enmarca –de
manera urgente– una campaña de información en medios
de comunicación masiva, dirigida a la población para dar a
conocer de manera detallada los alcances, los días y las zo-
nas que afectará la suspensión del servicio de agua anun-
ciada para los primeros cinco meses de 2009, y sobre las
medidas que ésta deberá tomar para disminuir las afecta-
ciones por falta de agua, así como una campaña sobre el
cuidado del agua.

Tercero. Que la Comisión Permanente del honorable Con-
greso de la Unión realice un atento exhorto a la Asamblea
Legislativa del Distrito Federal a fin de que dentro del mar-
co de su competencia realice lo conducente ante las autori-
dades facultadas de esa entidad para que informen sobre
los alcances y afectaciones de la suspensión en el servicio
de agua anunciada para los primeros cinco meses de 2009;
las medidas que serán tomadas para disminuir las afecta-
ciones, así como la solicitud de una campaña masiva de in-
formación sobre la problemática, falta y cuidado del agua.

Cuarto. Que la Comisión Permanente del Congreso de la
Unión realice un atento exhorto al Poder Legislativo del es-
tado de México a fin de que dentro del marco de su com-
petencia realice lo conducente ante las autoridades faculta-
das de esa entidad para que informen sobre los alcances y
afectaciones de la suspensión en el servicio de agua anun-
ciada para los primeros cinco meses de 2009; las medidas
que serán tomadas para disminuir las afectaciones, así co-
mo la solicitud de una campaña masiva de información so-
bre la problemática, falta y cuidado del agua.

Salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero de 2009.—
Diputada Silvia Oliva Fragoso (rúbrica).»
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El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Tercera Comisión de Trabajo.

ESTADO DE MEXICO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del mismo diputado Octavio Martínez Vargas, en nombre
de la diputada Eva Sánchez Valdez, del Grupo Parlamenta-
rio del PRD, punto de acuerdo por el que se exhorta al go-
bernador del Estado de México a cumplir las garantías in-
dividuales de la libre asociación, manifestación, tránsito y
petición que establece la Constitución en los acuerdos sig-
nados por los munícipes de la colonia Villa de las Flores. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, a fin de exhortar al goberna-
dor del estado de México a salvaguardar, con estricto arre-
glo a derecho, las garantías individuales de libre
asociación, manifestación, tránsito y petición que estable-
ce la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica-
nos, e instruir a los servidores públicos para que cumplan
los acuerdos que asignaron los munícipes de la colonia Vi-
lla de las Flores, a cargo del diputado Octavio Martínez
Vargas, en nombre de la diputada Eva Sánchez Valdez, del
Grupo Parlamentario del PRD

La diputada federal Eva Angelina Sánchez Valdez, inte-
grante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolu-
ción Democrática en la LX Legislatura de la honorable Cá-
mara de Diputados, con fundamento en los artículos  58, 59
y 60 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de la soberanía punto de acuerdo fundado en
los siguientes antecedentes y consideraciones.

Antecedentes

1. A partir de septiembre de 2008, el gobierno del estado de
México y el ayuntamiento de Coacalco de Berriozábal ini-
ciaron la construcción de un puente vehicular en la calle de
Yutes y bulevar Coacalco, en la colonia Villa de las Flores,
en el municipio de Coacalco de Berriozábal.

2. Esta obra generó un descontento en los vecinos de dicha
colonia, entre otras consideraciones porque

a) En la construcción de esta vialidad se destruye el jardín
recreativo que se encuentra en el camellón de la calle de
Yutes.

b) Dicho puente desemboca a un costado de la escuela se-
cundaria Felipe Neri Villarelo, causando peligro a los
alumnos que acuden al centro escolar.

3. Es una obra que no cuenta con los informes de impacto
ambiental, técnico, ni social como lo confirman los infor-
mes justificados que rindieron las autoridades responsables
ante el juzgado federal en materia administrativa con sede
en Naucalpan de Juárez, donde se interpuso el juicio de
amparo contra la construcción del puente vehicular Yutes.

4. La autoridad estatal y municipal no cuentan con los pro-
cedimientos necesarios para garantizar el pago de daños a
los inmuebles que afecta la construcción del puente vehi-
cular. 

5. El 4 de noviembre de 2008, motivados por el incumpli-
miento de las autoridades, los vecinos se organizaron para
acudir a Toluca en busca de una entrevista con el goberna-
dor del estado de México.

6. Los vecinos se reunieron en la colonia Villa de las Flo-
res el día en comento, aproximadamente a las 8:00 horas,
de donde salieron alrededor de las 9:00 horas hacia su des-
tino. 

Sin embargo, en el tramo de La Marquesa de la autopista
México-Toluca, aproximadamente a las 12:10 horas, fue-
ron detenidos por agentes de seguridad pública de la Agen-
cia de Seguridad Estatal del gobierno del estado de Méxi-
co.

Los agentes de las patrullas 1506 y 1651 les indicaron que
bajaran del autobús, que quién era el líder responsable y
qué adónde se dirigían. Los vecinos le indicaron que se di-
rigían a Toluca para conseguir entrevistarse con el gober-
nador Enrique Peña Nieto y exponerle el problema de la
construcción de un puente vehicular en el municipio de Co-
acalco de Berriozábal.

Estas autoridades les impidieron seguir su trayecto, mani-
festándoles que tenían instrucciones de impedir el tránsito
a Toluca a cualquier manifestación que fuera contra el go-
bernador.
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De lo anterior, los agentes de la patrulla 1651 indicaron que
no podían dejarlos pasar, porque era una instrucción de
“arriba”. Después de 50 minutos, los quejosos exigieron a
los agentes que respetaran sus  garantías constitucionales
que los protegían para poder circular sin un permiso pre-
vio, a los que los elementos de seguridad pública les res-
pondieron, “por mis huevos no van a pasar, ¿qué no en-
tiendes pendejo?, ninguna protesta va llegar al señor
gobernador y, si quieres, váyanse caminando”.

Acto seguido, las autoridades indicaron al operador del au-
tobús que entregara las llaves, que el vehículo sería remol-
cado a alguna oficina cercana a su domicilio.

Posteriormente, obligaron a descender a todas las personas
que se encontraban en el interior del autobús, quienes, al
ser intimidados con la amenaza de que el autobús sería re-
mitido a un corralón, buscaron la forma de desplazarse me-
diante autobuses de transporte público a Toluca.

7. Ese mismo día, 4 de noviembre de 2008, efectuaron una
reunión de trabajo los siguientes funcionarios públicos: in-
geniero Manuel Ortiz García, director general del SAAS-
CAEM; maestro en ciencias Saúl Ramírez Antonio, direc-
tor general de Gobierno Región Tultitlán; ingeniero Sergio
Rodríguez Medina, subdirector de Coordinación de Obras;
licenciado Javier Rodríguez Vivas, jefe de Departamento
de Gobierno Región XIV; ingeniero Silvestre Cruz Cruz,
subdirector de Estudios y Proyectos; y arquitecto Javier
Gómez Galarza, jefe del Departamento de Supervisión de
Obra; y los vecinos de la colonia Villa de las Flores, donde
se acordó, entre otros puntos, el siguiente:

• En atención al punto anterior, el ingeniero Manuel Or-
tiz, director general del SAASCAEM, considera posible
retardar temporalmente los trabajos de dicha obra.  

En este sentido, es pertinente señalar que desde el 4 de no-
viembre que se emitió este documento, los trabajos de la
obra no han sido detenidos, siendo evidentes los avances
en la construcción del puente, ocasionando una desilusión
a los vecinos la promesa de campaña: Te lo firmo y te lo
cumplo.

8. Finalmente, el 14 de noviembre del año en curso, la Uni-
dad de Transparencia de y Acceso a la Información Públi-
ca de la presidencia municipal, mediante el oficio número
PM/UTAI/0350/2008, informó a los vecinos lo siguiente:
“le manifiesto que la construcción de dicho puente es com-
petencia de la empresa OHL, contratada por el gobierno

del estado y el honorable ayuntamiento de Coacalco, a tra-
vés de la Dirección General de Desarrollo Urbano, sólo se
hizo responsable de la liberación del predio donde se reali-
zará dicha obra”; y como es en los tiempos del partido ofi-
cial, aquí nadie sabe nada y, sin embargo,  la obra se sigue
construyendo.

Consideraciones

Primera. Consideramos que la actitud de las autoridades
locales es contraria a las disposiciones constitucionales que
norman la vida del país, ya que arbitrariamente se impidió
a los pobladores del municipio de Coacalco, en el estado de
México, tener derecho a ser escuchados por el gobernador
del estado de México, respecto a una obra pública que les
afecta directamente y contra la cual han hecho público su
desacuerdo.

Segunda. Pese a que fueron atendidos por las autoridades
que se mencionan en el punto 7 de esta proposición, y más
aún con la documental que se anexa emitida por la Unidad
de Transparencia de y Acceso a la Información Pública de
la presidencia municipal en Coacalco, se hace patente la
voluntad irrespetuosa y contraria a la voluntad popular por
parte de la autoridad estatal y municipal, en el sentido de
que, por un lado, les impidieron hacer pública su manifes-
tación de rechazo a dicha obra, posteriormente la promesa
que les hicieron a los pobladores del municipio de referen-
cia de que la obra iba a ser retrasada y, por último, el hecho
de que las obras continúan y de que no hay nada que las de-
tenga, constituyendo, todo esto, un engaño y una burla al
acuerdo que las mismas autoridades suscriben y que se
comprometen a respetar, cuando en el terreno de los hechos
no es así.

Tercera. Por todo lo anterior, solicitamos a esta Comisión
Permanente que haga un exhorto al gobernador del estado
de México a respetar las libertades y las garantías indivi-
duales contenidas en la Constitución General de la Repú-
blica, respecto al derecho de la libre expresión de las ideas
y de manifestación pública por parte de los colonos de Vi-
lla de las Flores, así como a instruir a los funcionarios pú-
blicos correspondientes para que hagan cumplir la palabra
empeñada el 4 de noviembre de 2008 en las oficinas del
gobierno del estado del municipio de Naucalpan, estado de
México, respecto a la suspensión de las obras del puente
vehicular en la calle de Yutes y bulevar Coacalco, en la co-
lonia Villa de las Flores, en el municipio de Coacalco de
Berriozábal, en dicha entidad federativa.
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Por lo anteriormente expuesto, sometemos a consideración
de esta soberanía los siguientes

Puntos de Acuerdo

Primero. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, con pleno respeto de su soberanía, exhorta
al gobernador del estado de México, Enrique Peña Nieto, a
garantizar, en estricto apego a derecho, las garantías indi-
viduales de libre asociación, manifestación, transito y peti-
ción que se establecen en la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. La Comisión Permanente del honorable Congre-
so de la Unión, con pleno respeto de su soberanía, exhorta
al gobernador del estado de México, Enrique Peña Nieto, a
instruir a sus funcionaros públicos den cumplimiento a los
acuerdos que signaron con los munícipes de la colonia Vi-
lla de las Flores.

Dado en el salón de sesiones de la Comisión Permanente, a 7 de enero
de 2009.— Diputada Eva Angelina Sánchez Valdez (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Primera Comisión.

EXPLOTACION SEXUAL INFANTIL

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Se recibió
del diputado Octavio Martínez Vargas, en nombre de la di-
putada Ana Yurixi Leyva Piñón, del Grupo Parlamentario
del PRD, punto de acuerdo por el que exhorta a las autori-
dades ejecutivas y legislativas a que lleven a cabo las ac-
ciones necesarias que permitan la adecuación de las nor-
mas locales a lo dispuesto en la Convención Internacional
de los Derechos de los Niños. 

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Propo-
sición con punto de acuerdo, a fin de exhortar a las autori-
dades ejecutivas y legislativas de las 32 entidades federati-
vas a llevar a cabo acciones que permitan la adecuación de
las normas locales a lo dispuesto en la Convención Inter-
nacional de los Derechos de los Niños y en la Ley para la
Protección de los Derechos de Niñas, Niños y Adolescen-
tes, a cargo del diputado Octavio Martínez Vargas, en nom-
bre de la diputada Ana Yurixi Leyva Piñón, del Grupo Par-
lamentario del PRD

La suscrita, diputada Ana Yurixi Leyva Piñón, integrante
del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución De-
mocrática, con fundamento en el artículo 78 fracción III de
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 58 del Reglamento para el Gobierno Interior del Congre-
so General de los Estados Unidos Mexicanos, somete a la
consideración de esta soberanía la siguiente proposición
con punto de acuerdo, con base en las siguientes

Consideraciones

El 13 de noviembre de 2006, al inicio de la presente LX
Legislatura se recibieron las Observaciones finales emiti-
das por el Comité de los Derechos del Niño de la Organi-
zación de las Naciones Unidas, respecto al III Informe de
México sobre la Niñez. En este documento se reconoce lo
ya realizado y destacan las reformas a los artículos 4 y 18
de la Constitución; la aprobación de la Ley para la Protec-
ción de los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes;
la Ley Federal para Prevenir y Eliminar la Discriminación;
la tipificación de violencia intrafamiliar en códigos de 15
entidades federativas; la ratificación del protocolo sobre la
trata de personas; la ratificación del Convenio 182 de la
Organización Internacional del Trabajo; el programa de ac-
ción 2002-2010, y la ratificación de protocolos facultativos
de la Convención de los Derechos de la Niñez, referentes a
la participación de niños en conflictos armados y a la ven-
ta, prostitución y la utilización en pornografía de niños;
avances indiscutibles que requieren reconocimiento, difu-
sión de sus objetivos y continuidad en las acciones de go-
bierno.

Se detallan también en el documento del organismo de la
ONU los pendientes que México mantiene en torno a la
Convención de los Derechos de la Niñez, varias de ellas
corresponden al Poder Legislativo.

Las recomendaciones se dividen en capítulos. En la estruc-
tura del documento que contiene las observaciones se en-
cuentra que las primeras observaciones son para avanzar en
el ámbito de la legislación, entre las que destacan algunos
temas prioritarios como son: el hecho de que la edad míni-
ma para contraer matrimonio en este país es de 14 años pa-
ra las niñas y 16 años para los niños y requiere una refor-
ma legal para aumentarla e igualarla para los dos géneros.

También están pendientes las reformas del Código de Pro-
cedimientos Civiles, para asegurar que los niños sean es-
cuchados en las actuaciones judiciales que los afectan.
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Es muy importante reformar las leyes que afectan con cas-
tigo corporal, que debería estar explícitamente prohibido.

Pero sobre todo, destacar la inexistencia de una legislación
eficaz para combatir y hacer frente al problema de la ex-
plotación sexual infantil, sobre todo cuando persisten prác-
ticas como las recientemente ocurridas en Hueytlalpan,
Puebla; la trata y secuestro de niños y niñas y adolescentes,
tanto a nivel federal como estatal, por lo que es necesario
introducir reformas al Código Penal y tipificar adecuada-
mente estos delitos.

El tema de los derechos de las niñas, los niños y los ado-
lescentes es un tópico que se refiere a la justicia, a la equi-
dad y a la posibilidad de contar –en un futuro próximo–
con ciudadanos más concientes de sus derechos y de sus
obligaciones en un entorno de más solidaridad para un des-
arrollo social sustentable y con mayor cohesión social.

En atención a las anteriores consideraciones propongo a es-
ta soberanía la presente proposición con

Punto de Acuerdo

Único. Se hace un respetuoso exhorto a los titulares de los
poderes Ejecutivos de las 32 entidades federativas del país,
así como a los órganos legislativos de las entidades a hacer
las modificaciones legales e institucionales necesarias para
hacerlas compatibles con la Convención Internacional de
los Derechos de los Niños y en la Ley para la Protección de
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Dado en la sede de la Comisión Permanente del honorable Congreso
de la Unión, a 7 de enero de 2009.— Diputada Ana Yurixi Leyva Pi-
ñón (rúbrica).»

El Presidente diputado César Duarte Jáquez: Túrnese
a la Primera Comisión de Trabajo. Continúe la Secreta-
ría con el orden del día.

ORDEN DEL DIA

La Secretaria diputada Marcela Cuen Garibi: «Comi-
sión Permanente.— Primer Receso.— Tercer Año de Ejer-
cicio.— LX Legislatura.

Orden del día 

Jueves 8 de enero de 2009.

Lectura del acta de la sesión anterior.

Comunicaciones

De la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

Los demás asuntos con los que la Mesa Directiva dé
cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

El Presidente diputado César Duarte Jáquez (a las
16:25 horas): Se levanta la sesión y se cita para la que ten-
drá lugar mañana, jueves 8 de enero, a las 11:00 horas.

————— O —————
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 2 horas 9 minutos

• Quórum a la apertura de sesión: 35 legisladores

• Diputados que solicitan licencia: 1

• Legisladores por grupo parlamentario que participaron durante la sesión: 25
PAN-6 PRD-11 PRI-3 Convergencia-3 PVEM-2

Se recibieron:

• 1 oficio del Gobierno del Distrito Federal con el que remite contestación a punto de acuerdo apro-
bado por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio del Gobierno del estado de Michoacán con el que remite contestación a punto de acuerdo
aprobado por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de Ferrocarriles Nacionales de México, en liquidación, con el que remite contestación a pun-
to de acuerdo aprobado por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación que remite resolución con rela-
ción al acuerdo de la Mesa Directiva relativo a la configuración de la vacante a cargo de diputado fe-
deral del Grupo Parlamentario de Convergencia en la Cámara de Diputados de la LX Legislatura, en
la tercera circunscripción plurinominal;

• 1 oficio de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público con el que remite en siete tomos, el Presu-
puesto de Egresos aprobado para el ejercicio fiscal de 2009;

• 2 oficios de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público;

• 6 oficios de la Secretaría de Gobernación con los que remite las propuestas del Presidente de la Re-
pública, para los nombramientos de 17 ciudadanos como magistrados del Tribunal Federal de Justi-
cia Fiscal y Administrativa;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación con los que remite las propuestas del Presidente de la Re-
pública para los nombramientos de los ciudadanos Francisco Javier Barrio Terrazas, como embajador
extraordinario y plenipotenciario de México en Canadá; y Fernando Sandoval Flores, como embaja-
dor extraordinario y plenipotenciario de México en la República Cooperativa de Guayana, así como
observador permanente ante la Comunidad del Caribe con sede en Guayana;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación con los que remite las solicitudes de permiso constitucio-
nal necesario para que cuatro ciudadanos puedan prestar servicios en representaciones diplomáticas;

• 2 oficios de la Secretaría de Gobernación con el que remite contestaciones a puntos de acuerdo apro-
bados por la Cámara de Diputados;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación con el que remite contestación a punto de acuerdo aproba-
do por la Cámara de Senadores;



Año III, Primer Receso, 7 de enero de 2009 Diario de los Debates de la Cámara de Diputados200

• 1 iniciativa del Congreso del estado de Morelos;

• 1 iniciativa de la Asamblea Legislativa del Distrito Federal;

• 1 comunicación del diputado César Duarte Jáquez para aceptar y usar la condecoración Medalla Pre-
sidencial que le otorga el Gobierno de la República de Guatemala;

• 14 proposiciones con punto de acuerdo;

• 2 proposiciones con punto de acuerdo aprobada;

• 1 iniciativa del PAN;

• 2 iniciativas del PRD.

Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Primera Comisión de Trabajo con proyecto de decreto que concede permiso a siete ciuda-
danos para que puedan prestar servicios en representaciones diplomáticas, respectivamente;

• 1 comunicación del diputado César Duarte Jáquez para aceptar y usar la condecoración Medalla Pre-
sidencial que le otorga el Gobierno de la República de Guatemala.

Dictámenes aprobados:

• 1 de la Primera Comisión de Trabajo con proyecto de decreto que concede permiso a siete ciuda-
danos para que puedan prestar servicios en representaciones diplomáticas, respectivamente;

• 1 de la Primera Comisión con punto de acuerdo a proposición presentada en la sesión del 22 de di-
ciembre de 2008 para exhortar al Ejecutivo federal, a los gobiernos de los estados, del Distrito Fede-
ral y de los municipios impulsar desde sus respectivos ámbitos de competencia la instauración del 18
de diciembre como el Día Internacional del Migrante;

• 1 comunicación del diputado César Duarte Jáquez para aceptar y usar la condecoración Medalla
Presidencial que le otorga el Gobierno de la República de Guatemala.
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• Altamirano Toledo, Carlos (PRD). . . . . . . . . . . . . . . 

• Bravo Padilla, Itzcóatl Tonatiuh (PRD). . . . . . . . . . . 

• Calzada Vázquez, Francisco Javier (PRD). . . . . . . . . 

• Cué Monteagudo, Gabino (Convergencia). . . . . . . . . 

• Felton González, Carlos Eduardo (PAN). . . . . . . . . . 

• Garibay García, Jesús (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Hernández García, Ramiro (PRI). . . . . . . . . . . . . . . . 

• López Balbuena, Guillermina (PRI).. . . . . . . . . . . . . 

• López Lena Cruz, Humberto (Convergencia). . . . . . . 

• Martínez Vargas, Octavio (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Vargas, Octavio (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Vargas, Octavio (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Martínez Vargas, Octavio (PRD). . . . . . . . . . . . . . . . 

• Montiel Luis, Lariza (PAN). . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Orozco Gómez, Javier (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Orozco Gómez, Javier (PVEM). . . . . . . . . . . . . . . . . 

• Ortuño Gurza, María Teresa (PAN). . . . . . . . . . . . . . 

• Rueda Sánchez, Rogelio (PRI).. . . . . . . . . . . . . . . . . 

Procuraduría General de la República:
188

Medio Oriente: 157

Día Internacional del Migrante: 151

Sector pesquero: 185

Precios de gasolinas y diesel: 176

Instituto del Fondo Nacional de la Vi-
vienda para los Trabajadores: 177

Precios de gasolinas y diesel: 158

Política de empleo: 187

Frecuencias de radio: 190

Artículo 72 constitucional: 138

Estado de México: 194

Explotación sexual infantil: 196

Suministro de agua: 192

Ley General de Salud: 130

Medio Oriente: 183

Producción de envases, bolsas y botellas
de plástico: 161

Artículos 6, 41, 85, 97, 99, 108, 116, 122
y 134 constitucionales: 171

Precios de gasolinas y diesel: 173

LEGISLADORES QUE PARTICIPARON DURANTE LA SESION
( en orden alfabético )
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• Suárez del Real y Aguilera, José Alfonso (PRD). . . . 

• Velasco Oliva, Jesús Cuauhtémoc (Convergencia). . . 

• Villanueva Albarrán, Gerardo (PRD). . . . . . . . . . . . . 

• Villarreal García, Luis Alberto (PAN). . . . . . . . . . . . 

Artículos 26, 29, 73, 74 y 76 constitu-
cionales - Ley Reglamentaria del Artícu-
lo 28 Bis de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos - Ley Ge-
neral de Planeación - Ley Orgánica del
Ejército y la Fuerza Aérea Mexicanos -
Ley Orgánica de la Armada de México -
Ley Orgánica de la Administración Pú-
blica Federal - Ley Orgánica del Poder
Judicial de la Federación - Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción Pública Gubernamental - Ley Orgá-
nica del Congreso General de los Esta-
dos Unidos Mexicanos: 108

Recesión económica: 167

Medio Oriente: 158, 184

Medio Oriente: 155, 157, 180


